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del día 2 de Julio de 1910. 

DISCURSO 
pí«omtftGÍado en el Congreso pop el 
Cxcmo. Sr. TTíinistro de Hacienda 
el dia 2 de Julio de 1910. 
^ 
Con motivo de la presentación del proyecto de 
Presupuestos generales del Estado. 
e^B 
El Sr. Ministro de HACIENDA: En nombre del Go-
bierno tengo el honor de presentaros, señores Diputa-
dos, el proyecto de ley de presupuestos para 1911, jun-
tamente con otros que le complementan, y de todos los 
que voy á hacer una sintética exposición. 
Si España ha de ser un pueblo moderno y ha de en-
trar en la corriente del crédito Europeo, es necesario 
que los esfuerzos de todos se encaminen á la consolida-
ción del crédito público; á mantener c nstantemente y 
sin solución alguna de continuidad la nivelación del 
presupuesto. 
Desde 1850 hasta 1900 todos los presupuestos se l i -
quidaron con déficit, excepción hecha de los de 1876-77 
1896-97 y primer semestre de 1899-900, que se salda-
ron con superávit, en cifras redondas de 16, 20, 9 y 77 
millones de pesetas respectivamente. 
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Todos los demás presupuestos, los 46 restantes se 
liquidaron con déficit, cuyo promedio en ese período de 
tiempo fué de 79 millones de pesetas. 
En 1900 se abre una nueva era para la Hacienda es-
pañola, la de su normalidad. 
A raíz de nuestros desastres coloniales, en aquellos 
angustiosos días en que nuestra deuda exterior se coti-
zaba en la Bolsa de París á 30 por 100 y los cambios se 
elevaban á 115; en aquellos angustiosos días en que el 
pesimismo que se había apoderado de la casi totalidad 
de los españoles creía inminente la quiebra del Tesoro, 
y que no tardaría en presentarse con todos sus horrores 
la bancarrota, un hombre ilustre á quien la patria debe 
inmensa gratitud, el Sr. Fernández Villaverde, con tan-
ta inteligencia como fuerza de voluntad, acometió la 
grande obra de reconstituir la Hacienda y de salvar 
el crédito, presentando aquel célebre presupuesto de 
liquidación, de cuya savia se ha venido viviendo hasta 
hoy. 
Desde 1900 á 1909 los presupuestos se han liqui-
dado en contraposición de lo que había ocurrido ante-
riormente, con sobrantes, algunos de mucha entidad, 
como por ejemplo, los de 1906 que pasó de 100 millones 
de pesetas. 
El presupuesto de 1909 se liquidó con un déficit de 
53.362.930 pesetas sin perjuicio de las rectificaciones 
que se deriven de la liquidación definitiva; déficit que 
es consecuencia obligada de los gastos de carácter ex-
traordinario que fué preciso realizar con motivo de los 
sucesos de Melilla y que ascendieron á 53.800.296 pe-
setas. Claro es, que de no haber surgido los referidos 
sucesos y de no haber tenido, por lo tanto, que hacerse 
tales gastos, el presupuesto hubiérase liquidado como 
todos los anteriores con superávit, con un superávit ma-
yor de 18.000.000 de pesetas. 
Pero, en fin, sea por lo que quiera, lo cierto es que 
el Presupuesto de 1909 se liquidó con déficit y que lo 
que importa es que no vuelva á liquidarse con déficit 
ningún otro Presupuesto, porque de lo contrario, sufri-
ría tremendo golpe nuestro crédito; se creería que re-
trocedíamos en el camino emprendido en 1900 y que se 
volvía á aquellos desdichados tiempos del déficit crónico 
en que España figuraba en el cuadro de las naciones de 
Hacienda averiada. (May bien, muy bien). 
El art. de 85 la ley fundamental del Estado preceptúa 
que cuando el Presupuesto no pueda ser votado antes 
del día 1.° del año económico seguirá rigiendo el ante-
terior. 
Sólo cerrando los ojos á la evidencia y empeñándose 
en no querer ver la realidad se puede desconocer que el 
cumplimiento de dicho precepto constitucional no está 
jamás exento de dificultades nacidas de inconvenientes 
derivados de la inevitable y constante mudanza de las 
circunstancias; y que, esas dificultades crecen, y esos in-
convenientes se agigantan cuando en el curso del mismo 
ejercicio para que se ha dictado la ley de Presupuestos 
surgen sucesos como los que obligaron al Gobierno de 
S. M . en 1909 á reprimir y castigar los desmanes come-
tidos por las tribus vecinas de Melilla y á ocupar una 
parte de territorio marroquí á fin de evitar la repetición 
de los hechos, ó cuando el cumplimiento de leyes como 
la de 19Q8 sobre la ejecución de obras navales, civiles 
é hidráulicas, entraña aumento de créditos en propor-
ciones considerables. 
Hoy que las Cortes comienzan sus tareas, deber del 
Gobierno es proponerlas los medios de hacer frente á 
semejante situación, así como legalizar la que por efec-
to de los sucesos indicados resultó el año último, en el 
sentido de exceder notablemente los gastos á las pre-
visiones legislativas. 
Sí el presupuesto para 1909 no consignaba ni era 
posible que consignara créditos relacionados con los su-
cesos de Melilla, sobrevenidos seis meses después de 
estar en ejercicio el presupuesto; y como al avecinarse 
dichos sucesos y en el curso de su desarrollo las Cortes 
no estaban abiertas, el Gobierno tuvo que subvenir á 
las nuevas necesidades haciendo uso de la facultad es-
tablecida en el art. 7.° de la ley de 1901, otorgando por 
medida gubernativa á los Ministerios de Guerra, Ma-
rina y Estado, créditos extraordinarios importantes 
71.241.828 pts. de las que sólo se invirtieron 53.016.012 
por haberse anulado 6.044.026 el 31 de Diciembre de 
1909 en concepto de no utilizados, y haber pasado pe-
setas 12.181.791 á «Resultas», para satisfacerse en 1910 
como procedentes de obligacionesxontraídas y no pa-
gadas. 
Para conocer bien el total de los gastos efectuados 
en 1910 con motivo de la campaña de Melilla hay que 
añadir á los 53.016.012 pesetas, 784. 285 de otros cré-
ditos ap'icados á los presupuestos ordinarios de los Mi-
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nisterios de Estado, de Gobernación y de Fomento, re-
sultando, por lo tanto, un total de pesetas 53.800.298. 
Mi ilustre y querido amigo Sr. González Besada, 
tan pronto como se reunieron las Cortes en Octubre de 
1909 se apresuró á presentar un proyecto de ley para 
dotar esas atenciones extraordinarias con recursos ex-
traordinarios también, más no habiéndose aprobado di-
cho proyecto ni podido cubrirse con los recursos propios 
del año más que 17.653.081 del total de los 53.016.012, 
el desnivel entre los gastos y los ingresos, salvo las 
rectificaciones que se deriven del examen de las cuen-
tas definitivas ascendió á 35.362.930 pesetas, absor-
biéndose por esa cantidad sobrantes de años anteriores 
Tan anómala situación es evidente que se reprodu. 
dría en el corriente ejercicio si no se buscan los medios 
adecuados para evitarlo, ya que durante él han de sa-
tisfacerse los 12.181.791 de pesetas no pagados aunque 
si comprometidos en 1909 y proveerse, en espera de 
un arreglo con el Majzen que suministre las garantías 
adecuadas, á la seguridad de las comarcas ocupadas y 
de nuestras propias posesiones , lo cual ha impuesto 
una nueva organización del ejército y de la policía indí-
gena en aquellos territorios; así como hacer frente á los 
gastos que ocasione la adquisición de material de cam-
paña, la reconstrucción de lo antiguo, obras de fortifi-
cación, etcétera etc., etc. 
El coste de todo esto nadie puede desconocer que 
no cabe dentro de los créditos que figuran en el actual 
presupuesto del Ministerio de la Guerra, ni en el de 
3.000.000 concedido por Real decreto de 6 de Junio úl-
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timo, y si el presupuesto de la Guerra ha podido sufra-
gar algunas de tales atenciones ha sido refundiéndolas 
en las obligaciones normales, aun cuando guardando el 
método de no rebasar, como en el año próximo pasado 
ocurrió hasta que los créditos extraordinarios le fueron 
otorgados, la cifra que para servicios similares tiene 
concedida, y huyendo de que se impongan después 
reintegros á diversos capítulos y artículos con involu-
cración de la contabilidad. 
Pero en definitiva será menester, además del citado 
crédito extraordinario de 3.000.000 de pesetas, otro de 
47.339.070 para restablecer los créditos agotados del 
presupuesto de la Guerra y para hacer frente á los cal-
culados hasta 31 de Diciembre del año corriente. 
Por otra parte, el crédito de 17.972.060 pesetas, in-
cluido en el presupuesto de 1909 para cumplimiento de 
la ley de 1908, relativa á construcciones navales, aun-
que resultó bastante, porque el contrato con la Sociedad 
correspondiente no se celebró hasta el 16 de Junio, ni 
impuso por lo tanto, obligaciones más que durante el 
segundo semestre del ejercicio no alcanza hoy para la 
observancia de las cláusulas que especifican la forma y 
plazo de los pagos á razón de un tanto por ciento deter-
minado del total de la obra, según la importancia de la 
realizada,estableciendo intereses de demora por el apla-
zamiento en abonar los gastos. La subsanación de seme-
jante deficiencia representa la suma de 17.978.382 ptas. 
Ahora bien Sres. Diputados, teniendo en cuenta el 
carácter extraordinario de dichos gastos militares y de 
construcciones navales á abonar dentro del ejercicio 
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corriente; y que así como no sigue un método financie-
ro de sinceridad quien al calcular los recursos para gas-
tos normales, computa ingresos extraordinarios ó se 
ilusiona con cálculos de ingresos que no responden á la 
realidad, no es adecuado que gastos de la índole de los 
de que se trata pesen sobre el presupuesto ordinario, 
destruyendo su equilibrio ú obligando á la generación 
presente á sacrificios; cuyo provecho han de recoger en 
tanta parte las venideras. (Muy bien). 
Resuelto el Gobierno á mantener la política de nive-
lación, pero decidido del propio modo á dar satisfacción 
á los anhelos de mejoramiento en el orden material de 
los servicios públicos, presentará á las Cortes un pro-
yecto estableciendo los medios convenientes para dotar 
al país en plazo breve de todos los elementos necesa-
rios para el rápido desarrollo de su poder, cultura y r i -
queza. {May bien). 
Los gastos militares y los de construcciones nava-
les de que dejo hecho mérito que hay que abonar den-
tro del ejercicio corriente, tendrán en ese plan su 
rúbrica correspondiente, y definitiva; más como las 
circunstancias apremian y se hace menester arbitrar 
de modo inmediato recursos para subvenir á las aten-
ciones en cuestión, el Gobierno estima que el procedi-
miento es emitir hasta una suma total de 81 millones de 
pesetas. Deuda del Tesoro en obligaciones negociables 
á la par,renovables cada seis meses, exentas de todo im-
puesto y contribución y que devengarán el interés de 3 
por 100 anual, satisfecho por trimestres vencidos; y que 
el producto de esta negociación figure como ingresos 
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en el estado, letra B sección 5.a de los Presupuestos del 
Estado, bajo el epígrafe de «Producto de negociación 
de obligaciones del Tesoro». Asi se propone en uno de 
los proyectos de ley que tengo el honor de presentar. 
En el presupuesto para el 1911 los gastos ascienden 
á 1.045.865.026 pesetas con 65 céntimos y ¡os ingresos 
á 1.131.456.2.11 pesetas con 32 céntimos, resultando por 
tanto un superávit inicial de pesetas 85.591.184,67. 
En los gastos de dicho presupuesto hay con rela-
ción al que rige los siguientes aumentos: 
En obligaciones generales del Estado después de 
pesetas 1.233.579,99 por obligaciones de los servicios 
de Clases pasivas y Deuda. 
En la Presidencia del consejo de Ministros, pesetas 
25.105,56. La mayor parte de este aumento se contrae 
al Consejo de Estado. 
En el Ministerio de Estado 871.775,50 pesetas para 
los servicios encaminados á afirmar y desarrollar nues-
tra, influencia en Marruecos; á dotar bien otros que no-
toriamente no lo están, como lo revela el hecho de venir 
pidiéndose constantemente suplementos de crédito, y á 
la creación de una Legación en Rumania y de varios 
Consulados en puntos importantes. 
En Gracia y Justicia, el aumento es de 2.924.130,20, 
pesetas de las cuales 2,850.000 pesetas representan el im-
porte de crédito para los haberes del personal de prisio-
nes destinado á preventivas y correccionales que se sa-
tisfacen hoy por las Diputaciones y Ayuntamientos y que 
ha de pagarse en lo sucesivo por el Estado. Los demás 
aumentos son para mejoramiento de algunos servicios. 
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En el Ministerio de la Guerra hay un aumento de 
30.711.123 pesetas por la elevación del contingente de 
85.000 á 115.000 hombres á fin de que existan las debi-
das unidades orgánicas y estén suficientemente nutridas, 
y por la nueva organización que se ha dado al ejército 
de Melilla y á la policía indígena para asegurar, no sólo 
los terrenos ocupados, sino nuestras propias posesio-
nes, hasta tanto que un acuerdo con el Majzen suminis-
tre los medios adecuados para conseguirlo. 
En el Ministerio de Marina el aumento es de pese-
tas 2.199.998 para tener en tercera situación durante el 
año 1911 nuestros buques grandes, áfin de que pueda 
navegar el personal de la armada y adquiera la necesa-
ria práctica del mar; para tener en tercera situación los 
nuevos cañoneros Recalde y Laya, para el servicio de 
Mar Chica, y para el aumento de créditos con destino 
á municiones, vestuario de la marinería y carenas y re-
paraciones. 
En Gobernación el aumento es de 5.961.616 pese-
tas por causa de la mejora de 0,25 en el haber de la 
Guardia civil, á fin de remediar la situación económica 
de este benemérito Cuerpo, que tantos y tan importantes 
servicios viene prestando á la causa del orden social; 
por la creación de un tercio de dicho Cuerpo para Bar-
celona y de un escuadrón para la Coruña; por aumento 
de policía en Madrid, Barcelona y otras importantes po-
blaciones, y con destino á créditos para los servicios de 
Sanidad, instituto de Reformas Sociales é Instituto de 
Previsión; por el mejoramiento, en Correos y Telégra-
fos, de las conducciones terrestres y marítimas y de la 
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Oficina internacional de Berna y por la reforma de otros 
servicios. 
En Instrucción pública el aumento es de 4.035 036 
pesetas por la creación de escuelas de instrucción pri-
maria; por convertir las hoy vacantes en graduadas; 
por el aumento de haberes de los maestros; por el me-
joramiento del servicio de inspección de la primera en-
señanza; por ampliación de estudios; por material peda-
gógico, científico y de Bellas Artes; por el crédito para 
alumnos y profesores pensionados en el extranjero, y 
por el mejoramiento, en fin^ de otros servicios, como 
Colegio de Sordomudos, Astronómico, Catastro y Me-
trología. 
En el Ministerio de Fomento el aumento es de pe-
setas 6.676.688 por los créditos que hay que llevar al 
presupuesto á los efectos de la ley de Comunicaciones 
y Pesca marítimas, por el mejoramiento de varios ser-
vicios y la creación de otros como la Dirección de Co-
mercio y Trabajo, Inspección de Bancos y Sociedades 
anónimas. Bolsas de trabajo, oficinas de colocación, y 
cajas populares de seguros. 
En el Ministerio de Hacienda, gastos de las contri-
buciones y rentas públicas, el exceso es de pesetas 
5.862.942 por el aumento de 0,25 en el haber de los 
carabineros y mejoramiento de otros servicios de este 
Cuerpo, que tantos y tan buenos viene prestando en 
la represión del contrabando; por el aumento de crédi-
to para dar mayor impulso al Avance catastral y Regis-
tros fiscales, verificándose simultáneamente los traba-
jos rústicos y urbanos á fin de que uno y otro se 
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terminen cuanto antes por requerirlo así el interés del 
Tesoro y el de los contribuyentes, si bien el mejor y 
más eficaz procedimiento para el descubrimiento de la 
riqueza oculta sería el catastro pero hasta tanto que se 
pueda acometer ese importante problema hay que acti-
var el avance catastral y Registros fiscales; por el au-
mento de crédito para los gastos necesarios á la forma-
ción de los padrones de cédulas en las capitales; para 
la inspección técnica de los impuestos mineros y crea-
ción de laboratorios para el ensayo de minerales con 
objeto de comprobar la ley de los mismos y proceder á 
su valoración; por el aumento del crédito relativo á 
gastos de explotación de la mina Arrayanes, aumen-
to que se estima necesario ya que han sido declaradas 
desiertas las subastas de la referida mina; por el aumen-
to de 20 profesores mercantiles á los efectos de la con-
tribución de utilidades; por el aumento del crédito para 
el servicio de visitas de inspección y por el aumento de-
rivado del servicio de renovación de los títulos de 
la Deuda al 4 por 100 interior y de la confección de 
hojas de cupones para aplicar á los títulos de la deu-
da amortizable al 5 por 100; para el mejoramiento de 
varios servicios de los distintos Centros del Ministerio, 
y, en fin, por la creación de la Dirección de Propie-
dades é Impuestos y de las Administraciones provin-
ciales con la misma denominación para desarrollar y 
dar gran impulso á los impuestos indirectos que deben 
ser la base de nuestra Hacienda como lo són de las de 
los pueblos modernos. 
Tengamos en cuenta que nuestro actual sistema 
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tributario en la época en que se estableció fué digno 
de todo encomio y aplauso, pero no se puede descono-
cer que llevaba en sus entrañas un germen malo para la 
Hacienda: la preponderancia de las contribuciones di-
rectas sobre las indirectas; que nosotros no hemos da-
do un solo paso en la reforma de dicho sistema tributa-
rio, limitándonos á aumentar las cuotas. Todos los 
países han reformado sus regímenes impositivos, desa-
rrollando^ dando grande impulso á los impuestos indi-
rectos que hoy constituyen, como ya he dicho, la base 
de la Hacienda de todos los pueblos cultos. Pues bien 
para conseguir esto, creo la Dirección y Administracio-
nes de impuestos indirectos. 
Como aparte de estos aumentos se suprime el cupo 
de consumo de sal, supresión que representa una pér-
dida de 8 millones de pesetas para el Estado, y éste 
además se desprende de otros ingresos para poder 
empezar á reconstituir las haciendas municipales sobre 
bases más sólidas y justas que las actuales, se com-
prenderá fácilmente la necesidad de reforzar los in-
gresos, para lo cual presento varios proyectos de 
ley reformando las contribuciones territorial y de uti-
lidades; y los impuestos mineros, de transportes, de-
rechos reales en las sucesiones hereditarias, cédulas 
y azúcares, de todos los cuales voy, en muy po-
cas palabras, á exponer las líneas generales: 
Contribución territorial .—Los puntos más impor-
tantes de esta reforma son los siguientes: 
1.° Que todos los pueblos que en 31 de Agosto de 
de cada año tuvieren aprobado el Avance catastral de 
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ía riqueza rústica ó el registro fiscal de edificios y so-
lares sean eliminados del repartimiento general inme-
diato siguiente para la distribución del cupo de la 
contribución territorial, liquidándose y exigiéndose ésta 
en dichos pueblos con el carácter de cuota á razón de 
14 por 100 para la rústica, y de 17,50 para la urbana 
sobre la riqueza líquida imponible inscrita en aquéllos 
documentos; continuando todos los demás pueblos de 
España, con excepción de las provincias Vascongadas 
y Navarra, tributando por el sistema de cupo, distribu-
yéndose éste con arreglo á los tipos de imposición 
fijados en el art. 11 de la ley ce 7 de Juüo de 1888, 
excepto el de la segunda sección de urbana, que que-
dará reducido al 21,50 en vez del 23 que le fué señalado 
por aquélla ley. 
2.° Que por el Ministerio de Hacienda se procederá 
al estudio y planteamiento de un nuevo sistema de eva-
luación del producto líquido imponible de las fincas 
rústicas para los efectos del Avance catastral, fundado 
en la determinación de su capacidad productiva expre-
sada en dinero para todas las tierras sometidas al 
mismo sistema de explotación agrícola dentro de cada 
zona o región de condiciones análogas; y que las tari-
fas que de este modo se redacten y aprobadas que sean 
por el Gobierno regirán durante diez años, en los cua-
les no sufrirán alteración las cuotas tributarias cuales-
quiera que sean las mejoras ó modificaciones que expe-
rimenten las fincas á que se refieran dichas cuotas. 
Es decir, que se establece un nuevo sistema ó 
procedimiento de estimación del líquido imponible con 
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Sociedades anónimas y las comanditarias por acciones, 
se extienda á los beneficios que obtengan las demás 
Sociedades comanditarias, las regulares colectivas y, 
en general, cualesquiera otras que tengan por objeto 
algún fin lucrativo, y á las cuentas en participación. 
2. ° Para evitar el abuso que se viene cometiendo 
por más de 170 Sociedades, número que seguramente 
irá en aumento, que dejaron de pagar por falta de uti-
lidades en el año 1908, se propone en la reforma que 
se declaren compatibles las cuotas de contribución in-
dustrial correspondientes á las industrias que ejerzan 
las Sociedades con las que deban satisfacer en concep-
to de utilidades, pero computándoles en cada año lo 
pagado por industrial como parte de lo que según sus 
respectivos balances les corresponda satisfacer en con-
cepto de utilidades, bien entendido que la falta de éstas 
ó la inferioridad de la cuota que por ellas haya de sa-
tisfacerse con relación á la pagada por industrial hará 
firme y subsistente el pago de ésta; y 
3. ° Con el mismo propósito de establecer la equidad 
tributaria se sujetan en el proyecto al pago de la con-
tribución de utilidades los intereses de las cuentas 
corrientes en metálico. {Rumores.) Las cuentas co-
rrientes con interés he dicho, Sres. Diputados. ¿Cómo 
me había de referir á las sin interés? Si no hay interés 
no hay utilidad, y ésta es la que se grava. El capital 
entregado bajo la condición de recibir intereses, no 
es depósito, sino préstamo, según el derecho mercan-
ti l , y no hay razón alguna para que dichos intereses 
continúén exentos del tributo. {Aprobación), 
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Otras disposiciones contiene, además, el proyecto 
encaminadas á facilitar la investigación y la estadística 
del tributo. 
Impuestos mineros—En la reforma que se propone 
se mantiene la actual cuantía del canon de superficie en 
las concesiones para la explotación de sustancias mi-
nerales, pero se modifica la forma de su pago. 
Hoy el canon es anual y se paga por trimestres; y 
como quiera que no puede declararse la caducidad de la 
concesión mientras no se haya dejado de pagar los 
cuatro trimestres, es evidente que con pagar uno se 
burla la ley y se hace imposible la declaración de cadu-
cidad. Para evitar esto se propone que el canon se 
pague de una sola vez por el concesionario dentro del 
año, y si no lo hace efectivo quedará caducada ípso 
facto y por ministerio de la ley la concesión, sin nece-
sidad de expediente ni de declaración alguna, con lo 
cual se cumplirá el decreto-ley de bases de 1868 que 
establece esa forma de perderse la propiedad minera. 
No se altera tampoco el tipo actual del impuesto 
que grava el producto bruto de la riqueza minera, 
comprendiendo en ella todas las sustancias enumera-
das en el art. 2.° de la ley de 28 de Marzo de 1900, 
y continuará entendiéndose por producto bruto de una 
mina el valor íntegro del mineral tal como se halle en 
los depósitos ó almacenes del establecimiento en estado 
de venta para su beneficio. 
La determinación de este valor para los efectos 
fiscales se obtendrá por la Hacienda independiente-
mente de lo que el concesionario declare y del destino 
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que se dé al mineral, deduciéndolo de la ley y cantidad 
de éste, asignándole el precio medio de venta corriente, 
según las cotizaciones del trimestre natural anterior en 
los mercados reguladores, y del valor así obtenido se 
rebajarán todos los gastos indispensables para la situa-
ción del mineral desde los depósitos de la mina al mer-
cado regulador. 
También se propone en esta reforma la creación de 
un servicio técnico á cargo de ingenieros de minas 
afectos exclusivamente al Ministerio de Hacienda y 
dependientes de la Dirección general de Contribuciones 
para la inspección de los impuestos mineros. 
Estos ingenieros tendrán las mismas funciones fis-
cales que tienen hoy los ingenieros jefes de las pro-
vincias que dependen del Ministerio de Fomento, y las 
administrativas; es decir, que recibirán, aprobarán ó 
modificarán la declaración ó relación del concesionario; 
examinarán la ley del mineral, para lo cual se estable-
cerán laboratorios y practicarán la liquidación determi-
nando la cuota que cada concesionario debe satisfacer. 
En realidad no se hace con esto otra cosa que ex-
tender á la riqueza minera el criterio que la administra-
ción viene aplicando para todas las contribuciones de 
productos. En efecto, hoy la fijación de la riqueza im-
ponible esta á cargo, en rústica, de ingenieros agró-
nomos; en urbana, de arquitectos; en utilidades, de 
profesores mercantiles, y en industrial de ingenieros 
industriales, todos ellos afectos al Ministerio de Ha-
cienda y dependientes de la Dirección general del ramo. 
Y, en fin, en la reforma se propone la supresión de 
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la exención de los carbones, puesto que éstos.gozan 
ya de la prima de distribución establecida en la ley de 
Comunicaciones y pesca marítimas, prima de distribu-
ción que es de 30 céntimos por tonelada. 
Con estas reformas estimo se mejorará la recau-
dación de estos impuestos. 
Derechos reales en las sucesiones hereditarias.— 
Según esta reforma serán en lo sucesivo dos los im-
puestos por causa de sucesión hereditaria y recaerán 
respectivamente sobre la totalidad del caudal que haya 
de ser distribuido, adjudicado ó aplicado y sobre el 
importe de los bienes que correspondan á cada here-
dero, legatario ó partícipe. El primero de estos impues-
tos, que será progresivo, se denominará de conjunto, 
y el segundo, de naturaleza proporcional, se nombrará 
de cuota. 
Este se realizará con estricta sujeción á la ley de 
2 de Abril de 1900, sin más diferencia que un ligero 
aumento en los distintos epígrafes de la escala, excep-
ción hecha de las sucesiones directas legítimas y de la 
de los cónyuges. 
El impuesto de conjunto gravará todas las herencias 
cuyo importe líquido exceda de 5.000 pesetas, y se 
hará efectivo con arreglo á una tarifa muy prudente y 
moderada que empieza en 0,50 para las herencias hasta 
25.000 pesetas y termina en el 3 por 100 para las de 
2 millones de pesetas en adelante. 
El impuesto de conjunto tiene su precedente en la 
legislación inglesa, en la ley de 1894. Es de advertir 
que en esta fecha Inglaterra era modelo de individua-
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lismo económico; así como también es de notar que, 
á pesar de las actuales corrientes económicas en di-
cho país, continúa siendo proporcional el impuesto de 
cuota. 
El de conjunto es, como dicen los ingleses, para 
compensar la desigualdad que causan los demás tribu-
tos; es un impuesto diferido hasta después de la muerte 
y representa los gravámenes que el causante debió 
pagar en vida y no satisfizo; es un impuesto que no 
mira al heredero y sí sólo al causante y á la total for-
tuna que deja, prescindiendo de cuantos y quienes sean 
sus herederos. 
Es innegable que nuestro sistema fiscal no puede 
procurar la igualdad del impuesto, la igualdad del sa-
crificio; ¿quien duda Sres. diputados, que el que tiene 
20.000 pesetas y da el 3 ó 4 por 100 hace un mayor 
sacrificio, un mas considerable esfuerzo que el que 
tiene 2 millones de pesetas y da ese mismo 3 ó 4 por 
100? {Aplausos.) 
Nuestro sistema tributario grava más á las fortunas 
modestas y á los pequeños propietarios que á las for-
tunas cuantiosas y á los grandes propietarios. {Muy 
bien, muy bien.) 
De la investigación ya hecha durante año y medio 
por la Comisión consultiva para la transformación del 
impuesto de consumos, aparecen datos curiosísimos 
recogidos de presupuestos familiares de distintas clases 
sociales; resulta que las rentas inferiores á 1.250 pese-
tas están gravadas por consumos sólo por cuota del 
Tesoro y aparte los recargos municipales con más de 
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un 5 por 100, mientras que las rentas de 30.000 pesetas 
no pagan sino el 0,35 por 100. (Aprobación.) 
En cuanto á la riqueza territorial, es notorio que las 
mayores ocultaciones son, no sólo absoluta, sino rela-
tivamente las de los grandes propietarios. 
Los valores mobiliarios no están en España demo-
cratizados como lo están en otros países, puesto que 
en general los poseen las clases acomodadas y en su 
casi totalidad sustraen al impuesto que grava las suce-
siones. La progresión en el nuevo tributo de conjunto 
que se propone en el proyecto compensará, en parte, 
la desigualdad que hoy existe entre la herencia inmobi-
liaria de los menos acomodados, que no puede escapar 
al tributo, y la herencia mobiliaria de los más ricos, que 
se sustraen poco menos que totalmente. 
En general descansa nuestro sistema tributario en 
las contribuciones directas, y el carácter de ellas es el 
de imposición sobre los productos, á saber: productos 
de la agricultura, de la ganadería, de la propiedad ur-
bana, de los capitales mobiliarios y de las industrias 
y profesiones. Esta tributación, que mira al producto 
y no al poseedor, es, por su naturaleza, proporcional 
y no progresiva; de donde resulta que la desigualdad 
de sacrificio en la cual estriba la del tributo, causada 
por las contribuciones indirectas, perdura en España 
en las directas, las cuales, de idéntico modo que 
aquéllas, son carga más dura para el contribuyente 
más pobre. 
Nosotros, en puridad, tenemos mayores motivos 
que Inglaterra para establecer el impuesto progresivo 
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sobre el conjunto de los bienes relictos. {May bien, 
muy bien.) 
Sí; nuestro sistema de contribuciones indirectas 
comprende casi todos los artículos de primera ne esidad 
y, por tanto, pesa más sobre el proletariado que el 
conjunto de análogos tributos ingleses de accisas, 
licencias y aduanas que dejan libres tales artículos. 
El sistema Español de contribuciones directas sobre 
el producto no tiene ningún «mínimo exento» ni ninguna 
rebaja para las clases inferiores; el incometax inglés, sí. 
Los gravámenes que pesan sobre las rentas del 
trabajo personal (sueldos) llegan en España á cuotas de 
verdadera expoliación, lo cual no ocurre en Inglaterra. 
Nuestro sistema de Catastros, Registros y Matrí-
culas está basado en promedios de producción más 
duros y desiguales que los que sirven de base á las 
«cédulas* del impuesto inglés. {Muy bien.) 
Y, en fin, Sres. Diputados, es de irrefragable evi-
dencia que no podemos volver la espalda á la realidad; 
que no podemos desconocer cuales son las tendencias 
de la moderna economía sociológica, y que las corrien-
tes hoy en todos los pueblos van á la construcción en 
forma progresiva del impuesto sobre las herencias en 
general, por demandarlo así de consuno las exigencias 
de la justicia y las de la flexibilidad del impuesto. 
(Aprobación.) 
En el proyecto de que se trata se establece también 
un impuesto equivalente al de conjunto, al que quedarán 
sometidas aquellas entidades jurídicas que por no 
hallarse bajo el imperio de las leyes naturales bioló-
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gicas no producen jamás la trasmisión hereditaria de 
los bienes que poseen. El precioso privilegio de la 
inmortalidad no parece que deba eximirlas perpetua-
mente de algún tributo que equivalga al que por causa 
de muerte percibe el Estado; y la necesidad de cubrir 
los compromisos de éste, bien legítima el gravamen 
propuesto, cuyo tipo de imposición, que es el de 0,25 
ai año, fué formulado ya en otro proyecto reciente-
mente presentado por mi querido amigo el Señor 
González Besada. 
Este impuesto de 0,25 lo pagarán las Asociaciones, 
Corporaciones y demás entidades de carácter perma-
nente que vengan poseyendo ó que posean en lo suce-
sivo bienes no sujetos á transmisión hereditaria por ser 
propios ó dótales de la entidad á quien pertenezcan, 
regulado por el líquido imponible señalado á los in-
muebles y por el promedio del que durante el año hayan 
alcanzado en la Bolsa los efectos públicos, cuando se 
trate de títulos de la Deuda ó de inscripciones repre-
sentativas de los mismos. 
Para los valores mobiliarios que se coticen en Bolsa 
se aplicará el mismo criterio. Los que hayan dejado de 
cotizarse se valorarán por el tipo medio del año en que 
hayan tenido cotización, y los que nunca se hayan co-
tizado, por el tipo de su emisión. 
De este impuesto quedarán excluidos, los hos-
pitales, hospicios, casas de caridad, y, en general, las 
fundaciones dedicadas exclusivamente á la beneficen-
cia, y aquelios bienes que estén exentos absoluta y 
permanentemente de la contribución territorial. 
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A parte de estas reformas en el proyecto de que se 
trata se anuncian otras dignas de atención. 
Es una de ellas la supresión de la exención fiscal 
otorgada por la ley de 1900 á las herencias inferiores 
á 1.000 pesetas, inmunidad que ha privado al Fisco de 
ingresos no despreciables, producido combinaciones y 
ficciones dirigidas á dismi uir el importe efectivo del 
caudal hasta encerrarlo en los límites de tal excepción y 
relajado, en fin, el precepto constitucional que obliga 
á todos á contribuir en proporción á sus haberes. 
También se someten á los impuestos hereditarios 
los bienes muebles que los extranjeros posean en Es-
paña, rompiendo así el Fisco con la teoría del estatuto 
personal que funestamente ha venido inspirando todo 
nuestro derecho, y que no ha impedido á otras Na-
ciones á exigir á los Españoles los tributos legalmen-
te establecidos sobre cuantos bienes poseyesen en 
ellas, 
Y, por último, se propone que en las sucesiones 
abintestato los colaterales de grados posteriores al 
cuarto sean considerados como extraños para los efec-
tos del impuesto, ya que esos herederos llamados por 
alguien «rientes» deben su fortuna, más que á la vo-
luntad consciente del causante, á los halagos de la 
suerte. 
Modificación del impuesto de transportes. - No 
deben prodigarse, Sres diputados, las exenciones tri-
butarias, porque dañan á la recaudación, desnaturalizan 
á los impuestos y, lo que es peor, los desacreditan, 
toda vez que difícilmente podrá nadie estimar que son 
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justos aquellos de cuyo pago se exime á una parte de 
los ciudadanos. 
En el impuesto de transportes se han ido declarando 
tantas exenciones, que ya se observan los daños indi-
cados, y que para remediarlos importa suprimirlas. 
No hay que olvidar que cuando se han establecido 
dichas exenciones, las circunstancias en que se encon-
traba la Hacienda eran muy distintas á las actuales; y, 
principalmente, que las exenciones del impuesto sobre 
las mercancías transportadas por vía marítima y por 
los caminos de hierro y ordinarios que enlazan con 
con los extranjeros, se acordaron por el Gobierno, con 
carácter transitorio, empleando en algunas de las dis-
posiciones en que se establecía la exención, la locu-
ción de suspensión del impuesto, con el pensamiento, 
sin duda,, de estudiar más ampliamente los medios de 
favarecer las exportaciones y de fomentar los trans-
portes directos; y como quiera que estos propósitos se 
hallan ya compensados en la ley de Comunicaciones 
marítimas de 14 de Junio de 1909, que concede ma-
yores primas á la construcción de buques; primas y 
subvenciones á la navegación; exención de impuesto 
de transporte en el desembarque de algunas mercancías 
en tráfico directo; reducciones en los derechos sanita-
rios y obvenciones de los cónsules y otras ventajas 
que, al favorecer á la navegación y al comercio, im-
plican aumento de gastos y disminución de ingresos en 
los Presupuestos generales del Estado; es claro que, 
dados los sacrificios que para el Tesoro supone el 
cumplimiento de lo preceptuado en dicha ley de Co-
municaciones marítimas, es necesario derogar las demás 
disposiciones que modificaron las cuotas de la tarifa de 
transportes, pues la equitativa distribución de los tri-
butos exige la supresión del doble régimen de favor de 
que actualmente disfruta la navegación. 
A esto se encamina el proyecto que tengo el honor 
de presentar, restableciendo la ley de 20 de Marzo de 
1900, que taxativamente señaló las excepciones pro-
cedentes, derogando los preceptos posteriores que las 
ampliaron y limitándola excepción establecida en el 
art. 4.° de dicha ley á los billetes de tercera clase en 
en los transportes por ferrocarriles, lo cual en puridad 
no es una verdadera excepción, toda vez que lo que en 
realidad se hace es acomodar el tipo de gravamen á la 
capacidad económica media de los contribuyentes. 
El proyecto á que me estoy refiriendo alcanza otros 
dos extremos: la reducción al 1 por 100 del premio que 
en concepto de recaudación del impuesto de transporte 
perciben las Compañías ferroviarias, y el pago del 
mismo por las Empresas que para el transporte de sus 
minerales utilicen ferrocarriles propios, ya que para 
fijar el valor del mineral á los efectos fiscales se les 
descuenta el coste del transporte. 
Impuesto de cédulas personales .—Aconsejan la 
reforma de este impuesto dos órdenes de consideracio-
nes: uno, que afecta á la esencia misma de la tribu-
tación personal, y otro, que hace relación á la técnica 
del tributo. 
La ley de 1881 estableció el impuesto de capitación 
gradual; pero no lo construyó bién técnicamente al 
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acumular las cuotas por territorial é industrial sumando 
así dos valores heterogéneos, al no acumular sueldos 
al no comprender las rentas de los valores mobiliarios y 
de la riqueza minera y al establecer, en fin, tres tarifas: 
una, para territorial é industrial; otra, para sueldos, y 
otra, para inquilinatos; ésta como corrector general; ta-
rifas que no guardan relación entre sí. 
Aunque no fuera más que por esto que afecta á 
la técnica del tributo estaría justificada la reforma. 
Pero hay otras razones que la aconsejan y que, como 
he dicho antes, afectan á la esencia misma de la con-
tribución personal. 
En la reforma que tengo el honor de proponeros, Se-
ñores Diputados, se establecen tres clases de cédulas: 
comunes, graduadas y especiales. 
Las primeras son de 0,50 y vendrán obligadas á pa-
garlas todas las personas naturales mayores de catorce 
años residentes en España. Esta clase de cédula cons-
tituye un verdadero impuesto de capitación simple y 
con carácter transitorio hasta tanto que pueda supri-
mirse. 
Al pago de las cédulas graduadas vendrá obligado 
todo titular de una renta cualquiera que sea su origen 
y los factores que la integren; y ya sea ese titular per-
sona natural mayor ó menor de catorce años ó persona 
jurídica, y con arreglo y sujeción á una tarifa que com-
prende 29 clases de cédulas, cuyas cuotas son de 1,30 
para las rentas que no excedan de 750 pesetas y de 
2.500 para las de 250.000 en adelante, si bien cuando 
el exceso de la renta sobre esta cantidad sea producido 
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por los intereses de ciertos y determinados valores mo-
biliarios que con mayor facilidad se sustraen al impues-
to, entonces se pagará un 1 por 100 más del exceso. 
Esto constituye la cédula especial. 
Las cédulas graduadas entrañan un verdadero im-
puesto sobre la renta dentro de los límites, de la refe-
rida tarifa. 
Esta tiene grandes diferencias con relación á la ac-
tual. 
La tarifa de la reforma es progresiva; acaba en pe-
setas 250.000 y en ella no se establece más que una lí-
nea de gravamen, toda vez que éste es sobre la renta 
y la renta es una entidad indivisible, cualquiera que sea 
su origen. 
Y la tarifa vigente es arbitraria y con tendencias á 
gravar considerablemente á los humildes, á las peque-
ñas rentas del campo que resultan gravadas en más del 
23 por 1.000, gravamen que se reduce grandemente en 
la reforma, así como se exime del impuesto á los jorna-
les que no excedan de 1.000 y 1.500 pesetas al año en 
las poblaciones menores ó mayores de 50.000 almas 
respectivamente. Termina en 30.000 pesetas, para suel-
dos, en unas 57.000 pesetas para territorial, y en 
120.000 para industrial, y establece diversas líneas de 
gravamen: una para territorial, otra para industrial, 
otra para sueldos y otra para inquilinatos, y multitud 
de ellas para las innumerables combinaciones de terri-
torial é industrial; territorial y sueldos; industrial y suel-
dos; territorial; industrial y sueldos, aparte de las 
muchísimas líneas de gravamen que resultan de la acu-
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mulacion de intereses de valores mobiliarios reflejados 
en el inquilinato. 
Insisto, Sres. Diputados, en que las cédulas gradua-
das constituyen un impuesto sobre la renta dentro de 
los límites de la tarifa que termina en pesetas 250.000; 
no llevando más allá dicho impuesto por temor á com-
prometer el éxito de una reforma en que fundo grandes 
esperanzas. 
A nadie se le oculta la resistencia que los contribu-
yentes oponen á la implantación de todo impuesto per-
sonal; nadie puede desconocer que para implantar el 
impuesto personal sobre la renta en toda su pureza es 
necesaria la cooperación de las Corporaciones locales, 
y éstas desgraciadamente no están en condiciones de 
prestarla. 
La reforma que propongo es un paso en el estable-
cimiento de la justicia de la tributación; es la iniciación 
de la transformación profunda y radical que se impone 
en las bases de nuestro actual régimen tributario. 
Impuesto de a z ú c a r e s . - La. ley de 1907 tiene dos 
partes: la que prohibe la construcción de fábricas du-
rante el período de tres años^ que expira en el mes de 
Agosto próximo, y la que limita esa prohibición de 
construir fábricas durante otros tres años consecutivos 
á menor distancia de 80 kilómetros de otra ya esta-
blecida. 
En la reforma que propongo se respeta esa ley pero 
se precisa lo que ha de entenderse por fábrica estable-
cida á los efectos del art. 2.° de la misma, proponién-
dose que se declare que toda fábrica que durante dos 
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campañas consecutivas no haya trabajado, por lo me-
nos en cada una de ellas treinta días no tendrá el carác-
ter de fábrica establecida. 
Además de esto, se procura en la reforma atender 
los intereses de los cuatro factores que integran el pro-
blema de la fabricación del azúcar. 
El interés del Estado, elevando el impuesto de 35 á 
50 pesetas; el del consumidor, procurando que el pre-
cio del azúcar sea menor que el actual y para lo que no 
ha de intervenir directamente el Estado, ni por medio de 
tasas, ni valiéndose de los despachos reguladores que 
tan escasos resultados dieron, se valdrá del Aran-
cel reduciendo el derecho del azúcar de 85 á 75 pese-
tas; el del productor de la remolacha, procurando que 
ésta tenga un precio mínimo regulador y para conse-
guirlo se propone en la reforma que, cuando en el con-
trato de compra de remolacha ó de caña aparezca un 
precio medio general inferior á 35 pesetas la tonelada 
de remolacha con un rendimiento de 11 por 100 ó de ca-
ña con un rendimiento de 8,50 el Gobierno podrá reba-
jar el Arancel en la debida proporción para que nunca 
rebase el margen protector. Estos precios se revisarán 
cada tres años. 
Este impuesto es odioso por la forma vejatoria y 
costosa de su exacción y por su desigualdad. Es uná-
nime esta opinión y la de que debe suprimirse ó trans-
formarse; pero ya no lo es tanto en cuanto al procedi-
miento para lograrlo. 
Se han dibujado hasta ahora dos criterios: el de las 
desgravaciones parciales, inspiradas en cada caso en 
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particulares conveniencias del consumo y de la produc-
ción; y el, que se basa fundamentalmente en la supre-
sión del tributo sustituyéndolo por nuevos gravámenes. 
Lo primero, la desgravación por especies no evita 
ciertamente los males que se trata de remediar. Basta 
que haya una especie sin desgravar, para que la forma 
de la exacción siga siendo vejatoria y costosa. Recor-
demos k este propósito lo ocurrido cuando las desgra-
vaciones de los trigos, harinas y vinos. 
En cuanto á la supresión del tributo sustituyéndolo 
por nuevos gravámenes, sólo diré que es totalmente 
imposible en estos momentos. Dadas las actuales cir-
cunstancias, es imposible lanzar sobre las demás con-
tribuciones del Estado una carga adicional de 133 millo-
nes de pesetas líquidas, que es á lo que asciende el 
importe del impuesto de consumos por la cuota para el 
Tesoro y los recargos municipales; pues suman éstos 
80 millones, y aquél 53. 
Aun en el supuesto, aun aceptando como verdad de-
mostrada la hipótesis de que el Estado se encontrase, 
que no se encuentra, en condiciones de poder prescin-
dir de los 53 millones de sus derechos por el impuesto 
de que se trata, ningún beneficio obtendría el consu-
midor, quien continuaría pagando esa suma, juntamen-
te con los recargos municipales, sin más diferencia que 
el hacerlo al Ayuntamiento en vez de al Estado. Y 
si alguna duda cupiera, la desvanecería en absoluto 
y por completo el recuerdo de lo que ocurre en Burgos, 
Coruña, La Unión y Vigo, que á pesar de no pagar cu-
po para el Teroro, continúan no obstante, administran-
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do el impuesto por medio de fielatos en provecho ex-
clusivo de sus Municipios. 
Nada he de decir de la imposibilidad en que se en-
cuentran los Ayuntamientos de prescindir de los 80 
millones que vienen percibiendo por los recargos de 
consumos, toda vez que constituyen el nervio d e s ú s 
haciendas, pues éstas se nutren principalmente con los 
productos de ese impuesto. 
Lo más lógico y eficaz para conseguir el fin que se 
persigue es constituir sólidamente las haciendas munici-
pales; porque sólo así llegará el día en que los Ayun-
tamientos puedan prescindir de los ingresos que hoy tie-
nen por los recargos de consumos, que será precisa-
mente el momento en que el Estado renuncie también 
á sus ingresos por el propio concepto, y, por con. 
siguiente, en que quede suprimido en su totalidad el im-
puesto de consumos. 
En el proyecto de que se trata se procede á la 
reconstitución de las haciendas municipales. 
Se propone la supresión del cupo especial de sal, 
que es uno de los que más duramente pesan sobre los 
humildes y los pueblos; entre otras causas por la fijación 
puramente mecánica de ese cupo que atiende sólo al nú-
mero de los habitantes del Municipio y no á su consumo 
efectivo, y por la enorme defraudación en dicha es-
pecie, que hace que en la mayoría de los casos no cubra 
la recaudación más que parte del cupo, á lo sumo el 60 
por 100; y como quiera que el Municipio tiene que pa-
gar la diferencia, es claro que esto se convierte en una 
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disminución del Tesoro municipal á que no corresponde 
ingreso alguno equivalente. 
Por lo tanto, claro es, Sres. Diputados, que esta su-
presión representa para los Ayuntamientos una gran 
economía, que se puede calcular aproximadamente en 
unos cuatro millones de pesetas. 
Por otra parte, se les releva, lo mismo que á las Di-
putaciones provinciales, de la obligación de reintegrar 
al Estado los haberes del personal de prisiones que 
presten sus servicios en las preventivas y correccio-
nales, lo cual significa también una economía para los 
Ayuntamientos y Diputaciones de cerca de tres millones 
de pesetas. 
Se ceden además á los Ayuntamientos los impuestos 
de carruajes de lujo y círculos de recreo, con la am-
plitud necesaria para que puedan determinar las bases y 
tarifas de dicha imposición; se suprime en el plan gene-
ral de los recursos del Estado el 20 por 100 de la renta 
de propios; el 10 por 100 de aprovechamientos foresta-
les en los montes á cargo del Ministerio de Hacienda, y 
el 10 por 100 sobre el arbitrio de pesas y medidas; 
se autoriza á los Ayuntamientos de las poblaciones don-
de tuvo aplicación la ley sobre desgravación de vinos, 
para establecer patentes sobre la venta de dicho ar-
tículo; se extiende á todos los Ayuntamientos, excepto 
á los de las provincias Vascongadas y Navarra, la facul-
tad concedida á los de las capitales de provincia y po-
blaciones mayores de 30.000 habitantes de recargar 
hasta un 40 por 100 las cuotas de la contribución indus-
trial y de comercio, pero limitándola para todas ellas á 
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un tercio de las cuotas futuras, en las cuales se hallan 
consolidadas las dos décimas adicionales; y se autoriza, 
en fin, á todos los Ayuntamientos para imponer ar-
bitrios sobre los solares en relación con el aumento de 
valor obtenido entre dos enajenaciones consecutivas de 
los mismos, y sobre el precio de los inquilinatos. (Ru-
mores.) 
Pero, Sres. Diputados, ¿es que no se van á for-
mar las haciendas municipales? Al lado de todo lo que 
acabo de decir, que constituye un eslabón de la cadena, 
está la preparación del organismo que ha de desarrollar 
las contribuciones indirectas para el Estado. Hoy los 
Ayuntamientos perecen porque tienen exceso de contri-
buciones indirectas y escasez de directas, lo contrario 
de lo que le pasa al Estado. Tened, pues, calma; ya 
vendrá el debate y todo se discutirá. 
Además se solicitan dos autorizaciones: una para 
elevar al 2 por 1.000 el impuesto del 1 por 1.000 en 
concepto de timbre por negociación ó transmisión. La 
razón de este aumento es obvia. El 2 por 1.000 es lo 
que por razón de timbre tiene que pagar la transmisión 
de la cosa mueble. 
Y la otra autorización se refiere al aumento hasta 
el 15 por 100, en una ó varias veces, según el Gobierno 
lo estime necesario, del precio de las labores de la renta 
de tabacos. 
También presento otro proyecto sobre el monopolio, 
por vía de ensayo, por parte del Estado para la fabrica-
ción directa y venta de las cerillas. En ese proyecto se 
propone la creación de una Junta, que estará formada 
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por dos Sres. Diputados y dos Sres. Senadores que, 
juntamente con el director del ramo, constituirán un 
Consejo de administración de ese monopolio. Tal vez 
este proyecto sirva de base á ulteriores propósitos, ins-
pirados en la defensa de los intereses del país. 
Todos estos proyectos, juntamente con los que 
se están ultimando y muy en breve se presentarán, 
contienen el pensamiento económico y financiero del 
Gobierno. 
Los proyectos en preparación son: regulando las re-
laciones del Tesoro y el Banco de España; ley de em-
pleados; de administración y contabilidad del Esta-
do; prescripción de créditos y normalización de los ser-
vicios de la Deuda; reorganización de los servicios de 
la Caja de Depósitos; extinción de la Deuda perpe-
tua exterior al 4 por 100 estampillada y supresión 
del afidavit, destinando anualmente para dicha ex-
tinción 7 millones de pesetas oro, y, por último, el pro-
yecto de ley relativo á la emisión de un empréstito en la 
forma y condiciones que se fijarán, y en el cual, además 
se darán al país todas las garantías necesarias de que ni 
i na sola peseta de dicho empréstito se gaste en suel-
dos, gratificaciones, indemnizaciones, dietas, etc., etc., 
del personal administrativo, y que no se invertirá nin-
guna cantidad más que en aquello que taxativamente se 
determine, previa autorización del Parlamento, para lo 
que el Ministro de Hacienda presentará con el pre-
supuesto un plan de obras para dos años, juntamente 
con un estado justificativo de las realizadas en el ejer-
cicio anterior, llevándose á artículos adicionales de cada 
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una de las respectivas secciones del presupuesto los 
créditos necesarios. 
El Gobierno entiende que hay que satisfacer los an-
helos de reconstitución de la Patria, dotando al país de 
todos los elementos necesarios para el rápido des-
arrollo de su poder, cultura y riqueza. 
El Gobierno estima que si España ha de ser un' 
pueblo moderno y ha de ocupar en Europa el puesto 
á que tiene derecho, es preciso que con la mayor 
urgencia se proceda á resolver los tres grandes proble-
mas planteados: organización de la defensa nacional, 
de la enseñanza, y fomento y desarrollo de la rique-
za. (May bien.) 
Si no queremos, Sres. Diputados, estar sujetos al 
capricho ajeno, si deseamos estar preparados para las 
contingencias del porvenir, si hemos de defender nues-
tra integridad territorial y nuestra independencia, preci-
sa que seamos fuertes en la tierra y en el mar; necesita-
mos ejército, marina, fortificaciones. 
Sí; un ejército bien organizado, teniendo en cuen-
ta que los dos grandes principios que informan toda 
buena organización militar son: que no haya más unida-
des orgánicas que las absolutamente precisas y con 
el contigente necesario, y que exista la debida propor-
ción entre las distintas armas de combate; un ejér-
cito bien instruido, debiendo para ello efectuarse fre-
cuentes prácticas de tiro al blanco, maniobras militares, 
ensayos de movilización, no sólo de las primeras reser-
vas, sino también, de vez en cuando, de las segundas; 
y el establecimiento de la instrucción militar obligatoria 
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que servirá de preparación para más tarde implantar el 
servicio militar obligatorio; un ejército con todo el equi-
po, vestuario y armamento preciso para las fuerzas en 
activo y las de las reservas, á fin de que puedan pres-
tar con toda prontitud el servicio en los puestos que se 
le asignen, sin dilaciones siempre perjudiciales, un ejér-
cito con todos los servicios bien organizados y en espe-
cial los administrativos y de Sanidad, que tienen grande 
importancia en los ejércitos modernos; con todos los me-
dios de transporte, tren de sitio, cuerpo de tren, parques 
completos, medios para el municionamiento en el campo 
de batalla de la infantería y artillería, cuarteles, hospita-
les, campos de instrucción y de maniobras; un ejército 
con toda la necesaria y moderna artillería de campaña, 
costa y plaza; y, en fin, un ejército con sus industrias mi-
litares en perfecto desarrollo para no continuar siendo 
tributarios del extranjero: puesto que es principio acep-
tado por todas las naciones, que la que tiene atrasadas 
sus industrias militares no puede ser independiente. 
En una palabra, Sres. Diputados, necesitamos tener 
un ejército organizado adecuadamente y con todos los 
servicios, elementos y medios necesarios para poder 
pasar fácil y rápidamente del pie de paz al pie de 
guerra. 
Por otra parte si hemos de tener personalidad en el 
mar, si no ha de seguir nuestra presente vulnerabilidad 
en el orden internacional, si hemos de garantir la vida 
externa de una Nación que recibe del mar, y por el mar 
envía más del 35 por 100 de sus importaciones y expor-
taciones, si hemos de defender nuestras dilatadas costas 
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y los archipiélagos Canario y Balear, necesitamos mari-
na militar; y, en fin, si hemos de estar á cubierto de 
ajenas codicias y procurar no ser presa del primer ocu-
pante, necesitamos fortificar nuestras costas, puertos y 
fronteras. 
El Gobierno estima asimismo, que el estado actual de 
la instrucción pública no puede ser más deplorable y 
que hay por lo tanto que ir á su completa reorgani-
zación. 
No tenemos más que unas 25.000 escuelas, sin 
condiciones higiénicas, sin luz, sin ventilación, sin me-
naje escolar, sin material pedagógico. Así se explica 
que en España haya tantos analfabetos. Tenemos 59 ins-
titutos, la mayor parte instalados en edificios viejos, sin 
bibliotecas, sin gimnasios, laboratorios, museos, co-
lecciones, gabinetes de física y jardines botánicos. 
Nuestras Universidades carecen de material científico. 
Y todo esto es consecuencia lógica de que mien-
tras los demás países dedican á la Instrucción pú-
blica grandes cantidades. (Los Estados Unidos más 
de 1.000.000.000, de francos gastan en primera en-
señanza; Francia dedica á la instrucción pública el 8 
por 100 de su total presupuesto que asciende á unos 
4.000 millones de francos; Alemania el 6 por 100 del' 
suyo que se eleva á muy cerca de 5.000 millones de 
marcos), nosotros no dedicamos á tan importante ser-
vicio más que un puñado de pesetas. 
Esto, estima el Gobierno que no puede continuar. 
Si queremos regenerarnos, si queremos que nuestra 
cultura nacional se eleve á la de los demás pueblos, hay 
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que dedicar mucho dinero á la enseñanza. Sí; hay que 
gastar para que tengamos* Escuelas, Institutos y Uni-
versidades con todos los medios, elementos y recursos 
necesarios, con personal idóneo y bien retribuido para 
que la enseñanza sea provechosa y eficaz, á fin de ele-
var el nivel moral é intelectual del pueblo, para que 
tenga conciencia de sus derechos y deberes y sepa res-
petar y cumplir las leyes. 
Es necesaria la política hidráulica, es necesaria tam-
bién la* política pedagógica. 
Para el desarrollo de nuestra riqueza hay que fomen-
tar sus tres grandes fuentes: la agricultura, la industria 
y el comercio. 
La agricultura, que es la base de nuestra riqueza pú-
blica, hállase en un estado de gran abatimiento por 
los tres males que la afligen y que hay que corregir, la 
ignorancia, la usura y la sequía. 
Para combatir la ignorancia precisa dar al agricul-
tor, como sucede en todos los países, una educación y 
enseñanzas prácticas, y para esto es preciso instalar 
granjas-modelo regionales, estaciones agronómicas, ob-
servatorios meteorológicos y escuelas; todo organizado 
desde un punto de vista eminentemente práctico. 
La agricultura carece de capitales fáciles y baratos. 
En los campos no se conoce el dinero ni mucho menos 
el crédito; solamente existe la usura, que esperando 
al desgraciado labrador en el desfiladero de la recolec-
ción, le aniquila y le mata. 
Para evitar los grandes males de la usura hay que in-
dustrializar la agricultura, teniendo en cuenta que las 
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artes son su alma, y levantar sobre anchas y sólidas ba-
ses el crédito territorial y agrícola. 
La sequía es otro de los grandes males que afligen á 
la agricultura: por ella se pierden algunos años el 
todo ó parte de las cosechas. Para combatir este mal 
hay que fomentar los riegos haciendo obras de mejora-
miento en el régimen de los ríos; hay que construir pan-
tanos reguladores y canales de riego que son los gran-
des bienhechores de la agricultura, toda vez que llevan 
á las tierras las riquezas que los ríos arrastran al mar. 
Todo esto es de absoluta é imprescindible nece-
sidad, si España ha de ser un pueblo moderno y ha de 
ocupar en Europa el puesto á que tiene derecho; pero á 
nadie se le oculta que todo esto lleva aparejado un gran 
gasto y que no es posible atender á él con los recur-
sos ordinarios del presupuesto; sostener otra cosa es 
pretender lo imposible, creer lo absurdo, soñar des-
pierto. (Muy bien.) 
El Gobierno entiende que para hacer frente á todos 
esos gastos es indispensable apelar al crédito, emitir un 
empréstito, y que sólo así, teniendo España bien orga-
nizada su defensa, su enseñanza y desarrollada su 
riqueza, se ensanchará la base de la tributación, abrién-
dose nuevas fuentes de ingresos para el presupuesto, y 
se mejorará y aun quedará resuelto el gran problema del 
trabajo. Esos millones, bien administrados, servirán, no 
sólo para el engrandecimiento de la Patria, sino para 
que vivan esas legiones de obreros cuya miseria pone 
espanto en el ánimo, esas clases obreras acreedoras al 
amparo y protección del poder público, á quien úni-
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camente piden trabajo que les proporcione pan para sus 
hijos; á lo cual creen tener indiscutible derecho; que 
hay que dárselo; y el único eficaz procedimiento para 
ello está en promover el desarrollo de las obras pú-
blicas en que tendrán colocación tantos millares de 
seres que, para vergüenza nuestra, empujados por 
la miseria y acosados por el hambre, se ven obligados á 
ir á lejanas tierras en demanda de trabajo, en busca 
de sustento. {Aplausos en la mayoría.) 
Y, en fin, para terminar, porque voy fatigando con 
exceso vuestra benévola atención {En varios lados 
de la Cámara-. No, no), estima el Gobierno que con 
esos millones, bien administrados é invertidos, habrá 
bienestar, orden, paz, disciplina social, elementos pre-
cisos, factores indispensables para la prosperidad y 
el engrandecimiento de la Nación. {Muy bien, muy 
bien.—Aplausos en la mayoría.) 

DISCURSO 
del día 15 de Octubre de 1910. 

DISCURSO 
pfonuneiado en el Ccmcjireso pof el 
Cxcmo. 5r . ITÍinistro de Hacienda 
el día 15 de Octubre de 1910. 
Con motivo de la discusión del dictamen sobre 
totalidad del proyecto de ley de Presupuestos, 
-€-Sr5 
El Sr. Ministro de HACIENDA: (Cobián.) Ante todo 
me importa en alto grado, Sres. Diputados, hacer cons-
tar las circunstancias en que se hallaba nuestra Hacien-
da, cuando hemos tenido el honor de ser llamados al Po-
der. Me limitaré á ser un mero relator, no haré otra cosa 
que consignar los hechos, que no son producto de la 
fantasía, ni obra de la imaginación, ni engendro del de-
seo ó de la necesidad del debate, sino hechos cier-
tos, los verdad que tienen una fácil y perfecta demos-
tración. No haré comentarios ni dirigiré cargos á nadie. 
Primer hecho: desde 1907 á 1909 se aumentaron los 
gastos de los distintos Departamentos ministeriales en 
121.744.194 pesetas; y se disminuyeron los ingresos 
en 20.611.908 pesetas, cantidad que, unida á la de 
12.454.194 en que fueron también reducidos los ingre-
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sos en 1904 y 1905, da un total de disminución de in-
gresos en dichas dos épocas, de 33.066.102 pesetas. 
Segundo: el cumplimiento de las tres leyes votadas 
de 1908 sobre reforma de los servicios de Correos y 
Telégrafos, comunicaciones marítimas y Construccio-
nes navales, civiles é hidráulicas, lleva aparejado un 
gasto de gran importancia, á partir del 1910, en que as-
ciende á 25.478.382 pesetas, y que importará mucho 
más por lo que se refiere á Correos y Telégrafos y 
Construcciones navales, en los siguientes presupuestos, 
en el caso de que el proyecto de ley de empréstito de 
1.500 millones no fuese aprobado. 
Tercero: el procedimiento adoptado en virtud de la 
ley de 30 de Julio de 1904, para el pago de los intere-
ses atrasados correspondientes al capital destinado á 
indemnizar á las Corporaciones civiles y religiosas y 
fundaciones de Beneficencia y de instrucción pública 
elemental, por sus bienes desamortizados y vendidos, 
ha producido un aumento en el capital de la Deuda per-
petua interior de 49.360.000 pesetas, y, por tanto, el 
presupuesto de gastos del Estado resulta con un aumen-
to permanente de pesetas 1.974.400 por el servicio de 
intereses de dicho capital. 
Cuarto: se habían agotado los 610.000.000 importe 
de los sobrantes de los presupuestos, desde el de 1899 
al de 1908 inclusive. 
Quinto: regía por autorización, de conformidad con 
lo dispuesto en el art. 45 de la ley fundamental del Es-
tado, el Presupuesto de 1909, que se había liquidado 
con un déficit de 35.362.930 pesetas.. 
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Y, por último, con cargo al presupuesto vigente ha-
bían de satisfacerse 25.478.382 pesetas, para el cum-
plimiento de las tres citadas leyes votadas en 1908; los 
12.181.791 pesetas, no pagados, aunque sí comprome-
tidos en 1909; los gastos ocasionados con motivo del 
aumento del contigente de 85.000 á 115.000 hombres, y 
de la nueva organización que fué preciso dar á nuestro 
ejército en Melilla y á la policía indígena, á fin de ase-
gurar, no solo los territorios ocupados, sino también 
nuestras propias posesiones, hasta que un arreglo con 
el Majzen suministre las garantías adecuadas; y los ori-
ginados por la adquisición de material de campaña, re-
construcción del antiguo, obras de fortificación, etc. etc. 
Claro esta que así como no es procedimiento finan-
ciero de sinceridad el que, al calcular los recursos para 
hacer frente á atenciones normales, computa ingresos 
de carácter extraordinario, o se ilusiona con cálculos de 
ingresos que no responden á la realidad, no era del pro-
pio modo adecuado, arrojar el peso de los indicados 
gastos militares y de construcciones navales que as-
cendían á unos 81 millones de pesetas, sobre el presu-
puesto ordinario de 1910, con cuyo peso se rompería 
el equilibrio entre los ingresos y los gastos, y sobre-
vendría un enorme déficit que después del de 1909, 
produciría lógicamente alarma, perturbación, y en su 
consecuencia la lesión grave del crédito público, pues 
se creería que retrocedíamos en el camino iniciado 
en 1900, y que volvían aquellos desdichados tiem-
pos del déficit crónico, aquel periodo del año 50 al 
900, en que solamente se liquidaron con superábit cua-
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tro presupuestos, y todos los demás con déficit, cuyo 
promedio, durante dicho período de tiempo, fué de 79 
millones de pesetas; y en fin, que volvíamos á los tiem-
pos en que España figuraba en el cuadro de las nacio-
nes con Hacienda averiada. 
El Gobierno, para evitar esto, puesto que tiene la 
resolución firmísima de mantener á toda costa la nive-
lación del presupuesto, propuso como medio más ade-
cuado, y el Parlamento así lo acordó, la emisión hasta 
81 millones de pesetas en Obligaciones del Tesoro. 
Emisión que se realizó; si bien no se han negociado de 
los 81 millones más que 45; debiendo consignarse que 
fué la suscripción hecha con mayor rapidez desde 1902 
acá. Sólo el primer día se suscribieron 33 millones, es 
decir, casi el 90 por 100 de la cantidad que se nego-
ciaba. 
Y he de hacer constar antes de seguir mi labor ex-
positiva que alimento la esperanza, y creo no he de 
sufrir la dolorosa decepción de verla frustrada, de que 
no ha de ser necesario negociar la totalidad ni mucho 
menos de las Obligaciones emitidas, para liquidar el 
presupuesto actual sin déficit, en vista del aumento im-
portante que hay en la recaudación de este año compa-
rada con la del anterior, y que en estos momentos 
asciende á unos 27 millones de pesetas. 
Siguiendo con la emisión y negociación de los 81 
millones de pesetas en obligaciones del Tesoro estimo 
de mi deber dar cuenta al Parlamento de su resultado, 
que no pudo ser más satisfactorio, puesto que, no obs-
tante haberse hecho la negociación de 45 millones en la 
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época desfavorable en que se realizo, o sea en la se-
gunda quincena de Agosto, es lo cierto que se cubrió 
dicha suma rápidamente. En el primer día se cubrieron, 
como he dicho, 33 millones, casi el 90 por 100. 
Y he de advertir que la negociación se hizo en la 
indicada fecha deliberadamente, toda vez que yo nece-
sitaba conocer la realidad, no basarme en ficciones ni 
en nada que no estuviera de acuerdo absoluto con la 
verdad; porque yo quería pulsar el crédito público; por-
que yo necesitaba que el resultado de dicha negociación 
me orientase para la del empréstito de los 1.500 mi 
llones. 
Repito que ¡a negociación de los 45 millones de 
obligaciones no pudo ser más satisfactoria. Desde 1902 
acá, es la que se llevó á cabo con mayor rapidez. En 
efecto; la realizada en 1902, empezó en 7 de Enero y 
termino en Abril; la de 1905 comenzó en 1.° de Mayo 
y duró hasta Octubre; la de 1906 tardó veinticinco días, 
no debiendo olvidar que acababa de hacerse la emisión 
de amortizable para consolidar las obligaciones emitidas 
en 1905, y en que se presentaron suscripciones á metá-
lico por pesetas 293.404,500, y únicamente se entrega-
ron valores por pesetas 2.208.702; quedando por lo 
tanto un márgen de gran importancia para nuevas 
emisiones. La de 1908 empezó en 1.° de Mayo y 
terminó en 13 de Julio; y eso que ya se sabía que 
iban á ser consolidadas, toda vez que estaba anuncia-
do el empréstito de los 105.000.000 en amortizable al 4 
por 100. La de 1910 se cubrió en ocho días. 
Ya sabéis, por tanto, Sres. Diputados, cual era la 
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verdadera situación de nuestra Hacienda cuando el Se-
ñor Canalejas fué llamado á los consejos de la Corona, 
y hubo de hacer el presupuesto que estamos discutien-
do. En él no podía el Gobierno mantener el statu quo\ 
no érale lícito concretarse á salir del paso, al mero 
cumplimiento del requisito constitucional. ¡Ah! Sres. Di-
putados: si tal se hubiera hecho, ¿que no se diría con-
tra nosotros por los mismos que ahora combaten nues-
tra obra,, por entender que no es el momento oportuno 
de plantearla? 
El Gobierno se propuso desde el primer momento 
hacer un presupuesto verdad, absolutamente sincero, 
en que todos los servicios estuviesen bien dotados, no 
sólo por y para la eficacia de los mismos, sino también 
para poner término á la inveterada costumbre de venir 
con tanta frecuencia al Parlamento en demanda de su-
plementos de crédito; un presupuesto de reconstitución, 
en que se mantuviera Tno sólo la nivelación sino tam-
bién el superábit, circunstancias precisas para con-
solidar nuestro prestigio, y para que España sea un pue-
blo moderno que entre de lleno en la corriente del cré-
dito europeo. Para la realización de estos propósitos, 
comprenderéis Sres. Diputados, la obsoluta necesidad 
de reforzar los ingresos por medio de los proyectos de 
ley, que juntamente con el de Presupuestos he tenido el 
honor de presentar al Parlamento. 
Y aprovecho esta ocasión para negar en absoluto lo 
que por alguien se ha dicho, de que en esos proyectos 
se propone el establecimiento de la imposición, aplicada 
al conjunto del sistema fiscal; el principio de la progre-
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sion como fundamento absoluto de toda la base del ré-
gimen tributario; el principio de la progresión, en fin, 
como sistema de imposición general. No, no hay seme-
jante cosa. ¡Ni que yo fuera un vesánico! 
¿Quién ignora que la imposición progresiva gene-
ral es una utopia de que no hubo ejemplo en la legisla-
ción financiera de ningún país; que es absurdo en la 
teoría y, en la práctica imposible, económica, jurídica 
y financieramente? Baste decir que no está aceptado 
en ningún Estado moderno y es combatido por todos 
los escritores, llegando algunos como Mili á calificarlo 
de robo graduado, y Prcudhon de vano pasatiempo que 
sólo sirve para alimentar la charlatanería de los filán-
tropos y hacer que aulle la demagogia. ¿Quien no re-
cuerda, Sres. Diputados, la célebre décima scalato, 
arma terrible esgrimida por los Médicis en Florencia, 
para aniquilar á sus adversarios conduciendo á la ruina 
y sumiendo en la miseria á familias poderosas? 
En mis proyectos relativos á los impuestos de pro-
ducto, se mantiene el principio de la proporcionalidad, 
es decir, se respeta el sistema vigente desde hace dos 
generaciones, y solo en los que hacen referencia á los 
impuestos de derechos reales sobre las sucesiones y al 
de cédulas, se propone la sustitución del principio de la 
proporcionalidad por el de la progresión. 
Ya sé yo que el principio de la. progresión es sus-
ceptible de aplicaciones muy varias y de significación 
política y social muy diversa. Cierto que en determina-
das condiciones, con una acción paralela del resto de la 
política económica y con escalas suficientemente rá-
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pidas, la aplicación del principio de la progresión puede 
tener por término el socialismo colectivista y la negación 
consiguiente de nuestro régimen actual basado en la 
propiedad y en el cambio; pero también del propio 
modo es cierto, que el Gobierno no se propone, ni 
nunca se propondrá, seguir ese camino. 
Hay más, ni siquiera intenta valerse directamente 
del impuesto como medio de regular la distribución de 
la renta nacional, ni aun dentro de aquéllos moderados 
límites que son compatibles con nuestro vigente ré-
gimen de la propiedad privada. La política social del 
Gobierno se realizará directamente con las reformas 
sociales que constituyen su programa, y no mediante 
la acción del sistema fiscal. La modificación de éste, 
puede tener y tendrá seguramente consecuencias so-
ciales, pero éstas serán derivaciones que no tocan ni 
poco, ni mucho, ni nada, al régimen fundamental de la 
distribución de la riqueza. Con esto queda afirmado 
que la reforma fiscal que pretende el Gobierno, no es 
más que eso, reforma de la Hacienda, y no de la cons-
titución social interna de nuestra economía nacional. 
(Muy bien; muy bien, en la mayoría.) 
Y nada más digo ahora respecto á este punto, re-
servándome hacerlo con toda extensión en momento 
oportuno, que será cuando se discutan los dos indicados 
proyectos. 
Todos los Sres. Diputados que han intervenido 
en este debate, los Sres. Salillas, Zulueta, Garriga, y 
Espada, han hecho la afirmación de que en este pre-
supuesto hay aumento de gastos con relación al vi-
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gente. Es verdad, ¿cómo negarlo?—equivaldría á ne-
gar la evidencia—es cierto que hay aumento en los 
gastos; pero yo afirmo que en su casi totalidad son 
esos aumentos necesarios, y los restantes, útiles, con-
venientes y reproductivos. Y como á mí, Sres. Diputa-
dos, no me gusta hacer afirmaciones caprichosas y gra-
tuitas, voy en muy pocas palabras á demostrar la ver-
dad de mi aserto. 
¿Como se puede desconocer la necesidad del au-
mento de 1.333.579 pesetas que aparece en Obligacio-
nes generales, cuando es así que dicho aumento está 
determinado por la mayor emisión de Deuda interior 
al 4 por 100, en inscripciones instransferibles, por el re-
conocimiento de capitales atrasados, y en títulos para 
pago de créditos de Ultramar, y por mayor recono-
cimiento de pensiones en los Montepíos civil y militar, 
y en retirados de Guerra y Marina? ¿Es que hay alguien 
que se atreva á afirmar que este aumento de 1.333.579 
pesetas no es necesario? {E l Sr. Bergamín: Nadie ha 
dicho nada; lo que vamos á impedir es que vengan 
otros aumentos.) Está bien Sr. Bergamín; y el Ministro 
de Hacienda será el primero en evitarlo cumpliendo con 
su deber; y, desde luego, en lo referente á Clases pasi-
vas, se empleará el medio más rápido y adecuado para 
evitar en el porvenir la progresión creciente y verdade-
ramente aterradora de esas obligaciones. 
Solo cerrando los ojos á la evidencia se puede des-
conocer la necesidad del aumento que aparece en el Mi-
nisterio de Estado, de 871.575 pesetas, para los servi-
cios encaminados á afirmar y desarrollar nuestra influen-
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cia en Marruecos; para restablecer la sinceridad finan-
ciera, dotando bien servicios que notoriamente no lo es-
tán, como lo revela por modo eficaz y elocuente el he-
cho de venir pidiéndose sistemáticamente suplementos 
de crédito; y para el desarrollo de un servicio tan 
importante como lo es el consular, fomentador de nues-
tra producción, industria y comercio, y amparo y defensa 
de nuestros nacionales. Dígalo si no Alemania, que, 
ciertamente, no avanza por el mundo con sus escuadras 
y con sus ejércitos, y sí con sus agentes consulares. 
(May bien, muy bien en la mayoría.) 
En Gracia y Justicia el aumento es de 2.924.130 pe-
setas, de las cuales 2.850.000 es á lo que asciende 
el crédito para satisfacer los haberes del personal de 
prisiones, destinado á preventivas y correccionales, que 
hoy se satisfacen por las Diputaciones y Ayuntamientos 
y que en lo sucesivo han de pagarse por el Esta-
do. ¿Puede nadie negar que este aumento es necesario 
no solo porque se trata del cumplimiento del art. 11 de 
la ley de Presupuestos de 1909, sino también porque no 
es posible tolerar que por más tiempo suceda lo que en 
la actualidad ocurre, esto es que á muchos de di-
chos funcionarios se les adeuda por Ayuntamientos y Di-
putaciones hasta un año de haberes, viéndose obligado 
alguno de ellos á solicitar del juez de primera instancia 
del distrito en que presta servicio, autorización para 
trasladarse á la capital de la provincia á fin de empeñar 
lo poco que le quedaba para comer, para no morirse de 
hambre? El resto del aumento hasta los 2.924.130 pese-
tas es para el mejoramiento de algunos servicios y para 
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el aumento de créditos notoriamente insuficientes^ como 
el destinado á indemnizaciones á testigos, peritos y ju-
rados^ y á gastos de viaje del personal de la Magistra-
tura. {E l señor Marqués de Figaeroa: Artículo 11 de la 
ley de 1909.) 
¡Ya lo he dicho, Sr. Marqués de Figueroa! { E l 
señor Marqués de Figueroa: Pero S. S. lo de-
fiende como si nosotros lo hubiéramos discutido.) No, 
señor Marqués de Figueroa; lo que hago es demostrar 
que la casi totalidad del aumento que figura en Gracia 
y Justicia es necesario, y que lo que excede del crédito 
para el pago del personal de Prisiones es una pequeña 
cantidad. {Aprobación en la mayoría .—El Sr. Sali-
nas: En el voto particular no se habla de eso como au-
mento) ¡Sr. Salillas, si no estoy contestando solo al 
voto particular de S. S. y sí á todos los señores 
que han intervenido en el debate! Ya sé que en ese 
voto particular de S. S. no se hace objeción alguna al 
crédito de los 2.850.000 pesetas para el pago de 
las obligaciones del personal de Prisiones; pero como 
los demás Sres. Diputados han hablado en bloque de los 
aumentos, es necesario que sepa el país cuáles y para 
qué son esos aumentos. Al Gobierno se le acusa de des-
pilfarrar, y el Gobierno tiene que defenderse^ de-
mostrando^ como lo estoy haciendo, que no tiene ese 
cargo fundamento alguno. 
Y paso ahora á examinar los aumentos en el Minis-
terio de la Guerra. { E l Sr. Azcárate pronuncia pala-
bras^  que no se perciben.) ¿Como? { E l Sr. Salvatella: 
Decía el Sr. Azcárate que ahí viene lo gordo). ¿Como 
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se puede suscitar controversia de linaje alguno, acerca 
de la necesidad del aumento en el presupuesto de Gue-
rra, de los 20.711.123 pesetas, cuando este aumento 
está determinado: primero, por la elevación del contin-
gente de 85.000 á 115.000 hombres, á fin de que exis-
tan las debidas unidades administrativas, tácticas, logís-
ticas y extratégicas, y estén todas ellas suficientemente 
nutridas para que resulte provechosa y eficaz la instruc-
ción militar; y segundo, por la nueva organización 
que fué preciso dar al ejército de Melilla y á la policía 
indígena, para asegurar no solo los terrenos ocupados, 
sino nuestras propias posesiones hasta tanto que el 
Majzen proporcione las garantías adecuadas. 
En cuanto al aumento en el Ministerio de Marina de 
2.199.998 pesetas, baste decir, en justificación de su 
necesidad, que ese aumento es para dotar servicios que 
notoriamente están indotados, como son los de mu-
niciones, carenas y reparaciones, y vestuario de. la 
marinería; para tener en tercera situación durante el 
año próximo los buques grandes, á fin de que pueda 
navegar el personal de la armada y adquiera la su-
ficiente práctica del mar, necesaria para el manejo 
de los nuevos acorazados que se están construyendo; 
para tener en tercera situación los nuevos cañone-
ros Recalde y L a y a , y para el destacamento de 
Mar Chica. 
El aumento en el presupuesto de Gobernación 
de 5.961.616 pesetas, está motivado por la mejora 
de 0,25 en el haber de la Guardia civil^ para aliviar su 
situación económica; por el aumento de créditos para la 
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mayor eficacia y ampliación de los servicios de Sa-
nidad, Institutos de Reformas sociales y de previ-
sión; de conducciones terrestres y marítimas; de la 
oficina internacional de Berna; por la creación de un 
tercio de la Guardia civil para Barcelona, y de un 
escuadrón del mismo Instituto para la Coruña; y 
aumento de policía en Madrid, Barcelona y otras 
importantes poblaciones, á fin de mantener el orden pú-
blico, que ahora con tanta frecuencia se intenta pertur-
bar gravemente. 
¿Hay nadie que, no estando influido por la pa-
sión, ponga ni siquiera en tela de juicio la necesi-
dad del indicado aumento de gastos en el presupuesto 
de Gobernación? 
Cuatro millones treinta y cinco mil treinta y seis pe-
setas es el aumento en Instrucción pública; y se com-
prende desde luego su necesidad con solo fijarse 
en que está determinado por la creación de escuelas de 
instrucción primaria; por convertir las hoy vacantes en 
graduadas; por aumento de haberes de los maes-
tros; por el mejoramiento del servicio de inspección en 
la primera enseñanza; por el crédito para alumnos 
y profesores pensionados en el extranjero; por material 
pedagógico, científico y de Bellas artes; por ampliación 
de estudios, y por la mejora, en fin, de otros im-
portantes servicios, como Colegio de Sordo-mudos, As-
tronómico, Catastro y Metrología. ¡Que es necesario el 
indicado aumento en el Presupuesto de Instrucción 
pública! ¿Quién lo puede negar? ¿Hay alguien que en-
tienda que no deben aumentarse y mejorarse las escue-
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las, cuando es así que tenemos poco más de 25.000, y 
en su mayor parte sin luz, sin ventilación, sin ma-
terial pedagógico ni menaje escolar? ¿Puede poner-
se en tela de juicio que los haberes que disfrutan 
los maestros de primera enseñanza, no obstante haber-
se aumentado en 1903, siendo Ministro el Sr. Bugallal, 
más que á retribución, tienen sabor á limosna? Pue-
de nadie negar la necesidad de material científico para 
los Institutos y Universidades que carecen de él? ¿Hay 
quien niegue la importancia del servicio de la Inspec-
ción de la primera enseñanza, así como la de todos los 
demás de que se deja hecho mérito? 
El aumento en el Ministerio de Fomento es de 
6.676.688 pesetas; y se comprenderá fácilmente la ne-
cesidad de él, con sólo decir que 4.360.000 pese-
tas, es el importe del crédito que hay que llevar al 
presupuesto á los efectos de ley de Comunicaciones 
marítimas; y que el resto hasta los 6.676.688 pesetas es 
para la creación de varios servicios y el mejoramiento 
de otros, todo lo cual es útil, conveniente y repro-
ductivo. 
Se crea la Dirección de Comercio, Industria y Tra-
bajo; la Inspección de Bancos y Sociedades anónimas; 
Bolsas del Trabajo; Oficinas de colocación para los 
obreros; Cajas de Seguro popular; desarrollo de las de 
pensiones para obreros; institución del seguro contra el 
paro involuntario; se aumenta el personal de ingenieros 
agrónomos y de ayudantes para dotar los servicios de 
las Granjas regionales; de las Estaciones de ensayo de 
semillas; de las Etnológicas; de la Sericícola de Mur-
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cia; de las de estudio de aplicación del riego; ser-
vicio agronómico de Marruecos, y Granja-escuela ex-
perimental de Nador, y se aumentan también las sub-
venciones y premios para Exposiciones, Concursos 
y Certámenes agrícolas y de ganadería, minería y 
montes, y policía minera en el servicio de inspección de 
los distritos. 
¿Cabe después de esto decir que en el presupuesto 
de Fomento se aumentan de un modo considerable gas-
tos innecesarios? Yo estoy seguro que trás el aná-
lisis que acabo de hacer, que será mucho más detenido 
cuando se discutan cada uno de los Departamentos mi-
nisteriales, habrá adquirido el Congreso el conven-
cimiento de que en el presupuesto de Fomento no hay 
esos aumentos tan considerables y tan inútiles de que 
aquí se ha hablado en las tardes anteriores. 
En el Ministerio de Hacienda y gastos de las Con-
tribuciones y rentas públicas, el exceso con relación 
al presupuesto vigente es de 5.862.942 pesetas, de-
terminado por el aumento de 0,25 en el haber de 
los carabineros y por el mejoramiento de otros ser-
vicios de este Cuerpo que tantos y tan buenos vie-
ne prestando en la represión del contrabando; por el 
aumento del crédito para dar un mayor impulso y des-
arrollo á los trabajos del avance catastral y registro fis-
cal, verificándose simultáneamente los trabajos rústicos 
y urbanos, para que unos y otros terminen cuanto antes, 
pues así interesa al Tesoro y á los contribuyentes, toda 
vez que se ensanchará la base de la tributación y se re-
bajará el tipo de gravamen, que será en la propiedad 
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rústica del 14 por 100 en vez del 15,50 y 19 y pico, 
que se viene hoy pagando; y en la urbana del 17,50 en 
vez del 21.50; por el aumento de crédito para los gas-
tos necesarios para la formación de los padrones de cé-
dulas en las capitales de provincia y poblaciones mayo-
res de 30.000 almas, puesto que con arreglo á uno de 
los proyectos que hay presentados, ese servicio que 
hoy tienen los Ayuntamientos de dichas capitales y po-
blaciones vuelve á pasar al Estado; para la inspección 
técnica de los impuestos mineros y creación de labora-
torios en que se haga el examen de minerales con ob-
jeto de comprobar la ley de los mismos y proceder á su 
valoración; por mejora del crédito destinado á la ex-
plotación de la mina de Arrayanes, si es que el Es-
tado ha de obtener de ella algún resultado; por el 
aumento de 20 profesores mercantiles, á los efectos 
de la contribución de utilidades, á fin de que no con-
tinúe sucediendo lo que actualmente ocurre, esto es, 
que en muchas provincias, por falta de personal idóneo, 
ni siquiera se leen los balances de las Sociedades, dan-
do por resultado que haya más de 170 sustraídas á 
dicho impuesto por no resultar utilidades de sus balan-
ces; por el aumento de crédito para el servicio de visi-
tas de inspección, ya que no debe olvidarse que los 
servicios de inspección é investigación bien organi-
zados son la base de una buena y honrada admi-
nistración; por el gasto derivado del servicio de re-
novación de los títulos de la 'deuda al 4 por 100 inte-
rior, y de la confección de hojas de cupones para apli-
car á los títulos de la deuda amortizable al 5 por 100; 
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por el mejoramiento de varios servicios de los distintos 
Centros del Ministerio, y, en fin, por la creación de la 
Dirección de Propiedades é Impuestos y de las Ad-
ministraciones provinciales del mismo nombre. 
La creación de dicha Dirección no obedece al propó-
sito de poder disponer de un destino más para los ami-
gos. ¡No! Responde: 1.°, á que sobre la actual Di-
rección de Contribuciones pesa un trabajo excesivo, 
toda vez que á su cargo tiene propiedades, contri-
bución territorial, industrial, de utilidades, impuestos de 
cédulas personales, mineros y de transportes terrestres, 
avance catastral, registro fiscal y estadística del tributo. 
Desde 1903 á 1909, ¿sabéis, Sres. Diputados, cuántos 
expedientes tramitó y despachó la Dirección de Contri-
buciones? ¡Más de 100 000! Solamente en 1909 despa-
chó 15.000, resultando de ello un promedio de 48 á 49 
diarios; y' ese estado de cosas no puede continuar sin 
evidente detrimento del buen servicio; y 2.°, á que 
es necesario desarrollar los impuestos indirectos en 
atención á que éstos son y se consideran más importan-
tes que los directos, al punto de que su productividad, 
superior á la de los directos, constituye la nota saliente de 
los modernos sistemas tributarios, y por eso todas las 
las naciones modernas desarrollan los impuestos in-
directos, constituyendo éstos el principal apoyo de las 
grandes Haciendas. 
España es, entre las naciones europeas que nos son 
comparables, la que tiene una mayor proporción de con-
tribuciones directas en el conjunto del sistema impo-
sitivo del Estado. 
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Ahora bien, Sres. Diputados; después de todo 
cuanto acabo de exponer, ¿no es verdad que se des-
prende como consecuencia lógica lo infundado de la 
afirmación que aquí se ha hecho en las tardes ante-
riores de que hay aumentos innecesarios en el presu-
puesto de que se trata? 
Esto no obsta para que, si cuando llegue el momento 
oportuno, que lo será al discutir las obligaciones de los 
distintos Departamentos ministeriales, se demostrase lo 
superfino ó innecesario de algún gasto, el Gobierno 
y la Comisión se apresuren á suprimirlo ó á reducirlo. 
Y voy ahora, toda vez que forma parte integrante 
de la obra económica y financiera del Gobierno el pro-
yecto de empréstito, á ocuparme de él, procurando 
satisfacer los deseos expresados ayer tarde por el se-
ñor Zulueta, y, al propio tiempo, pagar la deuda que 
tengo contraída con el Sr. Salvatella. 
Forma parte del programa del Gobierno la reconsti-
tución de la Nación para que tenga el rango que le co-
rresponde, y ocupe en Europa el lugar á que tiene dere-
cho. A realizarlo se encamina el proyecto de em-
préstito. 
Los Sres. Zulueta y Salvatella, en uso de su per-
fectísimo derecho, desean saber en qué, como^ cuándo 
y con qué garantías se ha de invertir esa suma de mi-
llones. 
¡Pero, Sres. Zulueta y Salvatella, si eso está con-
signado de un modo expreso y categórico en el pro-
yecto mismo! 
En él se dice que los 1.500 millones no podrán 
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invertirse más que en retirar las obligaciones reciente-
mente emitidas; en el desarrollo de nuestro poder, cul-
tura y riqueza; en el mejoramiento de los servicios de 
comunicaciones postales, telegráficas y telefónicas, y 
en la reforma y construcción de establecimientos pe-
nales. 
Se asigna á cada Departamento ministerial la suma 
que le corresponde en la siguiente forma: 340 millones 
para el Ministerio de la Guerra; 179 millones para el de 
Marina; 100 millones para el de Instrucción pública; 
740 millones para el de Fomento; 40 millones para el de 
la Gobernación, y 22 millones para el de Gracia y Jus-
ticia, é inmediatamente se determinan los conceptos de-
tallados en que esas cantidades se han de invertir. 
Por lo visto, lo que deseaban SS. SS. es que á ese 
proyecto de empréstito se acompañara ya y se discu-
tiera, el plan total de las obras á realizar y de los servi-
cios á ejecutar durante los diez años á que el proyecto 
se refiere. Esto no es factible. No es posible que se 
discuta en el proyecto de empréstito lo que necesaria-
mente ha de ser materia de otros varios. ¡Qué más qui-
sieran los enemigos del empréstito! Con ese procedi-
miento no se llegaría en muchos años á la aprobación 
del proyecto. 
Si SS. SS. hubiesen fijado su atención en el ar-
tículo 3.° del mismo, estoy bien seguro que las dudas, 
recelos, desconfianzas é incertidumbres que al parecer 
asaltan sus espíritus, se habrían desvanecido en ab-
soluto y por completo, toda vez que en dicho ar-
tículo se dice, de modo que no deja lugar á duda, 
5 • 
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que el Ministro de Hacienda presentará á las Cortes 
anualmente, al mismo tiempo que el proyecto de ley de 
Presupuestos generales del Estado, otro especial, de-
terminando la cantidad anual que se asigna á cada De-
partamento ministerial dentro de la cifra respectiva del 
número 2.° del art. 2.° de esta ley; que dichas cantida-
des aparecerán distribuidas por obras y servicios, y que 
se acompañara al proyecto el plan de obras aprobado 
por el Consejo de Ministros á que dichos créditos res-
ponden, con especificación del presupuesto particular de 
cada obra y de cada servicio comprendidos en el mismo 
plan, que será examinado, aprobado o modificado por el 
Parlamento. 
Y cuando ese proyecto especial, y el plan de obras 
se presenten, será la ocasión adecuada de pedir todas 
las especificaciones, todos los detalles, todas las concre-
ciones que se juzguen necesarias ó se estimen conve-
nientes. 
En cuanto á garantías, el Gobierno, en su deliberado 
proposito de que el país tenga todas las que pre-
cise para adquirir la seguridad de que el sacrificio que 
va á hacer no resultará estéril, cree preciso establecer 
en los artículos 4.°, 5.°, 6.° y 10.°: I.0, que no se impu-
tarán á los 1.500 millones, haberes, gratificaciones, re-
muneraciones, dietas, comisiones ni ninguna otra re-
compensa al personal de planta de los Departamentos 
ministeriales; 2.° que no se podrá negociar más deuda 
que la indispensable para obtener anualmente 150 millo-
nes de pesetas efectivas; 3.°, que no podrá no ya inver-
tirse, sino ni hacerse ninguna negociación de deuda, 
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sin que. previamente el Poder legislativo apruebe las 
obligaciones á que dicho producto se ha de dedicar; 
y 4.°, que el Gobierno dará anualmente cuenta á las 
Cortes del resultado de la negociación, y que presen-
tará una Memoria explicativa por Departamentos minis-
teriales de las obras y servicios en su punto de vista ad-
ministrativo y técnico, consignando las obras realizadas 
y servicios ejecutados y pagados, con expresión de las 
sumas invertidas; de las obras y servicios realizados y 
no satisfechos, y de los que estén en curso de eje-
cución. 
¿Pero es que todas esas garantías no parecen bas-
tantes? Pues conste, y así lo ha declarado ya el señor 
Presidente del Consejo de Ministros, que el Gobierno 
está resuelto y decidido á aceptar todas cuantas se juz-
guen necesarias ó se crean convenientes, siempre 
y cuando que dichas garantías sean factibles y prácticas 
Y no vengan á imposibilitar la realización del emprésti-
to, porque en ese caso no serían garantías, sino obs-
táculos. 
El Sr. Espada ha pedido que se reincorporen al pre-
supuesto ordinario los créditos que de él se desglosaron 
para llevarlos al extraordinario. Declaro sinceramente, 
Sres. Diputados, que no me explico este nuevo criterio 
del partido conservador. Y digo nuevo, porque lo que 
ahora se ha hecho en el presupuesto que se discute, es 
exactamente lo mismo que realizó el partido conserva-
dor en el presentado por él para 1910, y que no se dis-
cutió. En dicho presupuesto se desglosaron los créditos 
para la construcción de la escuadra, y todos los gastos 
de primer establecimiento, y todo lo relativo á obras 
nuevas, para llevarlo al presupuesto extraordinario. ¿Y 
qué se hace en el actual? Pues exactamente lo mismo. 
¿Cabe mayor disparidad de criterio entre lo que enton-
ces hizo el partido conservador y lo que ahora sostiene? 
Los gastos de construcciones navales, Sr. Espada, 
fueron siempre de carácter extraordinario; dígalo si no 
lo ocurrido en los años 88 y 96, en que, votados presu-
puestos extraordinarios para construcciones navales y 
reforma de arsenales, se dotaron con recursos también 
de carácter extraordinario: en 1888 con el anticipo que 
la Compañía Arrendataria de Tabacos tenía que hacer 
al Estado; así como en 1896 igualmente se asignaron re-
cursos extraordinarios. En cuanto á los créditos desglo-
sados de Fomento, se refieren á gastos de primer esta-
blecimiento y que, por lo tanto, deben también pasar 
al presupuesto extraordinario. 
Como el Gobierno estima que el proyecto de em-
préstito está íntimamente unido al presupuesto ordina-
rio; como el Gobierno entiende que el presupuesto 
ordinario sin el extraordinario no tendría eficacia en el 
sentido que S. S. ha indicado esta tarde, el Gobierno 
sostiene que el proyecto de empréstito ha de salir jun-
tamente con el presupuesto ordinario. 
Pero, en fin, seamos previsores, porque muchas ve-
ces hay circunstancias que superan á la voluntad de los 
hombres. Supongamos que el presupuesto extraordina-
rio no pudiera aprobarse antes del 31 de Diciembre; 
¡ah!, en ese caso es evidente, Sr. Espada, que habría 
que reincorporar á cada uno de los Departamentos mi-
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nisteriales los créditos que de ellos se hayan des-
glosado y que ascienden, no á 54 millones como ha di-
cho S. S., sino á cerca de 70. 
No se diga, pues, que he calculado un superávit 
enorme, y que para llegar á él se exigen sin necesidad 
sacrificios grandes al contribuyente. No; ya lo acabáis 
de ver. Si hay que reincorporar al presupuesto que se 
discute los 70 millones, el superávit queda reducido á 
unos 15. Esto no lo olvide S. S., ni los demás Sres. Di-
putados, para cuando llegue el momento oportuno de 
discutir los proyectos complementarios; porque si enton-
ces se hacen concesiones de alguna importancia, es de 
irrefragable evidencia que en vez de superávit tendre-
mos déficit, é importante, dejando á la consideración de 
la Cámara las consecuencias funestas y fatales que esto 
puede determinar para el crédito del país. {Muy bien, 
muy bien, en la mayoría.) 
Y voy á terminar. Decía el Sr. Espada que contra 
toda la obra económica del Gobierno hay protestas 
y reclamaciones de los productores, de los propietarios, 
de la banca, del comercio, etc., etc. ¡Ya lo sé! Es cosa 
fácil formular protestas y deducir reclamaciones, pero 
no lo es tanto demostrar la justicia y la razón que pre-
sida á las unas y sirva de fundamento á las otras. Claro 
es que si cuando llegue el momento oportuno, si cuan-
do se discutan los proyectos especiales se patentiza que 
esas reclamaciones y protestas tienen razón de ser, me 
apresuraré á rectificar, toda vez que no tengo hecho 
pacto con el error; pero si, por el contrario, resulta que 
esas reclamaciones se inspiran en el egoísmo, y esas 
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protestas se fundan en concupiscencias, entonces no 
rectificaré nada, ni un punto, ni una coma. 
i Qué hay muchas protestas y reclamaciones contra 
mi obra! Recordad, Sres. Diputados, que fueron muchí-
simas las que se levantaron contra la obra del Sr. Fer-
nández Villaverde en 1900, y que en aquella campaña 
se llegó á la injuria y se bordeó la calumnia. En esta de 
ahora se llegará seguramente á lo mismo, lo espero, 
pero no me arredra. No olvidéis que entonces, por 
la energía de aquel Gobierno, se pudo afianzar nuestra 
solvencia reconstituir nuestra Hacienda, restablecer 
nuestro crédito. ¿Qué hubiera sido de la Patria si aquel 
Gobierno no hubiera procedido con la energía que 
lo hizo?, ¿Qué suerte le hubiera esperado al país, qué 
hubiera sido de España si aquel Gobierno, amilanado y 
cohibido ante tantas reclamaciones y protestas, hubiera 
en ellas inspirado sus resoluciones? 
¡ Que juzgue la Cámara, que juzgue el país, y que 
no olviden las provechosas enseñanzas del pasado! 
{Aplausos en la mayoría.) 
DISCURSO 
del día 17 de Octubre de 1910. 

DISCURSO 
ptfommeiado en el Congreso pot« el 
Cxcmo. 5r . ITíinistro de Hacienda 
el día 17 de Octubre de 1910. 
Resumiendo el debate 
de totalidad sobre el dictamen referente á 
«Obligaciones generales del Estado* 
—--«HB 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): En primer 
lugar, Sr. Azcárate, yo no comprendo 6 no me explico 
á qué pueden obedecer las primeras palabras que 
S. S. ha tenido la bondad de pronunciar, acusándome 
de mal humor y de nerviosidad. Ruego á S. S. me 
perdone por ello, como se lo ruego á todos los Señores 
Diputados, pues yo no me he dado cuenta de tal exci-
tación; será tal vez una condición aneja á mi carácter, 
que procuraré modificar. { E l Sr. Acárate: Aneja al car-
go, si acaso.) No; á mi persona, no al cargo. 
También me apena que persona de tanta autoridad, 
de tan claro entendimiento, de,tan gran cultura, haya 
dado á entender, con la delicadeza que le distingue. 
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claro está, que le parecían mal todos mis proyectos. 
Yo sin embargo, ruego á los Sres. Diputados que 
tengan la bondad de suspender su juicio hasta que esos 
proyectos tengan estado parlamentario; cuando los dic-
támenes que la Comisión sobre ellos emita vengan 
aquí, será el momento oportuno, la ocasión adecuada 
para que los discutamos, y para que se vea si tienen 
algo bueno, ó si todo en ellos es malo. 
Lo único que yo puedo decir es que he puesto toda 
mi voluntad, todo mi deseo, todas mis fuerzas al ser-
vicio del propósito de acertar; tal vez no lo haya con-
seguido, y en ese caso lo que deseo es que en la discu-
sión de los proyectos se me ponga bien de manifiesto, 
á fin de reparar los errores si los hay. 
El Sr. Azcárate está conforme con que en alguno 
de mis proyectos se establezca el impuesto que 
S. S. llama progresional, y que yo técnicamente llamo 
progresivo. 
Lo de progresional, Sr. Azcárate, es una denomi-
nación lanzada por el economista francés José Garnier, 
y que tuvo algunos adeptos en España, pero no en Ale-
mania, que es la patria de los impuestos personales 
progresivos, y donde están los fundadores y represen-
tantes de la ciencia moderna de la Hacienda. 
Impuesto progresional, según Garnier, era sinónimo 
de impuesto de escala lenta, de escala limitada. Pero 
hoy es otro su significado, porque no hay que olvidar 
que desde 1857 acá, han transcurrido muchos años, y 
han sido también muchas las evoluciones operadas. Hoy 
se llama impuesto progresional á aquél cuyos tipos de 
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gravamen se desarrollan formando una progresión arit-
mética^ geométrica ó armónica. 
Pero hay más Sr. Azcárate; si progresional ha de 
significar algo en oposición á progresivo, será la acen-
tuación del carácter de progresión de los tipos de la 
imposición, que es precisamente lo contrario de lo que 
se quiso significar por Garnier, ó sea la limitación de 
la escala, la cesación de la progresión, la línea hori-
zontal para la construcción de la escala. 
Y dicho esto, voy con toda claridad, sin ambages 
ni rodeos, á exponer al parlamento cuáles son los pro-
pósitos del Gobierno respecto á los servicios á que se 
refieren las secciones 3.a, 4.a y 5.a de las Obligaciones 
generales, ó sean los de la «Deuda pública», «Cargas 
de justicia» y «Obligaciones de clases pasivas». 
No hay más que leer las últimas Memorias de la 
Comisión inspectora de las Cortes para comprender 
que los intereses del Estado, así como los de los par-
ticulares, demandan de consuno reformas en los servi-
cios de la Deuda pública. 
Declaro con la franqueza que me carácteriza, con la 
ingenuidad que me distingue, que bien hubiera querido 
yo presentar una reforma completa que abarcara el 
conjunto de los servicios y permitiera en un periodo 
breve la liquidación de todo lo pasado^ dejando limita-
da la ordenación de este ramo de la Administración pú-
blica, á las disposiciones necesarias para el pago de la 
deuda emitida; pero ya que esto por el momento no 
sea posible, he dirigido desde luego mis iniciativas ha-
cia aquella reforma reclamada unánimemente por la 
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opinión, con la cual se podrán conseguir en el más 
breve plazo beneficios no despreciables. 
Como sabe el Congreso los servicios de la deuda 
se dividen en dos grandes grupos; deuda sin emitir, y 
deuda emitida. 
En el primer grupo, o sea deudas antiguas, están 
comprendidos todos los créditos anteriores á 31 de Di-
ciembre de 1849, y que con arreglo á la ley de 1.° de 
Agosto del mismo año deben satisfacerse con deuda 
pública. 
No hay más que leer la relación de dichos créditos, 
algunos de fecha muy remota, para comprender la ne-
cesidad de liquidar el pasado, pues otra cosa es contra-
ría á una buena y seria administración. 
En cuanto al segundo grupo, baste decir que existen 
más de cien signos de deuda emitida, y que si bien es 
cierto que de esos solamente están hoy en circulación 
los de la interior al 4 por 100, exterior estampillada, 
amortizable al 5 por 100 y 4 por 100, exterior al 3 por 
100 consolidada y diferida, y retirados de la circulación 
los restantes, también lo es que muchos de éstos, y por 
cantidad de más de 512 millones de pesetas, están pen-
dientes de reembolso ó de conversión, por lo que no 
puede desconocerse que se causa una gran perturba-
ción en las operaciones de cuenta y razón de la Deuda, 
y se presenta al Estado como deudor de importantes 
cantidades, que en su mayor parte procederán de créditos 
ignorados por los acreedores, o cuyos signos hayan sido 
destruidos por accidentes de incendio, de mar ú otros. 
A poner término á este estado de cosas se dirigen 
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algunos de los proyectos de ley que he tenido el honor 
de leer la otra tarde á la Cámara. 
En el de Administración y Contabilidad, hay un ca-
pítulo en que se establece la prescripción y caducidad 
de los créditos, así como también la prescripción de la 
deuda pública, por el término de treinta años su capital, 
y de cinco sus intereses. Otra cosa sería hacer al Esta-
do en cuyo favor siempre se han establecido privile-
gios, de peor condición que los particulares. 
El art. 1936 del Código civil declara susceptibles de 
prescripción, todas las cosas que están en el comercio 
de los hombres. ¿Quién puede dudar, señores Diputa-
dos, que los Títulos de la Deuda pública son cosas que 
en el comercio de los hombres se hallan? 
El art. 1.936 de dicho cuerpo legal, establece la 
prescripción á los cinco años, de las acciones para exi-
jir el cumplimiento de cualquier pago que deba hacerse 
periódicamente. 
Y, por último, el art. 1.620 declara prescriptible 
tanto el capital como las pensiones de los censos; y es 
evidente que la naturaleza jurídica del contrato de deu-
da es la misma que la del censo perpetuo. Nadie segu-
ramente se atreverá á poner en tela de juicio, que. la 
deuda del Estado es un verdadero censo consignativo. 
Por otra parte, ninguna de las leyes de creación de 
las deudas establecen su imprescriptibilidad. Y no se diga 
que en el decreto de 8 de Marzo de 1824 que creo el 
gran libro de la Deuda pública, al consignar expresamente 
que los créditos inscriptos en él quedaban reconocidos 
como deuda consolidada é inviolable, privilegio que 
— 78 — 
ratificó el reglamento de 23 del mismo mes y año, aun-
que empleando el vocablo «invulnerable», y que se re-
pite en la ley de arreglo y unificación de las deudas de 
1851, en que se prohibe su secuestro, se quiso esta-
blecer que la deuda era imprescriptible. No; al decla-
rarla inviolable, invulnerable y que no podía ser secues-
trada, dichas disposiciones, asi como al decir la Consti-
tución en su art. 85 que la Deuda pública está bajo la 
salvaguardia especial de la Nación, no se ha significado 
otra cosa que la seguridad de su derecho para el tenedor 
de la deuda, cualquiera que fuesen las vicisitudes poi-
que atravesara el Estado. 
También presento otro proyecto sobre reforma de 
los servicios de la deuda, en el que se propone: 
1.° La caducidad de los recibos provisionales de 
175 millones de pesetas, autorizados por la ley de 25 
de Agosto de 1874, y las facturas-resguardos represen-
tativas de los mismos, cuyo pago no se reclame dentro 
del plazo de tres meses, toda vez que no se explica 
que existan todavía después del tiempo transcurrido 
recibos de dicho empréstito pendientes de. conversión. 
2.° Que se retire de la circulación la deuda al 3 por 
100 exterior consolidada y diferida, no abonándose sus 
intereses hasta que se realice, su conversión con arre-
glo á la ley de 29 de Mayo de 1882, entregándose en-
tonces los títulos de la deuda correspondiente, con los 
cupones atrasados que no hubiesen incurrido en pres-
cripción; y que dicha conversión se haga en títulos de 
la deuda al 4 por 100 exterior estampillada, en la pro-
porción que hoy se halla establecida, si los tenedores de 
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la del 3 por 100 fuesen extranjeros y solicitasen la con-
versión en el plazo de un año; y pasado éste, ó si los 
tenedores fuesen españoles, en Deuda perpetua del 4 
por 100 interior con el aumento y bonificación estable-
cidos; con lo cual quedará regularizada la existencia de 
la referida deuda del 3 por 100 exterior, é igualados los 
derechos de todos los españoles que tengan títulos de 
la Deuda pública, cumpliéndose así la Real orden de 
1906, dictada de conformidad con lo propuesto por el 
Consejo de Estado. 
3. ° Que á los remanentes de los cuatro últimos em-
préstitos de las tres emisiones de deuda amortizable 
del 5 por 100, y de la única de igual clase del 4 por 100, 
se les dé aplicación definitiva ingresando en el Tesoro, 
con cargo al concepto de recursos eventuales del mis-
mo, realizándose los valores vencidos y negociándose 
los que resulten corrientes, con lo cual se ultimarán las 
respectivas operaciones. 
4. ° Que se supriman las rentas interinas ó provisio-
nales que autorizó la Real orden de 17 de Septiembre 
de 1857 para las Corporaciones y personas que estaban 
privadas de los recursos dimanados de sus bienes, 
objeto de la desamortización, mientras ésta se realizaba 
Y tenía lugar la indemnización definitiva; puesto que 
no tiene razón de ser actualmente dicho sistema provi-
sional; y 
5. ° Que la deuda perpetua exterior estampillada se 
extinga en el plazo de cincuenta años, mediante sorteos 
trimestrales y á la par, constituyéndose á dicho fin en 
el presupuesto la correspondiente anualidad, que será 
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de 6.512.332 pesetas oro, necesaria para el completo 
reembolso de dicha deuda en el plazo marcado. 
Declaro, Sres. Diputados, que siento en el alma mo-
lestar tanto vuestra atención {muchos Sres. Diputa-
dos: No, no), pero ya comprenderéis que á ello me 
obliga la importancia de la materia discutida. 
Yo entiendo que toda Nación que tiene deuda exte-
rior carece de independencia económica; aparte de que 
el régimen de privilegio, de que disfruta la deuda al 4 
por 100 exterior estampillada es gravoso al Erario pú-
blico, en el doble concepto de no contribuir por el im-
puesto de utilidades como las demás deudas del Estado, 
y en el de exigir una exportación anual de oro de más 
de 41 millones de pesetas, que influye considerable-
mente en la elevación del cambio. 
Sentado esto, cabe preguntar: ¿por qué medio, con 
qué procedimiento se puede llegar á la extinción de 
nuestra Deuda al 4 por 100 exterior estampillada? La 
repatriación sería el desidératum; pero, ¿está en con-
diciones el mercado nacional de absorber un empréstito 
de 1.200 millones, que próximamente serían necesarios 
para cancelar por reembolso aquella Deuda, á más de 
el de los 1.500 millones que se propone para el desa-
rrollo de nuestro poder, cultura y riqueza? Por otra par-
te, no se puede pensar en las actuales circunstancias, 
en la conversión de dicha Deuda exterior. Sería pre-
tender lo imposible, querer lo absurdo, soñar despierto. 
No queda, pues, más que un medio, que es el que 
el Gobierno propone, y que ya consignó en un proyec-
to de ley mi amigo el Sr. Besada: la amortización tr i-
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mestral por sorteo y á la par durante cincuenta años, 
dedicando á ello 6.512.332 pesetas oro. 
El Sr. Garriga hablaba de la conversión de la deu-
da amortizable al 5 por 100. Yo me permití interrumpir 
á S. S., y le ruego me perdone, diciéndole que con las 
conversiones sucede lo propio que con los contratos de 
comercio; que se hacen, no cuando se quiere, sino 
cuando se puede. 
Es principio inconcuso en materia financiera, que 
cuando una Deuda se cotiza sobre la par debe desapa-
recer, porque significa que se paga un interés superior 
al que se ofrece por el dinero en el mercado. Y yo pre-
gunto á S. S.: ¿cree que dada la cotización de ese 
signo de Deuda, de 1 por 100 sobre la par, cabe pensar 
siquiera convertirlo en el del 4 por 100 amortizable o 
interior, teniendo en cuenta la cotización de ambos? 
En otros de los proyectos de ley que también he 
presentado se regula el complejo servicio de la Caja 
general de Depósitos. Claro que yo, como Abogado, 
no podía incurrir en la herejía jurídica de llevar á los 
depósitos de la Caja el principio de la prescripción, por 
que es bien sabido que el depositario está siempre po-
seyendo en nombre del depositante; pero había otro 
camino, que es el que yo propongo en el proyecto: todo 
depósito voluntario o necesario se declarará abandona-
do, y por lo tanto, de la propiedad del Estado, si trans-
curren treinta años, sin que se reclame el pago de in-
tereses. 
Se establecen reglas sobre renovación de resguar-
dos y expedición de los duplicados, se condicionan los 
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endosos—fuente de grandes abusos—estableciendo que 
no tendrán fuerza legal si de ellos no se toma razón en 
el registro que al efecto se abrirá en la Caja de Depó-
sitos, y se determinan responsabilidades para los fun-
cionarios á fin de impedir abusos perjudiciales para la 
Hacienda. 
En ese mismo proyecto se propone también que los 
depósitos procedentes de la tercera parte del 80 por 
100 de Propios, se conviertan forzosamente en inscrip-
ciones nominativas de Deuda perpetua del 4 por 100, 
por un valor enteramente igual al importe del respecti-
vo depósito, canjeando el resguardo por la inscripción 
correspondiente, y remitiéndola inmediatamente la Di-
rección general de la Deuda á la del Tesoro para su 
cancelación. 
Con esto se consiguen dos beneficios para el Esta-
do: uno, que los intereses de estos depósitos no conti-
núen por más tiempo sustrayéndose el pago del 20 por 
100 del impuesto de utilidades; y otro, que quede l i -
quidada la tercera parte próximamente de los depósitos 
qué hoy existen en la Caja, puesto que estos ascien-
den á unos 90 millones, y los procedentes de la tercera 
parte del 80 por 100 de Propios importan unos 30. 
En cuanto á las cargas de Justicia, comprendidas 
en la sección cuarta de obligaciones generales del Es-
tado, proceden como sabéis, de la indemnización anual 
concedida en determinados casos, por expropiaciones 
de bienes ó derechos, ó en recompensa de servicios, 
y basta la simple lectura de su detalle para evidenciar 
que constituyen un verdadero anacronismo, y que dado 
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su origen y forma de pago nada más lógico y natural 
que transformarlas en valores de Deuda perpetua, con 
cuyo concepto guardan estrecha analogía. Varias dis-
posiciones y últimamente la ley de 18 de Junio de 1885, 
ordenaron la conversión de dichas cargas de justicia, aún 
estableciéndola con carácter voluntario, y con la rebaja, 
como ha indicado mi amigo el Sr. Espada del 25 por 
1Ó0 del capital. 
La mayor parte de los acreedores han solicitado y 
obtenido la conversión; pero queda aún subsistente una 
cantidad, grande en el número y pequeña en la cuantía, 
con relación al importe primitivo de tales obligaciones; 
y como es de presumir que las que se hallan sin co in-
vertir sea por causa de su escasa entidad, hay algunas 
de 100 pesetas y aun de menos, y acaso por la lenta 
tramitación á que han de sujetarse los expedientes, 
puesto que en estos se exige el informe de las Direc-
ciones de la Deuda y de lo Contencioso, de la Inter-
vención general y del Consejo de Estado; y como es 
evidente la conveniencia de que todas esas cargas de 
justicia de carácter perpetuo y reconocidas desaparez-
can, se propone por el Gobierno en el citado proyecto 
de ley, relativo á la reforma de servicios de la Deuda, 
la conversión forzosa de las mismas, abreviando en lo 
posible los trámites de los expedientes, toda vez que la 
cuantía de las obligaciones pendientes no requieren tan 
complejas solemnidades; y se nombra para ello una Jun-
ta presidida por el director de la Deuda, que resolverá 
todas las reclamaciones sobre conversión, y contra 
cuyo acuerdo no cabrá más recurso que el conten-
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cioso, ante la Sala tercera del Tribunal Supremo. 
La conversión Sres. Diputados, tendrá que pedirla 
el interesado dentro del plazo de un año, so pena de ca-
ducidad que también se declarará cuando solicitada la 
conversión se dejen transcurrir seis meses sin presen-
tar los documentos que la Administración estime nece-
sarios para la justificación del derecho, o cuando se 
deje pasar igual periodo de tiempo sin reinstar el ex-
pediente {Muy bien, muy bien en la mayoría.) 
Me llama la atención que los Sres. Diputados que 
con tanto interés siguen estos debates, y con tanta so-
licitud se enteran de todos y cada uno de los conceptos 
del presupuesto, no se hayan fijado en que, entre las 
cargas de justicia, hay una temporal, no de escasa en-
tidad: una de 450.000 pesetas que anualmente se viene 
pagando á la Diputación de Navarra. Y es necesario 
que sobre esto fije la Cámara su atención, por que es 
de no pequeña importancia para el país. 
El año 1841 la Diputación de Navarra solicitó del 
Estado una indemnización por su renta de Tablas. El 
año 1846 se dicto una Real orden para que se procedie-
se á la liquidación de esos créditos y que , mientras tan-
to, provisionalmente, se abonasen todos los años á 
la Diputación 450.000 pesetas. Van transcurridos desde 
aquella fecha sesenta y cuatro años; lleva recibidos la 
Diputación de Navarra cerca de 29 millones de pesetas; 
y ese expediente aún está sin resolver. Por eso yo dis-
puse que con toda urgencia, sin pretexto ni excusa al-
guna, se buscara el expediente, se tramitara y se resol-
viera, porque estimo que esto lo exigen de consuno el 
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interés del Tesoro y la seriedad de la administración. 
(May bien.) 
Y, por último, Sres. Diputados, respecto á las obli-
gaciones de las Clases pasivas, y que, como acaba de 
decir muy bien mi respetable amigo el señor Azcárate, 
ascienden en la actualidad, no á los 75 millones que 
aparecen en la sección 5.a de Obligaciones generales, 
sino á bastante más, teniendo en cuenta lo que respec-
to á este particular aparece en el presupuesto de la 
Guerra, es innegable que constituye una carga pesadí-
sima del presupuesto, siendo alarmante su progresión 
creciente, y que, de seguir así, constituirán dentro de 
poco un gravamen intolerable. 
No hay más que recordar que en un periodo de treinta 
años—de 1881 á 1910—esas Obligaciones de Clases 
pasivas aumentaron en más de un 40 por 100. En 1881 
importaban 48 millones de pesetas y en 1910 excedie-
ron de 74 millones y medio. 
Claro está que no se puede pretender la supresión 
de los derechos pasivos. Sería contrario á las corrientes 
modernas. 
No cabe tampoco pensar en su capitalización, por-
que aparte de que en la práctica resultaría ineficaz, ven-
dría á contrariarse el fin fundamental de los derechos 
pasivos. 
Y sería, Sr. Garriga, inútil pretender la creación de 
Montepíos especiales, porque difícilmente llegarían á 
contar con los recursos indispensables, como lo viene 
demostrando el Montepío de las clases pasivas del Ma-
gisterio de primera enseñanza, cuya precaria situación 
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constituye una amenaza constante de que en plazo no 
lejano, tenga el Estado necesidad de atender también al 
pago de las pensiones de los maestros de instrucción 
primaria, y de sus familias. 
Pero si es de irrefragable evidencia, que se impone 
la necesidad de modificar la caótica, laberíntica y con-
tradictoria legislación de la materia; que se impone la 
precisión de reformar las bases en que hoy se asienta 
el reconocimiento de los derechos pasivos de los ser-
vidores del Estado y de sus familias, á fin de poner 
coto para el porvenir á la progresión creciente de dichas 
obligaciones. Y á este propósito, el Gobierno^ en la for-
ma más eficaz y rápida, propondrá á las Cortes el res-
tablecimiento de aquellas disposiciones del proyecto de 
ley de 20 de Mayo de 1862, puestas en vigor por las le-
yes de Presupuestos de 1864 y 1866, que regularon las 
pensiones de retiro y orfandad sobre bases de mayor 
igualdad que las establecidas en los reglamentos de los 
Montepíos y de manera más ordenada y metódica; 
disposiciones que fueron declaradas en suspenso por 
el decreto de 22 de Octubre de 1868, que restableció y 
mandó aplicar á la letra y con todo rigor los anacróni-
cos reglamentos de los Montepíos, con lo cual es indu-
dable que se causó un perjuicio á los intereses del Es-
tado, toda vez que mientras que las pensiones del 
Tesoro, con carácter vitalicio, no se devengaban hasta 
después de haber prestado los causantes servicios du-
rante un periodo de quince ó más años, las del Monte-
pío se obtenían con sólo haber servido dos, aparte 
de los abusos cometidos con las incorporaciones á los 
Montepíos. (May bien, muy bien, en la mayoría.) 
Voy á terminar contestando á una pregunta concreta 
que me ha hecho el Sr. Azcárate. Claro es que las can-
tidades que se consignan en Obligaciones generales 
para el pago de la Comisión del Banco, mientras sub-
sista la ley vigente no hay más remedio que consignar-
las, porque son consecuencia del convenio ley de la 
Tesorería con el Banco. Dice S. S. que hay que supri-
mirlas. Yo á eso no puedo contestar concretamente; lo 
único que puede decirle es que en estos momentos es-
toy trabajando en la nueva ley del Banco, y que estimo 
que esa ley debe presentarse pronto; pero estimo más, 
estimo que debe presentarse é inmediatamente discutir-
se, porque una ley de esa importancia y transcendencia 
no puede quedar muchos días sobre la mesa; menos aún 
muchos meses. 
Lo que sí diré á S. S. es que he de tener en cuenta 
todas las indicaciones que ha hecho y todas las demás 
que mi estudio y mi reflexiones me sugieran. 
R E C T I F I C A C I O N 
Para dar las más expresivas gracias al Sr. Azcárate 
por las para mí benévolas frases con que ha puesto 
término á su rectificación. 
Tiene razón S. S. ; ya llegará el momento en que 
discutamos lo del impuesto progresional y progresivo; 
pero á mí me importa hacer constar lo siguiente: No se 
puede hacer más que dos hipótesis fundamentales en 
la construcción de una tarifa para un impuesto per-
sonal; que son, que el tipo del tributo sea inalterable. 
o que el tipo del tributo varíe, según la magnitud de la 
base. El primero se llama proporcional, el segundo se 
llama progresivo. Dentro del progreso caben otras dos 
hipótesis; que el tipo del impuesto crezca ó decrezca, 
según aumente la base tributaria. 
Yo no estoy conforme con S. S. No es el impuesto 
progresivo lo que determina en ese fin social, el reparti-
miento de la riqueza; no, ya lo he dicho la otra tarde; 
es el impuesto, es la imposición progresiva general. 
Otra cosa es el impuesto progresivo especial, el im-
puesto progresivo como tributo singular, aplicable tan 
sólo cuando hay que pagar una parte de las obligacio-
nes del Estado, porque cuando se trata del pago de to-
das, hay una porción de impuestos de carácter real y de 
carácter personal. 
Pero, en fin, ya discutiremos esto, y entonces vere-
mos el alcance que tiene el impuesto progresivo y el 
impuesto progresional. No tengo más que decir. 
DISCURSO 
del día 16 de Noviembre de 1910. 

DISCURSO 
pponuneiado en el Congreso pov el 
Cxcmo. 5r . TTIinistro de Hacienda 
el día 16 de Noviembre de 1910. 
Resumiendo el debate sobre la totalidad 
del presupuesto del Ministerio de Hacienda 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Muy po-
cas, Sres. Diputados, para demostrar la conveniencia y 
utilidad de los aumentos que figuran en el presupuesto 
que se discute con relación al de 1909, y que fueron im-
pugnados por los Sres. Diputados que han intervenido 
en este debate. 
Los aumentos se ocasionan por la reorganización 
de unos servicios, y la creación y ampliación de otros. 
Voy á empezar por el examen de la reorganización 
de los de la Inspección, que tanto ha censurado el se-
ñor Garriga. 
Para la organización de las funciones inspectoras de 
la Hacienda pública no caben más que dos sistemas: la 
Inspección general, ó las ordenes del Ministro de Ha-
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cienda, y las Inspecciones parciales dependientes de 
los respectivos Centros directivos. 
La organización actual de la Inspección que, corno 
sabe el Sr. García Leániz, se denomina Inspección ge-
neral de Hacienda y que forma una Sección de la Sub-
secretaría del Ministerio, no responde á ninguno de di-
chos sistemas, toda vez que ni tiene la inspección 
de todos los servicios, ni la investigación y compro-
bación de todos los tributos, puesto que los servicios de 
las Direcciones de lo Contencioso, Aduanas y Timbre 
están á cargo de los respectivos directores, así como la 
investigación y comprobación de los impuestos de Dere-
chos reales, Aduanas y Timbre; y los ramos de la Inter-
vención general y de las Direcciones de Contribucio-
nes y del Tesoro no tienen la inspección de sus respec-
tivos servicios, ni la de Contribuciones la investigación 
y comprobación de los tributos que administra. 
Como yo entiendo que los servicios bien organi-
zados de la Inspección é Investigación son la base 
de una buena y honrada administración, bien hubiera 
querido proponer al Parlamento una reorganización 
análoga á la que existe en otros países, especialmente 
en Francia; pero en atención á que para esto precisa la 
concurrencia de tres factores—de que carecemos hoy—: 
dinero, tiempo y suficiente personal idóneo, he tenido 
que limitarme á una labor más modesta; esto es, á 
hacer extensiva á la Intervención general y Direcciones 
del Tesoro y de Contribuciones lo que hoy sucede con 
las Direcciones de lo Contencioso, Aduanas y Timbre; 
es decir, llevar á ellas la inspección de sus servicios y 
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la investigación y comprobación de los tributos. Y me 
he decidido á proceder así, porque la práctica viene de-
mostrando que eso es más eficaz que la actual organi-
zación de la Inspección. 
Está fuera de toda duda que el principio fundamen-
tal de una buena organización de las funciones de la Ha-
cienda pública es el de la especialización de los servi-
cios, esto es, que los inspectores conozcan, no de un 
modo general,, sino con todo detalle, la reglamentación 
del ramo, función o servicio que haya de ser inspeccio-
nado. ¿Podría haber nada más absurdo que encomendar 
la inspección de una obra de fortificación ó de la fábrica 
de Trubia, no á un oficial de ingenieros o de artillería, 
sino á uno de infantería? ¿No es indudable que resulta-
ría infructuosa la inspección de las minas de Almadén ó 
del servicio del Catastro realizada por un empleado del 
Tesoro, así como la efectuada en una dependencia 
de Aduanas por un funcionario que hubiere servido 
la mayor parte del tiempo de su carrera en las de 
la contribución territorial? 
Está fuera de toda discusión que nadie como el 
director de un ramo conoce al detalle los servicios que 
dirige y el personal de que dispone, y que nadie como 
él, portante, tiene competencia para acordar una visita 
de inspección, nombrar la persona que la haya de rea-
lizar y dar las instrucciones para efectuarla. 
Fundándome en todo esto, se crean en el nuevo 
Presupuesto para las Direcciones del Tesoro, Contribu-
ciones y Propiedades é Impuestos, é Intervención gene-
ral, una sección de inspección en cada uno de di-
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chos Centros directivos, y otra sección en la subsecre-
taría, dependiente directamente del Ministro, y que es-
tarán encargadas de los servicios especiales que se les 
encomienden acerca de la marcha y desarrollo de todas 
las contribuciones é impuestos, y la de estudiar y pro-
poner aquellas reformas que la práctica aconseje. Así 
se dará unidad al trabajo y se podrá exigir con más 
razón y fundamento la responsabilidad al jefe del ser-
vicio por omisión á deficiencia. 
Y ya que de los servicios de la inspección me 
ocupo, he de decir que también se reorganiza el del im-
puesto minero. 
Hoy esta inspección está á cargo de los ingenieros 
jefes de las provincias, que dependen del Ministerio de 
Fomento, y ante ellos se presentan las declaraciones 
que formulan los concesionarios, que rara vez dejan de 
ser aprobadas por dicho ingeniero jefe. 
Me propongo, para los efectos de los impuestos mi-
neros, dividir la Península en cuatro distritos, esta-
bleciendo en cada uno de ellos una sección técnica com-
puesta de ingenieros de minas, dependientes del Minis-
terio de Hacienda y á las órdenes inmediatas del direc-
tor de Contribuciones, que examinarán y aprobarán 
ó repararán las declaraciones que presenten los conce-
sionarios, averiguando la ley de los minerales y fijando 
el valor de los mismos. 
Después de todo, con esta nueva organización de la 
inspección de los impuestos mineros, no se hace otra 
cosa que extender á dicho impuesto lo que viene apli-
cándose á los demás de producto. Para' las contribucio-
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nes territorial, industrial y de utilidades, los que actual-
mente fijan el líquido imponible son los ingenieros 
agrónomos, los arquitectos, los ingenieros industriales 
y los profesores mercantiles respectivamente, y todos 
ellos dependen del Ministerio de Hacienda y están bajo 
las inmediatas órdenes del director de Contribuciones. 
También se aumenta á los efectos del impuesto 
de utilidades el número de los profesores mercantiles, á 
fin de poner término á lo que viene ocurriendo de que 
un gran número de Sociedades se sustraigan al pago 
del tributo. No satisfacen la contribución industrial por-
que no están sujetos á ella según la legislación vigente, 
y no pagan la de utilidades porque en los balances que 
presentan no existen éstas. En tal caso se encuentran 
más de 160 Sociedades. Ya comprenderéis, pues, seño-
res Diputados, la necesidad de que haya en las provin-
cias personal idóneo, que sepa leer y entender los 
balances mercantiles. 
Asimismo se aumenta en el presupuesto el crédito 
para el servicio del avance catastral y Registro fiscal, á 
fin de dar á dichos trabajos el mayor impulso para que 
queden todos ellos terminados en el plazo de diez años. 
Así lo demandan de consuno el interés del Estado y el 
de los particulares; el del Estado, porque se descubrirá 
riqueza oculta y se ensanchará la base de la tributación, 
Y el del particular, porque pagará por contribución 
el tipo único del 14 por 100 en territorial, en vez del 
15,50 o del 19 y pico según se trate de la primera ó de la 
segunda sección, que es lo que hoy se viene satisfa-
ciendo y en urbana el 17,50, en vez del 21,50 ó del 23. 
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Reconozco, Sr. Martín Sánchez, que es de gran-
de importancia, utilidad é interés el Catastro parcelario, 
negarlo equivaldría cerrar los ojos á la evidencia y em-
peñarse en no querer ver la realidad; pero también creo 
que S. S. reconocerá conmigo que para ese trabajo 
hace falta mucho tiempo y dinero, y, que por tanto, no 
podemos por ahora pensar en ello y debemos resignar-
nos á lo único que es factible en estos momentos: al 
avance catastral, cuyos trabajos van muy adelantados. 
Y ahora voy á ocuparme de la creación que se pro-
pone en el presupuesto, de la Dirección y Administracio-
nes provinciales de propiedades é impuestos. 
Es verdaderamente enorme y causa espanto el 
trabajo que pesa sobre la Dirección de Contribuciones. 
Baste decir que tiene á su cargo los siguientes servicios: 
propiedades y derechos del Estado; contribuciones te-
rritorial, industrial y de utilidades; impuestos de consu-
mos, minas, transportes y de cédulas; avance catastral. 
Registro fiscal y estadística del tributo. Así se ex-
plica que desde el año 1903 al 1909 haya despachado di-
cha Dirección más de 100.000 expedientes; sólo en 
el año 1909 despachó más de 15.000, lo cual da un pro-
medio de unos 48 expedientes diarios ¿Cómo es posi-
ble exigir que á esos expedientes se les preste la debida 
atención? ¿Cómo se puede pedir que haya rapidez en su 
tramitación? 
Esta es una de las dos razones á que obedece 
la creación de la indicada Dirección de Propiedades 
é impuestos, pues con ella quedará descargada la Direc-
ción de contribuciones de algunos servicios; podrá, por 
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tanto, imprimirse mayor celeridad en el despacho de los 
expedientes, y examinar y aprobar con más detención 
los documentos en que funde sus derechos la Hacienda, 
y las liquidaciones se practicarán seguramente con ma-
yor escrupulosidad. 
Y á esta nueva Dirección pasarán desde luego los 
impuestos de transportes, consumos y de gas y electri-
cidad/y todo el ramo de propiedades, rentas y ventas; 
pero, además, Sr. García de Leániz, esa nueva Direc-
ción irá preparando el establecimiento de la regi, con 
los dos órganos fundamentales de administración y de 
inspección, á fin de que pueda llegar un día en que di-
cha Dirección recoja los impuestos sobre azúcares: 
alcoholes y achicorias. {Muy bien, muy bien.) 
En la Dirección de Contribuciones se crea una sec-
ción, con el necesario personal administrativo y técnico, 
para la estadística del tributo, de que desgraciadamente 
carecemos, toda vez que la estadística no ha de ser 
solo para conocer el rendimiento del tributo, sino tam-
bién los movimientos de las bases del mismo. 
Nuestra actual estadística de la contribución territo-
rial es del año 1874. La estadística del impuesto de 
transportes, la más voluminosa de Europa, no contiene 
más que la liquidación por cada una de las formas 
reglamentarias; y por ello si se pretende saber, por 
ejemplo, el efecto de la reducción del impuesto de 
transportes sobre los billetes á precios reducidos, no se 
encontrará seguramente en ella dato alguno. 
Es más; cuando se ha querido ceder á los Ayun-
tamientos el impuesto de transportes urbanos, no ha 
sido posible saber por la estadística su importe; ra-
zón por la que fué preciso, teniendo por base los datos 
de la estadística, hacer por personas peritas cálcu-
los, que por cierto oscilaron entre cien mil y un millón 
de pesetas. 
La estadística del impuesto de utilidades contiene 
detalles como éste: figura una Sociedad con 500.000 pe-
setas por obligaciones, y pagando por intereses de las 
mismas más de trescientas mil. 
En resúmen: no tenemos estadística del tributo, y es 
de absoluta necesidad tenerla: y por eso y para eso se 
crea en la Dirección de Contribuciones la sección á que 
acabo de referirme. 
No es la necesidad de descargar á la Dirección 
de Contribuciones del enorme trabajo que sobre ella 
pesa hoy la única razón que se ha tenido en cuenta para 
crear la de Propiedades é Impuestos; hay otra de gran-
de importancia y transcendencia: la necesidad de des-
arrollar los impuestos indirectos., 
He dicho en varias ocasiones é insisto ahora, que 
las naciones modernas desarrollan sus impuestos in-
directos; que éstos son el principal apoyo de las gran-
des Haciendas, y que España es de las naciones de Eu-
ropa que le son comparables la que tiene mayor propor-
ción de contribuciones directas en todo el sistema impo-
sitivo del Estado. 
El sabio catedrático de la Universidad de Cata-
luña Federico Flora, en su obra Ciencia de la Hacien-
da, afirma que los impuestos indirectos son y se consi-
deran más importantes que los directos; al punto de que 
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su productividad, superior á la de los directos, constitu-
ye la nota saliente de los grandes sistemas tributa-
rios modernos. 
El más genial de los hacendistas modernos, ca-
tedrático de la Universidad de Gotinga, Gustavo Cohn, 
y Adolfo Wagner, catedrático de Berlín y fundador de 
la moderna ciencia financiera, sostienen y defienden 
asimismo la justicia, conveniencia y necesidad, de 
la imposición indirecta. 
Y que todos los pueblos modernos desarrollan sus 
impuestos indirectos no lo digo yo; lo dicen los hechos, 
que hablan con gran elocuencia y tienen extraordinario 
é irresistible poder. Si examináis los presupuestos de 
Italia, Hungría, Alemania, Austria, Francia, Inglaterra y 
España, os encontraréis con que por cada una peseta de 
contribuciones directas reales y personales, tienen de 
impuestos indirectos de uso y consumo; Italia. 1,95; 
Hungría, 1,75; Alemania (Imperio y Estados particulares 
juntamente), 2,09; Austria, 2.49, Francia, 2,97; Inglate-
rra, 1,69; España, 1,56, si comprende la redención mili-
tar entre los directos, y de 1,61, si se comprende entre 
los indirectos, como veis, pues, España tiene menor ci-
fra de impuestos indirectos que Inglaterra, no obstante 
ser allí extraordinaria la preponderancia de los impues-
tos directos, á consecuencia de los principios de libre-
cambio, que reducen las aduanas al mínimum, y de la 
secular institución del impuesto sobre la renta. 
Y ya que de Inglaterra me ocupo, he de decir que 
allí toda reforma fiscal encaminada á reducir los impues-
tos directos y aumentar los indirectos, entrañaría en rea-
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lidad una reforma aduanera de carácter proteccionista, 
pues como las accisas ya no pueden recargarse más de 
lo que están, tendría que llevarse el impuesto á las 
Aduanas y gravar por consiguiente la carne, el pan, y 
demás artículos de primera necesidad, ya que los dere-
chos de los 14 ó 17 artículos de su Arancel están extra-
ordinariamente gravados: el café, el té, las especies, las 
pasas, los higos secos, alcoholes, vinos, etc., etc. Así 
se explica que no haya ningún liberal inglés que sea 
partidario del desarrollo de los impuestos indirectos 
y reducción de los directos; pero ya lo acabáis de oir: 
todos los grandes maestros de la ciencia de la Hacienda, 
sobre todo los alemanes, opinan lo contrario y sostienen 
lo que hace un momento he tenido el honor de exponer 
á la consideración de la Cámara. {Aprobación en la 
mayoría ) 
Por otra parte, no hay que olvidar que la estratifica-
ción social de Inglaterra no es la estratificación social 
de España. Allí hay muchísimos millonarios, muchos 
archimillonarios, y son numerosas las clases medias. 
Aquí, por el contrario, las buenas fortunas no existen 
en gran número, y en escasísimo las muy grandes; la 
clase media es muy escasa, y en cambio, son numerosí-
simas las clases proletarias. Y ¿cómo se ha de atrever 
nadie á llevar á éstas el impuesto directo? Sería una in-
justicia; constituiría una verdadera iniquidad. {Muy bien, 
muy bien.) 
Señores Diputados: yo no sé si habré recogido to-
das las indicaciones que se han hecho á propósito del 
presupuesto de Hacienda; pero la hora es muy avanza-
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da, la Cámara está ya fatigada, yo confieso que lo es-
toy también, y, por tanto, rogándoos que me dispenséis 
el tiempo que abusé de vuestra bondad, pongo término 
á mi discurso. (May bien.) 
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DISCURSO 
ppommeiado en el Congreso pof el 
6xcmo. 5r . TTlinistro de Hacienda 
el día 23 de Noviembre de 1910. 
>if< 1 
A l discutirse el proyecto de ley modificando el 
impuesto de derechos reales. 
El Sr. Ministro de HACIENDA: Sres. Diputados, 
procuraré en breves palabras hacerme cargo de las dos 
notas salientes del debate de ayer. Los señores que 
impugnaron el proyecto que se discute han hecho, en-
tre otras, estas dos importantes manifestaciones: que el 
impuesto proporcional es el más equitativo, y que la 
tarifa que se consigna en el dictamen que se discute es 
una tarifa improvisada. 
Yo voy á demostrar que el impuesto proporcional no 
realiza el fin de la igualdad en el sacrificio, y que la ta-
rifa de que se trata no es improvisada, Sr. Garriga, si-
no bien estudiada y construida con estricta sujeción á 
reglas técnicas. 
Empiezo por afirmar, sin temor de padecer equivo-
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cación, y sin que me asalten dudas ni recelos de ser por 
nadie rectificado, que en la construcción de la tarifa en 
un impuesto no caben más que estas dos posibilidades 
fundamentales: el tipo de gravamen permanece el mis-
mo, cualquiera que sea la magnitud de la base, ó varía, 
al variar ésta. En el primer caso, el impuesto se llama 
proporcional, y en el segundo,, progresivo. En éste ca-
ben nuevamente dos posibilidades: el tipo de imposi-
ción crece á medida que aumenta la base, o el tipo de 
imposición decrece con el aumento de ésta. Se llama 
por antonomasia impuesto progresivo á la primera de 
estas dos formas, y la segunda está representada princi-
pal aunque no exclusivamente, por el impuesto fijo, cuya 
forma más frecuente entre los directos es la capitación 
simple. 
Sentado esto, veamos cuál de dichos dos impuestos 
realiza mejor la igualdad del sacrificio cuál es el más 
equitativo. 
Del principio de la igualdad de todos los ciudadanos 
ante la ley, que es el que informa el derecho moderno, 
se derivan en el terreno tributario estos otros dos: la 
generalidad ó universalidad del impuesto, y su unifor-
midad. 
El principio de la generalidad significa que todos los 
ciudadanos están obligados al pago de los tributos ge-
nerales, y que no se conciben privilegios de clase ni 
exenciones de esta obligación. Y la uniformidad en el 
impuesto, consiste en que todos los que poseen la mis-
ma riqueza satisfagan cuotas iguales, y desiguales los 
que están dotados de distinta capacidad contributiva, 
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de suerte que como dice Flora, la recíproca condición 
subjetiva de cada uno subsista inalterable después de 
realizado el pago del impuesto. 
Ahora bien; si es necesaria la igualdad del impues-
to, es decir la igualdad del sacrificio que el Estado exi-
ge á los ciudadanos por medio del tributo, ¿cómo se ha 
de hacer la distribución de éste para qué sea uniforme 
entre todos los que poseen distinta riqueza? 
Como dicen célebres economistas, la capacidad con-
tributiva de quien posee 1.000 pesetas de renta es más 
del doble del que tiene una de 500. 
Es indudable que para inquirir la capacidad contri-
butiva de los ciudadanos, hay que distinguir forzosa-
mente entre sus necesidades reales o naturales, que 
son aquellas que es preciso satisfacer para poder vivir, 
y las ficticias, ó sean de las que se puede prescindir 
por lo que tienen de voluntarias, de comodidad y de 
placer. 
Y siendo esto verdad, también del propio modo lo 
es que desde el momento que el impuesto proporcional 
no distingue entre lo necesario y lo superfino, entre la 
renta libre y la necesaria, es indudable que grava más 
á los ciudadanos que cuentan con lo absolutamente pre-
ciso para satisfacer sus necesidades reales ó naturales, 
que á los que tienen medios suficientes para satisfacer 
infinitas necesidades ficticias, de donde resulta que en el 
impuesto proporcional el sacrificio está en razón inver-
sa de la renta, y aquel que no realiza el fin de igualdad 
que se propone. 
Los defensores de este impuesto invocan, como 
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ventaja ó mérito grande del mismo su objetividad en el 
sentido de que atendiendo solamente á los bienes y pres-
cindiendo en absoluto de la persona del contribuyente, 
excluyen la arbitrariedad; y al exigir á todos la misma 
cuota á todos demanda también el mismo sacrificio. 
Pero esto no es así. No son los bienes y sí las personas 
las obligadas á pagar el tributo; ya nadie cree en el 
viejo fetichismo de la llamada realidad del impuesto, y 
si alguna duda cupiera, la desvanecería la lectura del 
art. 3.° de la Constitución, que establece que todo es-
pañol esta obligado á contribuir en proporción de sus 
haberes, para los gastos del Estado, de la provincia y 
del Municipio. 
Claro es que los bienes sirven como medio indirec-
to para apreciar las condiciones personales del contri-
buyente, y son los reveladores de su capacidad contri-
butiva. 
Y en cuanto á que exigiendo una misma cuota se 
demanda el mismo sacrificio, es completamente inexacto. 
Pues, ¿quien puede poner en tela de juicio que el que tie-
ne una renta de 10.000 pesetas hace menor sacrificio pa-
gando 1.000 en concepto de tributo que el que teniendo 
1.000 de renta paga 100? Al primero después de pa-
gar, le queda lo suficiente para atender á las necesida-
des naturales o reales de la vida, y al segundo no. 
Para poder obtener la igualdad subjetiva del im-
puesto, ó sea la igualdad relativa al sacrificio, se debe 
gravar la renta, no en razón proporcional, sino progre-
siva; esto es, debe gravarse más la renta libre que la 
necesaria; por eso los grandes maestros de la ciencia 
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de la Hacienda sostienen que el impuesto progresivo es 
el más equitativo y el más natural; que el impuesto pro-
gresivo es el que puede realizar la igualdad del sacri-
ficio, es el que puede recabar de todos una cuota de 
riqueza que suponga un disfrute igual, que es la fórmu-
la más exacta de la justicia del tributo; y, en fin el im-
puesto progresivo en las ideas democráticas es su ex-
presión fiscal. 
El impuesto progresivo lo defienden los grandes 
maestros como Held, Schanz, Wagner, Cohn, Eheberg, 
Seligman, Flora, Schaffle y otros; y lo han aceptado y 
establecido casi todas las Naciones, como Inglaterra, 
Francia, Alemania, Austria, Italia, Japón, algunos Esta-
dos de los Estados Unidos, Suiza, etc., etc. 
Tres son los argumentos que se esgrimen contra el 
impuesto progresivo, á saber: que es socialista y ex-
poliador; que incita al fraude y á la emigración de ca-
pitales, y que produce poco. 
En cuanto al primer argumento, he de decir que hay 
muchos individualistas que defienden con entusiasmo 
el impuesto progresivo; que hay muchos individualistas 
que, sin abjurar de sus ideas económicas y partiendo 
precisamente de ellas y razonando sobre la mismas, ar-
gumentan en el sentido de que el principio de la pro-
gresión es compatible con las ideas económicas más de-
semejantes y heterogéneas. 
Claro es, ya lo he dicho en otra ocasión que el prin-
cipio de la progresión tiene aplicaciones muy varias y 
significaciones políticas y sociales muy diversas. 
Nadie puede desconocer que en circunstancias da-
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das, con la acción paralela del resto de la política eco-
nómica y con escalas suficientemente rápidas, la apli-
cación del principio de la progresión puede terminar en 
el socialismo colectivista y en la negación por tanto del 
régimen vigente, que descansa ó tiene por fundamen-
tos la propiedad privada y el cambio. También he dicho 
ya en otra ocasión que á esto no va ni irá jamás el ac-
tual Gobierno, y estoy seguro que ningún otro que se 
encuentre en la plena posesión de la integridad de sus 
facultades intelectuales. 
Pero ¡qué más! el Gobierno ni siquiera intenta valerse 
directamente del impuesto como medio de regular la 
distribución de la renta nacional, ni aun siquiera dentro 
de aquellos moderados límites compatibles con el vigente 
régimen de la propiedad privada. El Gobierno, es cier-
to, ha prometido reformas sociales, pero también lo es 
que las realizará por medio de los correspondientes 
proyectos de ley, y no en manera alguna por la acción 
del sistema fiscal. La reforma de éste podrá producir, y 
producirá seguramente, efectos en el orden social; pero 
no serán más que meras derivaciones que no tocarán 
ni poco, ni mucho, ni nada, al régimen fundamental de 
la distribución de la riqueza. 
Es decir Sres. Diputados, que la reforma fiscal que 
propone el Gobierno no es más que esto, la reforma de 
la Hacienda, pero no de la constitución social interna 
de nuestra economía nacional. 
Por lo mismo que la aplicación del principio de la 
progresión puede llegar hasta la expropiación de la renta 
la teoría y la práctica han establecido distinciones en 
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ios impuestos progresivos, y de esas distinciones es la 
principal, la que opone entre sí los impuestos de progre-
sión lenta,y los de progresión rápida. Estos conceptos 
de lentitud y de rapidez son relativos, y de esa inde-
terminación nace cierta inseguridad en la aplicación de 
los mismos al impuesto progresivo. La característica 
más segura es esta: impuestos de progresión lenta, son 
aquellos que no cambian la estructura fundamental de 
la distribución de la renta entre las economías particula-
res de la Nación. Impuestos de progresión rápida, son 
aquellos que cambian esa estructura. 
También se distingue entre el impuesto progresivo 
general, ó mejor dicho, entre la imposición progresiva 
general y la especial. La primera, que es el impuesto 
progresivo, como fundamento absoluto de toda la es-
tructura del régimen tributario, el impuesto progresivo 
como sistema de imposición general. Esto es una uto-
pia que no hay ejemplo en la ciencia financiera de nin-
gún país; esto es un absurdo en la teoría, y en la prác-
tica imposible, económica, jurídica y financieramente. 
Ninguna Nación lo ha aceptado, y casi todos los es-
critores lo combaten hasta con saña, llegando alguno, 
como Mil i , á calificarlo de «robo graduado, y Proudhon 
de vano pasatiempo, que sirve únicamente para alimen-
tar la charlatanería de los filántropos y hacer que aulle 
la demagogia.» 
La imposición progresiva especial ó sea el impuesto 
progresivo como tributo singular, existe en muchísimos 
países, y lo apoyan y defienden la mayor parte de los 
más reputados hacendistas. 
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Y ahora voy á ocuparme de lo del impuesto progre-
sional. Como también he dicho ya en otra ocasión, lo 
del impuesto progresional es un concepto lanzado á la 
circulación por el célebre economista José Garnier, y 
que ha tenido algunos adeptos en España, pero no así 
en Alemania, que es la cuna misma de los impuestos 
personales progresivos y la patria de los fundadores 
y representantes de la moderna ciencia de la Hacienda. 
Según Garnier, progresional era sinónimo de im-
puesto de escala lenta. Hoy como es natural, ya no sig-
nifica esto, y si el impuesto cuyos tipos de gravamen 
se desarrollan, formando progresión aritmética, geomé-
trica ó armónica. 
Claro es que la progresión matemática de los tipos 
no da la característica, ni aproximadamente siquiera de 
un impuesto, ni es tampoco la sola manera de cons-
truirle, ni en forma rápida ni lenta. Dada una progresión 
cualquiera definida de tipos de gravamen, se pueden 
construir con ella infinitos impuestos, así de forma rec-
tilínea ascendente como de forma curva así de escala len-
ta como de escala rápida. 
Y en cuanto á los otros dos argumentos que se esgri-
men contra el impuesto progresivo, de que incita al frau-
de y á la evasión de los capitales, y produce poco, diré, 
por,loque al primero se refiere, que como dice Seligman, 
el propio argumento cabría en el impuesto proporcional 
y elevado. La cuestión está, por consiguiente, en de-
mostrar que el efecto indicado se produciría en mayo-
res proporciones en condiciones análogas con el im-
puesto progresivo, que con el proporcional, y esta 
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demostración ni siquiera se ha intentado; lejos de ella, 
la experiencia de la progresión en los cantones suizos 
prueba que en todos ha habido un aumento constante 
en la evalución total del capital y de la renta; y que en 
todos aquellos países en que existe el principio de la 
progresión, ni la institución de la propiedad privada se 
ha debilitado, ni los capitales han huido del país. 
Y en cuanto á que el impuesto progresivo produce 
poco me limitaré á hacer constar que el fin principal de 
ese impuesto no es el mayor rendimiento-, y sí la más 
equitativa distribución de la carga del tributo. Recono-
cido esto, que es lo principal, el que de más o menos 
rendimientos es puramente secundario. 
Es indudable que el impuesto progresivo especial 
realiza la igualdad del sacrificio mejor que el propor-
cional, que distribuye más equitativamente la carga del 
tributo. 
En el proyecto que he tenido el honor de presentar 
al Congreso se divide el impuesto sobre las sucesiones 
en dos miembros: uno llamado de conjunto, de carácter 
progresivo, sobre el total de los bienes relictos; y el 
otro de carácter proporcional sobre la cuota adjudicada 
á cada partícipe en la herencia. Ya lo dije cuando tuve 
el honor de exponer á la Cámara el pensamiento econó-
mico del Gobierno. Yo, en ese proyecto, me inspiré en 
el ejemplo de Inglaterra en su ley de 1894; ley en la 
cual se estableció el impuesto progresivo sobre el con-
junto 
Y no hay que perder de vista, no hay que relegar 
aI olvido por que es dato importantísimo, que en esa 
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época, en 1894, el pueblo inglés era un pueblo modelo 
de individualismo económico, así como importa advir-
tamos que hoy que las corrientes son otras, sin embar-
go—fijad vuestra atención Sres. Diputados—el impues-
to de cuota continua siendo proporcional en Inglaterra. 
El impuesto global de los ingleses no era más que 
un impuesto diferido hasta la muerte del causante, no 
representaba otra cosa que todos aquellos gravámenes 
que el causante en vida debió pagar y no pagó; no era, 
en fin, más que un corrector, una compensación á to-
das las desigualdades del conjunto tributario. Por eso el 
impuesto de conjunto no mira jamás al heredero, sino 
únicamente al causante; en tanto que el impuesto de 
cuota, que es el impuesto por enriquecimiento, no mira 
más que al heredero. 
Y yo pregunto. Si el pueblo inglés se ha visto en la 
necesidad de establecer ese impuesto de conjunto para 
compensar las grandes desigualdades que resultan de 
la totalidad de su sistema tributario, ¿qué no debemos 
hacer nosotros? ¿Es que nadie que no cierre los ojos á 
la evidencia y que no desconozca la realidad, no afir-
mará conmigo que nuestro sistema tributario grava más 
á los pequeños propietarios que á los grandes, á las pe-
queñas rentas que á las cuantiosas? Si alguna duda 
cupiere, ahí están testimonios fehacientes que lo acre-
ditan; ahí está esa información brillantísima hecha por 
la Comisión extraparlamentaria para informar sobre los 
consumos; en ella aparecen los datos obtenidos de pre-
supuestos familiares de distintas clases sociales, de los 
que resultan que, mientras las rentas de 1.250 pesetas 
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están gravadas por consumos (cuidado que es solo por 
la cuota para el Tesoro, que no hablo de los recargos 
municipales) con el 5 por 100, las rentas de 30.000 pe-
setas en adelante lo están con el 0,85. 
¿Es que hay nadie que desconozca que los valores 
mobilarios en España no están tan democratizados como 
los demás países? ¿Hay quien ponga en tela de juicio que 
la inmensa mayoría de los valores mobiliarios en España 
está en poder de las clases acomodadas, y, lo que es 
triste decir, que la casi totalidad de ellos se sustrae al 
pago del impuesto de sucesión? Ni es posible descono-
cer que en la propiedad inmueble... (E l Señor Marqués 
de Cortina: No es exacto eso/ Yo hago esta afirma-
ción, nacida en la práctica y del estudio { E l Señor Mar-
qués de Cortina-. La casi totalidad es mucho decir.) 
Las grandes ocultaciones en la propiedad inmueble, 
¿dónde están? En los grandes propietarios. Esa riqueza 
¿no es verdad que en muchas ocasiones obtiene incre-
mento, aumento de valor que no depende, que no obedece 
á la acción, al esfuerzo, al trabajo del propietario, sino 
que responden á la acción de la comunidad, que es obra 
social? ¿No estamos viendo, en las poblaciones que se 
encuentran en periodo de desarrollo, que los terrenos, 
así edificados como no edificados, experimentan gran-
des aumentos de valor, y que no sería justo que no 
tributasen más que por la renta del aumento? No; de-
ben tributar por el incremento mismo, que es una rique-
za que no ha ganado el propietario, y que se encuentra 
en su herencia por un ordenamiento jurídico, que tam-
poco es obra suya. 
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Pero, aparte de esto, á todos se alcanza que nues-
tro sistema de impuestos indirectos grava todos los 
artículos de primera necesidad, menos el pan, y que 
eso no sucede en Inglaterra con sus accisas, Aduanas 
y licencias. 
Nuestro sistema directo de contribuciones sobre el 
producto no tiene, como el income-ta.v inglés, un míni-
mum exento, ni hace rebajas á las clases inferiores. 
Nuestro sistema de gravámenes, de que ayer hablaba 
el Sr. Zavala, sobre las rentas del trabajo, tiene cuotas 
de las cuales algunas llegan hasta la expropiación, has-
ta el 20 por 100, cosa que no ocurre en Inglaterra; y 
en fin, nuestro sistema de Catastro, de Registro y de 
matrículas, se basa en promedios de producción mucho 
más duros y desiguales que los que sirven de base á las 
«Cédulas» del impuesto inglés. 
De suerte que ya lo veis; Si Inglaterra se creyó en el 
caso de establecer su impuesto de conjunto, para bus-
car con él la compensación, para corregir con él las 
grandes desigualdades de su sistema tributario, ¿qué no 
debemos hacer nosotros cuando he puesto de manifies-
to y de relieve, sin que deje lugar á ningún género de 
dudas, que son de. mucha mayor cuantía las desigual-
dades de nuestro sistema tributario que las del sistema 
inglés? 
Pero, en fin, como en el seno de la Comisión he obser-
vado tendencias muy distintas, como he visto que había 
quienes no opinaban en favor del impuesto de conjunto, 
y como yo entiendo que gobernar es transigir, no tuve 
inconveniente, siempre que se llevara el principio de la 
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progresion á la cuota, en aplazar el impuesto global, y 
á esto responde el dictamen que se discute. 
Ese impuesto progresivo, y con esto voy á la se-
gunda parte de mi discurso, ese impuesto progresivo 
sobre la cuota ha de hacerse efectivo con sujeción á la 
tarifa que consta en dicho dictamen. Esa tarifa no es, 
como ha dicho el Sr. Garriga, una tarifa improvisada; 
está hecha á la manera de la tarifa francesa. En esa ta-
rifa no hay una razón única de progresión para todos 
los grados de parentesco, sino que hay varias razones de 
progresión, mayores o menores, más ó menos acentua-
das, según sea más ó menos remota la relación del he-
redero con el causante. Las líneas de gravámen no son 
paralelas entre sí, sino que abren por regla general en 
la misma dirección en que se elevan; por eso decía yo 
ayer, en una interrupción, que abrían en forma de aba-
nico. 
Las progresiones de esa tarifa son aritméticas, y las 
razones de esas progresiones son las siguientes: prime-
ra. Treinta céntimos de peseta para los tres primeros 
escalones de la línea recta legítima, la natural y el cón-
yuge supérstite por lo que se refiere á la cuota vidual 
y esos tres escalones son el de la categoría de 1.000 
pesetas hasta la clase de 1.000 á 10.000; el de esta ca-
tegoría hasta la de 10.000 á 25.000, y el que va de aquí 
á la de 25.000 á 50.000, y he puesto como razón de 
progresión treinta céntimos á diferencia de lo que hago 
en los demás escalones de los mismos conceptos, como 
después explicaré, porque yo siempre he creído y sigo 
creyendo, que en esas pequeñas fortunas hasta 50.000 
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pesetas bien se puede afirmar que el hijo ha trabajado 
con el padre y, por consiguiente, apenas cabe hablar 
de enriquecimiento. 2.a Cincuenta céntimos para los 
demás escalones de dichos tres números de la tarifa, 
esto es, desde la clase de 50.000 á 100.000, básta la de 
100.000 á 250.000; desde aquí á la de 250.000 á 500 000 
de ésta á la de 500.000 á 1.000.000; desde ésta á 
la de 1.000.000 á 2.000.000 y, finalmente, desde ahí á 
la horizontal de la farifa. 3.a Cincuenta céntimos para 
el cónyuge por la porción no legítima; en este número 
de la tarifa la razón de la progresión es constante. 
4.a Setenta y cinco céntimos para los colaterales de 
segundo grado, en razón de la posibilidad de una co-
munidad de origen de la fortuna de los hermanos; tam-
bién es constante la razón de esta progresión; y 5.a Una 
peseta en todos los demás casos, siendo del propio 
modo constante la razón de la progresión. 
Esta tarifa no obstante estar basada en el tipo fran-
cés, ofrece importantes diferencias con la vigente tarifa 
francesa. En primer lugar, la tarifa francesa establece, 
en la línea directa, tres grados, y por consiguiente tres 
líneas distintas de gravamen, á saber, los hijos y los 
padres, los nietos y los abuelos y todos los demás. En 
esta que se discute, no hay más que un grado; en la 
línea directa no se divide. En segundo lugar, la tarifa 
francesa, la horizontal entra á partir de los 50 millones 
de francos; en ésta, á los dos millones de pesetas, 
es decir, que la proporción empieza en 50 millones 
en la francesa, y en dos en ésta; y, por último, 
los tipos de gravamen son mucho más bajos en la 
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tarifa que se discute que en la tarifa francesa. 
Y así como el movimiento se demuestra andando, 
yo voy á demostrar la exactitud de mi afirmación le-
yendo unos datos que luego entregaré á los señores 
taquígrafos para que consten en el Diario de las Se-
siones . 
La tarifa francesa, á excepción de dos solos ca-
sos, que son la renta de primer grado, en el primer es-
calón, donde hay en nuestra tarifa un aumento de 10 
céntimos, y la cuota nO legítima de la viuda, en que hay 
50 céntimos, en todo lo demás, la tarifa francesa es 
muy superior á la tarifa española. 
Pero yo os debo ahora la explicación y la justifica, 
ción de esas dos excepciones. Esa explicación es que 
la tarifa española tiene el primer escalón en las 1.000 
pesetas y la francesa en 2.000 francos. 
Y veamos ahora el resto de la tarifa. En la línea di-
recta hay un aumento sobre la que se discute hasta de 
1,50; en la de segundo grado hasta 2 por 100, y en la 
de grados más remotos hasta 2,50, y así sucesivamente; 
y luego aumentan de 3,75 de 7,25, de 6 de 8 de 7 y 
de 3. De manera que queda justificado que los tipos de 
gravamen de la tarifa que la Comisión consigna en su 
dictamen son inferiores á los de la tarifa francesa. 
Impórtame hacer constar que se ha procurado cons-
truir esta tarifa con el mayor esmero; pero yo no debo 
ocultar á los Sres. Diputados que no se ha podido ha-
cer á la perfección porque no es posible á causa de las 
dificultades con que se lucha, especialmente para esta-
blecer el rendimiento probable de los tipos de gravamen, 
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por la deficiencias de la estadística tributaria. En la 
estadística del impuesto no se encuentran aquellos da-
tos que son precisos para poder calcular con garantías 
de acierto ese rendimiento probable de la progresión j 
ni en la estadística de la población, que no se ha ocu-
pado jamás de este problema, se encuentran datos res-
pecto del promedio de duración de la generación y del 
número medio de los hijos que deja cada matrimonio al 
disolverse; y claro es que, faltando datos tan necesa-
rios, tan precisos, no es posible, hacer una obra com-
pleta. Y digo que no es posible no ya refiriéndome al 
Ministro que tiene el honor de dirigirse al Parlamento) 
porque después de todo yo he de reconocer que la 
obra no es mía, sino del que conceptúo el más apto y 
el más competente en estas materias en España, que es 
el señor Flores de Lemus, y por eso yo considero que 
la tarifa está bien construida, aun cuando tenga aquellas 
deficiencias propias de los defectos del material que 
acabo de indicaros. 
, Termino^ pues, Sres. Diputados, para no molestar 
más vuestra atención, diciendo que no podemos volver 
la espalda á la realidad; que es preciso no olvidar que 
las corrientes modernas van á la construcción, en for-
ma progresiva, del impuesto sobre las sucesiones en 
general. Y os ruego que me perdonéis el tiempo que 
molesté vuestra atención. {Muy bien, muy bien, en la 
mayoría.) 

ESTADO C O M P A M W O Á QUE HA HECHO EEFEEE1 
RESULTADOS de ¡a comparación entre los tipos de la tam 
( E n la escala del provecto español no existe la 
en cambio, en la francesa, la 
CONCEPTOS 
Recta de primer grado 
Idem de segundo grado.. . . 
Idem más remota 
Cónyuges, cuota legítima.. 
Idem, cuota no legítima 
Colaterales de segundo 
grado 
Idem de tercer grado 
Idem de cuarto grado 
Idem de quinto g rado . . . . . 
Idem de sexto grado 
Idem de grados más distin-




















































El signo + indica la diferencia en más de la tarifa española; las 
tarifa francesa. 
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fa francesa vigente y ¡os del dictamen de la Comisión, 
división de 1.000 á 2.000, y de 2.000 á 10.000; 









































































0 á l , 5 0 
0,50 á 2 
1 á2 ,50 
5 á7 ,25 
1,50 á 3,75 
1,50 á 3,75 
1 á 4 
3 á 6 
5 á 8 
4 á 7 
O á 3 
C1fras que no llevan signo alguno son las diferencias en más de la 
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El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Voy á 
contestar á algunas observaciones que ha tenido la bon-
dad de hacerme mi querido amigo y maestro el Sr. Az-
cárate. 
Lo que Proudhon califico en la forma por mí indica-
da, es la imposición progresiva general, es decir, el im-
puesto progresivo como fundamento absoluto de toda la 
estructura del sistema tributario. 
Su señoría se extraña de que yo haya citado las au-
toridades. . . { E l Sr. Azcdrate: No es eso, señor Minis-
tro, no me extraña) científicas de que he hecho mención, 
en apoyo de mi tesis, pero ¿cómo no las había de citar, 
dada la autor idad universalmente reconocida que 
tienen? 
El Sr. Azcárate insiste en lo que ha sostenido ya va-
rias veces, esto es, en defender los impuestos directos 
y exponer su opinión contraria á los indirectos. Y yo, á 
mi vez, ratifico que los impuestos indirectos son el apo-
yo principal de todas las grandes Haciendas. E invoqué 
la autoridad de Cohn y Wagner, grandes financieros 
alemanes, catedrático el primero de Gottinga, y el se-
gundo de Berlín, que defienden y sostienen la justicia, 
conveniencia y necesidad de la imposición indirecta. 
Cohn dice en su obra Tratado de la Ciencia de la 
Hacienda lo siguiente: «La esencia de la imposi-
ción sobre el consumo descansa en esto, en que busca la 
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medida de la capacidad para subvenir á las necesidades 
públ icas , en la constitución de las necesidades privadas 
de los contribuyentes.» { E l Sr. Azcárate: Me parece 
deplorable.) Pues lo dice Cohn, gran maestro de la 
Ciencia de la Hacienda. 
Y ahora oiga S. S. la opinión de Wagner. { E l señor 
Garriga: Ha dicho Bebel, el jefe de los socialistas ale-
manes.) Perdone S. S., el Sr. Azcárate se refirió á 
Wagner. { E l Sr. Azcárate: Esa era idea mía, lo decía 
yo.— Varios Sres. Diputados: Es Bebel.) Parece que 
ya no es Wagner ni Bebel, es el Sr. Azcárate. {Risas.) 
Lo que dice Wagner en varias obras, entre otras, 
en una monografía publicada en 1905, bajo el título «De 
la participación económica de los Ayuntamientos en las 
instituciones del Estado para la cultura general», es lo 
siguiente: «Desde hace largo tiempo se reconoce, cada 
vez con mayor generalidad, que bajo el influjo de doctri-
nas económicas parciales, de opiniones que eran prejui-
cios y banderines políticos, se ha ido demasiado lejos en 
Prusia. Los daños de estos impuestos (los de consumo) 
desde el punto de vista de su efecto de cargar, en ge-
neral sobre los consumidores, y en particular sobre las 
«clases humildes», han sido frecuentemente exagerados, 
y seguramente excesivamente generalizados, mientras 
que las ventajas financieras no se han estimado en 
lo que valían. Mediante una elección exacta, que es 
muy posible, de los artículos sujetos al impuesto, y me-
diante una determinación igualmente exacta de la ele-
vación de los tipos de gravamen, desaparecen total-
mente o se debilitan de una manera importantísima las 
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objeciones y reparos que se derivan del excesivo gra-
vamen de las clases bajas. Estas clases no pueden ordi-
nariamente quedar libres de todo impuesto, lo que ade-
más no sería justo, y el gravamen de las mismas por el 
Estado y por el Municipio se realiza con frecuencia en 
forma de impuestos indirectos mejor que con los direc-
tos, así para los contribuyentes como pará el Fisco.» 
Ya ve, pues, S. S., Sr. Azcárate, cómo Wagner no 
se muestra muy conforme con las opiniones de S. S. 
En cuanto á que los bienes muebles que posean en 
España los extranjeros estén sujetos al pago del im-
puesto, yo sólo diré á S. S. que hoy no lo están. Po-
dría citar varios casos, en especial el de un banquero 
arnigo de muchos de los Sres. Diputados, que por los 
valores muebles que poseía en España su padre, de na-
cionalidad francesa, no hubo de abonar nada en concep-
to de derechos de transmisión, por manifestarle la Ha-
cienda que no venía obligado á ello. 
Y al ser gravados en el dictamen los bienes muebles 
que los extranjeros posean en España, viene el Fisco á 
romper con el principio del estatuto personal, que tan 
funestamente ha inspirado todo nuestro derecho, y que 
no han tenido en cuenta otras naciones al someter al 
pago de los tributos allí existentes á los bienes muebles 
que en ellas poseen los españoles, como sucede en 
Francia, Inglaterra, Italia y Alemania. 
Su señoría, Sr. Azcárate, está conforme en que di-
chos bienes muebles tributen, pero propone que se es-
tablezca el principio de la reciprocidad, y en el dictamen 
se consigna que para que estén exceptuados dichos bie-
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nes del pago del tributo es necesario pactarlo en los 
Tratados. {E l Sr. Azcárate: ¿Y si no hay Tratados?) 
¡Que se hagan!, porque lo que yo quiero es que eso del 
pago del impuesto no se deje al arbitrio de los Gobier-
nos. Yo deseo que conste de manera expresa pactado; 
pues de otro modo, por las exigencias diplomáticas, po-
drían los Gobiernos eximir del impuesto á los bienes 
muebles que los extranjeros poseen en España. Y de 
ahí la razón de que yo sostenga la necesidad de votar 
el artículo tal como se halla redactado-
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Dos pala-
bras nada más, Sr. Azcárate. Insisto en lo dicho. Una 
cosa es la imposición progresiva general, que ya expli-
qué antes en qué consiste, y que es la que afecta á toda 
la estructura del régimen tributario, y otra distinta es el 
impuesto progresivo especial, o sea como impuesto sin-
gular, y para cuya ejecución hay tres sistemas, suscep-
tible cada uno de ellos de multitud de combinaciones: el 
impuesto progresivo por escala, que es el que existe en 
Inglaterra, sobre el conjunto de los bienes relictos, y el 
que se propone en el proyecto que se discute; el im-
puesto progresivo por deducción, que es el impuesto in-
glés, sobre la renta, y el italiano, sobre la riqueza mue-
ble, y el impuesto progresivo por clases, que es el im-
puesto prusiano y austríaco, sobre la renta. 
Y en cuanto á lo del impuesto progres 'oml, me ha 
de permitir S. S. le diga que técnicamente no hay más 
que dos impuestos: el proporcional y el progresivo. Lo 
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de progresional fué una denominación que lanzó en 
1857 á la circulación José Garnier, y que tuvo algunos 
adeptos en España, pero absolutamente ninguno en 
Alemania, no obstante ser esta Nación la cuna misma 
de los impuestos personales progresivos y la Patria de 
los fundadores y representantes de la moderna escuela 
financiera. Si progresional ha de significar algo, en 
contraposición á progresivo, es la acentuación de la 
progresión de las cuotas de imposición, precisamente lo 
contrario de lo que quería significar Garnier, que era la 
escala limitada, la supresión de la progresión, y hablan-
do técnicamente, la horizontal, ó sea la proporciona-
lidad. 
Insisto en que el impuesto progresivo general es 
cosa distinta del impuesto progresivo especial, y que 
no se debe olvidar lo que hicieron los Médicis en Flo-
rencia con la «décima scalato», arma de que se valieron 
para arruinar á sus adversarios y abatir las libertades 
públicas. 
Y por último, Sr. Azcárate, he de recordar á S. S. 
que, si bien es cierto que hay quien sostiene que el im-
puesto progresivo sólo cabe en los directos, porque 
el fundamento de éstos es que varía según la magnitud 
de la base, y que, por tanto, el Fisco viene obligado á 
saber, aun cuando no sea más que aproximadamente, la 
fortuna del ciudadano; también lo es que un gran maes-
tro de la ciencia de la Hacienda, Seligman, sostiene 
que el principio de la progresión se puede llevar á los 
impuestos indirectos, bastando para ello gravar más 
fuertemente lo superfino que lo necesario. 
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Creo que no dejo nada sin contestar. Si algo he 
omitido, Sr. Azcárate, dígamelo S. S. y tendré mucho 
gusto en subsanar la]omisión. 
DISCURSO 
del día 28 de Noviembre de 1910. 

DISCURSO 
pponuneiado en el Congreso pop el 
6xcmo. Sr. m i n i s t r o de Hacienda 
el día 28 de Noviembre de 1910. 
>mr< 
Haciendo el resumen de la discusión sobre la 
totalidad del proyecto de ley de reforma 
de la contribución de utilidades. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): No tema 
la Cámara que vaya á molestar su atención por mucho 
tiempo. No me propongo hacer un discurso, y sí única-
mente recoger las notas más salientes de este debate: 
He de empezar por decir á mi querido amigo parti-
cular el Sr. Bergamín que no es exacto que yo haya rec-
tificado, y por tanto abandonado los principios funda-
mentales que informanios dos proyectos de ley á que 
se ha referido S. S. en la última sesión ó sean, el del 
impuesto de derechos reales sobre las sucesiones y 
el que es objeto del presente debate. 
En el primero de dichos proyectos se establecían so-
bre las sucesiones dos impuestos: uno de carácter pro-
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gresívo, llamado de conjunto, sobre el total de la masa 
relicta; otro de carácter proporcional, sobre la cuota ad-
judicada á cada uno de los partícipes en la heren-
cia. Pero en vista de que la representación de la mino-
ría conservadora en la Comisión de presupuestos com-
batió desde el primer momento á sangre y fuego el im-
puesto de conjunto, y teniendo en cuenta que dicho 
proyecto, como los demás complementarios del de pre-
supuestos, tienen para su aprobación un plazo fatal que 
expira el 31 de Diciembre, y como gobernar es tran-
sigir, Sr. Bergamín, me resigné, no á abandonar y sí so-
lamente á aplazar el establecimiento de dicho impuesto 
de conjunto,'á condición de llevar la progresión al im-
puesto de cuota en la forma que establece la escala con-
signada en el dictamen de la Comisión. 
Es decir, Sres. Diputados, que el principio fun-
damental de dicho proyecto, que no era otro que el de 
la sustitución del principio de proporcionalidad por el de 
progresión, subsiste en el dictamen. ¿Dónde está, 
pues, Sr. Bergamín, esa rectificación, ese abandono de 
que ayer S. S. acusaba á este Gobierno? 
Además, yo debo recordar á S. S. lo ocurrido con 
motivo de la vigente ley francesa del impuesto sobre las 
sucesiones. El proyecto se había presentado por el Go-
bierno estableciendo el impuesto de conjunto. La ley 
hizo desaparecer dicho impuesto y acentuó la pro-
gresión en el gravamen de las cuotas, y á nadie se le 
ha ocurrido en el Parlamento francés dirigir á aquel Go-
bierno las censuras que S. S. ha tenido para éste. 
Y ahora voy á ocuparme del dictamen que se discu-
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te. Las Compañías fabriles anónimas, ó comanditarlas 
por acciones, están por la legislación vigente sometidas 
al pago, no de la contribución industrial, sino de utilida-
des; y se da el caso de que un número grande de So-
ciedades se viene sustrayendo al pago del tributo. No 
satisfacen contribución industrial porque, como acabo de 
decir, no están sujetas á ella, y no pagan por utilidades 
porque éstas, ó no existen en los balances que presen-
tan, ó tienen escasa importancia. Yo podría citar muchos 
casos, pero me limitaré ahora á decir que la Plaza 
de Toros de Madrid, que venía pagando por industrial 
81.000 pesetas al año, pago en 1909 por utilidades 360 
pesetas. 
Pues bien; para evitar todos estos abusos, partí 
y parto del principio, que no podía abandonar ni aban-
donaré jamás, de que la Hacienda necesita una cuota 
fija que tenga el carácter de anticipo y mínimo de pago 
de la contribución por utilidades, tarifa 3.a No se 
me ocultó que la contribución industrial no era el medio 
más adecuado y eficaz para conseguirlo, ya porque los 
signos exteriores que constituyen la base en dicha con-
tribución son pésimo instrumento de gravamen para las 
grandes Empresas que tienen su representación princi-
pal en las Sociedades anónimas, ya también porque no 
existe correspondencia entre la contribución industrial y 
la de utilidades, toda vez que son, Sr. Bergamín, com-
pleta y totalmente distintas, porque si bien es cierto que 
ambas gravan los rendimientos de la Empresa, los ren-
dimientos probables, la industrial y los efectivos la otra, 
también lo es que cuando el Estado le dice á un 
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fabricante «tú tienes en tu fábrica mil husos y por ellos 
debes pagar tal cuota», no se detiene á preguntarle si el 
capital con que adquirió aquellos husos es suyo, si es 
de su exclusiva propiedad ó lo ha pedido prestado; y en 
cambio, en la de utilidades, se descuentan los intereses 
del capital prestado, puesto que el gravamen pesa única 
y exclusivamente sobre las utilidades que el contribu-
yente obtiene con su propio capital y con su tra-
bajo y dirección como empresario. 
Ya veis, pues, Sres. Diputados, que es sustan-
cial, esencialísima, la diferencia que existe entre la 
contribución industrial y la de utilidades. 
Pero corno yo me encontré con que el estado 
de cosas creado por el partido conservador con iniciati-
vas ministeriales, traídas una y otra vez al Parlamento, 
estaba orientado en ese sentido de la contribución 
industrial, consigné en mi proyecto la compatibilidad de 
arnbas cuotas, si bien la de industrial había de compu-
tarse al hacerse la liquidación por las utilidades, y si la 
cuota que en este concepto hubiera de pagarse fuese 
nula, igual ó menor que la satisfecha por industrial, 
quedaría firme y subsistente el pago de ésta. 
Ahora bien; al enterarse del contenido del proyecto, 
los interesados, esto es, las Sociedades anónimas y 
comanditarias por acciones, y después de celebrar va-
rias reuniones y una gran asamblea en esta Corte, 
como es público y notorio, designaron una Comisión 
para que en representación de todas ellas me hiciera sa-
ber sus aspiraciones. Esa Comisión, procediendo con 
una corrección exquisita, digna de todo encomio y ha-
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ciéndose cargo de la realidad, me manifestó que dichas 
Sociedades no regateaban el nuevo sacrificio que por la 
fuerza de las circunstancias se les exigía, pero que de-
seaban que se realizara sin vejaciones innecesarias; 
que al establecerse la compatibilidad de las cuotas 
de industrial y utilidades, se les imponía la molestia de 
una doble inspección é investigación, y que, para 
evitarla, proponían pagar una cuota fija con el carácter 
de anticipo y mínimo de pago de la contribución sobre 
utilidades de 3 por 1.000 de su capital las Sociedades de 
fabricación, y de 6 por 1.000 las demás, y claro 
es, Sres. Diputados, que como esta propuesta es-
taba dentro del principio mantenido en mi proyecto, no 
tuve el menor inconveniente en aceptarla. ¿Dónde está, 
pues, Sr. Ber^amín, la rectificación que según S. S. se 
ha hecho del principio que informa el proyecto por 
mí presentado? (Muy bien). 
Para evitar dudas é interpretaciones se consigna en 
el mismo dictamen lo que ha de computarse como capi-
tal que servirá para medir la cuota al 3 y 6 por 1.000; 
pues en el art. 3.° se dice que dicho capital lo formarán 
las siguientes partidas: la cantidad desembolsada á 
cuenta del valor de las acciones, y tratándose de Socie-
dades comanditarias, además, el valor de. las aportacio-
nes de los socios colectivos de las mismas, teniendo en 
cuenta en su caso las reducciones del capital social le-
galmente acordadas; el importe de las reservas, y por 
último el importe de las amortizaciones extraordinarias, 
excepto aquellas que responden á depreciaciones o 
pérdidas, asimismo extraordinarias, de los elementos 
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del capital de la Sociedad, y que tendrán la considera-
ción, de amortizaciones extraordinarias, tratándose de 
las Sociedades de fabricación, todas las amortizaciones 
en cuanto excedan de las cantidades concedidas por la 
ley, que, como sabéis, Sres. Diputados, son el 15 por 
100 para el material industrial de las de fabricación, y 
el 5 por 100 para las demás, según así se determina en 
la regla 3.a del art. 50 del Reglamento de utilidades de 
18 de Septiembre de 1906, y en el Real decreto de 8 de 
Abril de 1908. 
La determinación del capital de una Compañía mer-
cantil puede dar siempre dos cantidades distintas: una, 
la que representa la masa social responsable de las 
obligaciones sociales, y otra, la que representa los 
valores efectivamente aplicados en cada momento al fin 
social. La cuota al 3 y 6 por 1.000 del capital tiene, 
como ya dije, el carácter de anticipo y mínimo de la de 
utilidades, y éstas, en cuanto dependen del capital, es-
tán relacionadas con la masa del mismo, aplicada al ne-
gocio; es decir, que lo que interesa determinar es 
la segunda de las magnitudes dichas. 
El capital aplicado al negocio de una Compañía está 
representado por dos factores: las aportaciones de los 
socios, y los beneficios acumulados. El primero es evi-
dentemente el capital desembolsado sobre las acciones 
en las Compañías anónimas, y la suma de las aportacio-
nes de los socios colectivos, más la comandita, repre-
sentada por acciones en las Compañías comanditarias. 
Puede ocurrir, sin embargo, que, por una reducción 
del capital social, sea éste menor que la cantidad primi-
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tivamente desembolsada ó aportada. Esta reducción, 
para que surta efectos legales, es preciso que esté acor-
dada en la forma y con los requisitos que deter-
mina el art. 168 del Código de Comercio y que se ins-
criba en el Registro mercantil; porque de otro modo, y 
según disponen los artículos 24 y 25 de dicho Cuerpo 
legab la reducción no surtirá efectos para tercero más 
que en lo favorable. Esta es la explicación de la primera 
partida que aparece en el art. 3.° del dictamen para 
la computación del capital. 
Los beneficios acumulados pueden estar representa-
dos por las reservas y por las amortizaciones extraordi-
narias. En cuanto á las primeras, no hay necesidad 
de explicación alguna; son fondos acumulados de los 
beneficios sociales que aumentan prácticamente el capi-
tal de las Compañías. 
Más complicada es la cuestión de las amortizaciones 
por su variedad grande. Los principales casos son los 
siguientes: 
1. ° Amortización de las propias acciones.—Es 
evidente que, salvo una reducción del capital social 
de que ya he hablado, esa amortización debe com-
putarse, según así se desprende del art. 166 del Código 
de Comercio. 
2. ° Amortización de obligaciones.—La computa-
ción de estas amortizaciones es indispensable, toda vez 
que ellas aumentan el capital efectivo en la misma pro-
porción en que disminuyen las obligaciones; y 
3. ° Amortización del valor de los elemento?, pro-
ductivos del negocio.—Lo? elementos de producción 
— 140 — 
están sujetos á deterioro, depreciaciones y pérdidas 
que necesariamente han de amortizarse; esas son las 
amortizaciones ordinarias, que no se computan porque 
á ellas corresponde una disminución efectiva de los ele-
mentos que integran el capital. Pero cuando la amorti-
zación excede de la cantidad determinada por la ley, 
puede ocultar el importe efectivo del capital, lo cual se 
demuestra en este ejemplo: una Compañía minero-
metalúrgica tiene 10 millones de capital-acciones y re-
servas á que corresponde en el activo del balance: mi-
nas, un millón de pesetas, fábricas y talleres, siete mi-
llones; productos en almacén, un millón; cuentas deu-
doras, 900.000 pesetas; caja, 100.000; total, 10 millones 
de pesetas. Dicha Compañía destina de los beneficios 
un millón de pesetas á la amortización de la mina que 
sigue existiendo y produciendo, y el capital aparecerá 
entonces como la suma de las demás partidas, esto es, 
menor en un millón, si no se computa la amortización de 
la referida mina. 
Esta clase de amortizaciones es de toda evidencia 
que debe computarse, pues hasta formalmente se las 
puede hacer pasar del activo al pasivo, á sumar con el 
capital, acciones y las reservas, sin alterar la cuenta de 
«Beneficios». 
Y ya que de esto me ocupo, lie de decir al Sr. Ber-
trán y Mu si tu que el caso á que aludía S. S. en su dis-
curso de la última sesión no se refiere á amortización de 
capital, y sí á una conversión, á una sustitución de deu-
da, por lo cual es claro que no podría computarse, así 
como tampoco debe hacerse con las amortizaciones pro-
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cedentes de pérdidas; por ejemplo, una Sociedad tiene 
una fábrica; ésta es destruida por el fuego, y la amorti-
za; es indiscutible que tal amortización no puede com-
putarse en el capital. 
En el proyecto á que se refiere el dictamen que se 
discute se proponía también que las Sociedades regula-
res colectivas, las comanditarias simples y, en general, 
todas las que persiguieran un fin lucrativo, y que hoy 
están sometidas al pago de la contribución industrial, 
pasaran á contribuir por utilidades. ¿Quién duda que 
esto es lo que debe ser?; y digo más: que á la contri-
bución de utilidades hay que someter á todos, no 
ya á esas Sociedades,, sino á los mismos particulares. 
Estoy seguro, Sr. Marqués de Cortina, que la con-
tribución de utilidades dará grandes resultados cuando 
la Administración cuente con todos los resortes y ele-
mentos necesarios, con el suficiente personal idóneo y 
con estadísticas del tributo y cuando el contribuyente 
tenga mayor cultura, y entonces se llegará seguramente 
á exigir las cuotas de dicha contribución al tipo máximo 
de 6 por 100. (May bien.) 
Pero no se puede desconocer que á las Sociedades 
regulares colectivas no se las puede llevar á tributar 
por utilidades sin preparación y contra su voluntad, 
puesto que muchísimas de ellas, por su escasa impor-
tancia, no llevan contabilidad, y la inspección é investi-
gación serían completamente ineficaces. 
Por estas consideraciones, cuando los interesados 
tuvieron la bondad de visitarme y me manifestaron uná-
nimemente que preferían que se les elevara la cuota in-
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dustrial en dos décimas, á pagar por utilidades, no tuve 
inconveniente alguno en aceptarlo. 
En cuanto á la rebaja de cinco centésimas, de 
que habla el art. I.0 del dictamen, responde al pensa-
miento de igualar tipos de tributación que deben ser 
idénticos, y que hoy se hallan enormemente distancia-
dos entre sí. Las Compañías comanditarias simples 
y las regulares colectivas tributan al 5 por 100 próxima-
mente; ese es, en efecto, el tipo que sirve para deter-
minar las cuotas de la tarifa 3.a de la contribución 
industrial y de. comercio, y aunque en la práctica el tipo 
queda algo por bajo de su importe nominal, puede ad-
mitirse que las dos décimas que actualmente recargan 
las cuotas y el premio de cobranza, producen una com-
pensación efectiva. Las Compañías comanditarias por 
acciones y las anónimas que ejercen las mismas indus-
trias de la tarifa 3.a de la contribución industrial, tribu-
tan al 6 por 100 más la décima; en suma, el 6,60 
por 100. Yo rebajo media décima y quedan al 6,30, 
y como de otra parte recargo en dos décimas la cuota 
de industrial, quedarán en adelante prácticamente igua-
ladas todas las Empresas fabriles, cualquiera que sea su 
forma, á poco más del 6 por 100. 
El apartado B del mismo número de la tarifa de uti-
lidades, á que también alcanza la rebaja de las cinco cen-
tésimas, comprende las Compañías de tranvías, cuyo 
tipo de tributación resulta de 13,20; las Compañías de 
ferrocarriles tributan á tipo mucho menor, y, en buen 
número de casos, la diferencia en el terreno económico 
no justifica tal diversidad. Yo reduzco ahora lo que pue-
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dor media décima, y estoy dispuesto á rebajar más en 
cuanto no comprometa con la rebaja el interés de la Ha-
cienda. (Muy bien, muy bien.) 
Y respecto á lo que el Sr. Bergamín manifestó 
acerca de las Sociedades extranjeras, yo sólo diré que 
el artículo está redactado en la única forma en que se 
podía redactar, y que no alcanzo cuáles puedan ser las 
reglas que han de servir de base para la fijación del ca-
pital que dichas Sociedades dediquen á sus negocios en 
España. 
El Sr. Bergamín parecía preocuparse de las posibles 
injusticias á que podía dar lugar el gravamen de las su-
cursales de Sociedades extranjeras por todo el capital 
social. Esa preocupación no es enteramente infundada; 
pero no debe tampoco exagerarse; no se olvide lo que 
aconteció á nuestro primer Instituto de crédito con oca-
sión del intento de establecer una sucursal en Pa-
rís, caso recordado aquí por el Sr. Marqués de Cortina. 
Ni podemos perder de vista la dirección firme y re-
suelta de la Administración del income-tax inglés de ir 
extendiendo el tributo á las Compañías extranjeras por 
todos sus beneficios. 
El Sr. Bergamín se lamentaba de que no se hubiera 
traído al dictamen la fórmula consignada en el art. 10 
del proyecto de ley de 30 de Abril de 1908. 
Esa fórmula, Sr. Bergamín, ni por su pensamiento, 
ni por su forma, ni por la construcción de la escala re-
gresiva que contiene, puede ser aceptada, como voy á 
demostrar. 
El indicado art. 10, dice así: «Las agencias 6 sucur-
__144 — 
sales de las Sociedades extranjeras establecidas en Es-
paña o que se establezcan en lo sucesivo y que se de-
diquen al comercio o á la industria, satisfarán una cuota 
fija proporcional al capital total social de la Sociedad, 
con sujeción á la siguiente escala: 










De 100 000.000. ámás . 
De 75 á menos de 100. 
De 50 á menos de 75.. 
Da 25 á menos de 50.. 
De 5 á menos de 25... 
De 1 á menos de 5 






















«Liquidado el impuesto de utilidades que les corres-
ponde satisfacer por el beneficio líquido que resulte de 
los balances o declaraciones juradas, pagarán tan sólo 
lo que excediere de dicha cuota.» 
La dificultad primera que se ofrece es la de saber si 
las cuotas son una por sucursal ó una por Sociedad. El 
artículo no lo dice. Sin embargo, la interpretación única 
admisible es la de una cuota por sucursal, porque á ese 
principio responde la construcción regresiva de la 
tarifa. 
— 145 — 
Los gravámenes, calculados por las cuotas de Ma-
drid y Barcelona, se mueven entre un mínimo de 0,8 y 
un máximo de 10,0 por 1.000, y no hay más que. leer 
dicha tarifa para ver que, á medida que es mayor el ca-
pital, la patente es proporcionalmente más pequeña. 
¿Por qué? Porque se supone que, á mayor capital, ma-
yor número de sucursales; así, lo mismo si se trata del 
comercio al por menor de artículos de consumo que 
si se trata de material ferroviario. 
Y en cuanto á la construcción de la escala sólo diré 
que entre el mínimo y el máximo de gravamen hay en 
la mayor parte de los grados de la escala diferencias de 
400, y más de 400 por 100 en los tipos de gravamen. 
Y, por último, en algunos casos, el gravamen es 
¡del 41 por 100! 
El Sr. iglesias (D. Dalmacio) censuró en su discurso 
de la otra tarde el que la capitalización de fincas rústi-
cas se hiciera al 5 por 100, fundándose en que dichas 
fincas no producen más que el 3. Olvidaba el Sr. Igle-
sias que aquí de lo que se trata es única y exclu-
sivamente de fijar la relación media entre el valor 
de renta y venta en los registros fiscales, o, como hoy 
se dice, en el Avance catastral, á que el dictamen 
se refiere expresamente. 
Estoy bien seguro que S. S. no habría dicho lo que 
ha dicho, si hubiera en aquel momento tenido en 
cuenta que las Instrucciones de 23 de Octubre de 1901 
dicen que la renta se deducirá del valor cuando no 
conste expresamente, tomando como tipo medio esa 
misma vigésima parte de aquel valor, que ahora sirve 
10 
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de base en el dictamen para restablecer el capital. 
También censuraba S. S. el impuesto del 3 y del 6 
por 1.000, por entender que ese impuesto era sobre 
el capital. Pero, Sr. Iglesias, ¿no sabe S. S, que los im-
puestos se dividen en nominales y reales'? ¿Que los no-
minales son los que tienen base y fuente distintas, 
y los reales los que las tienen idénticas? El impuesto de 
que se trata es un impuesto nominal: la base por 
que se mide es el capital, y la fuente de donde se paga, 
la renta. 
Y voy ahora á honrarme recogiendo las principales 
indicaciones hechas en su discurso por mi querido amigo 
y correligionario el Sr. Marqués de Cortina. Contes-
taré sólo á las de índole general, .pues las demás las 
examinaremos y serán discutidas cuando llegue el mo-
mento oportuno, que será al ponerse á debate el dicta-
men relativo á ingresos; pero no por ello he de dejar de 
expresar ante todo al Sr. Gómez Acebo la gratitud in-
mensa que las benévolas frases y los lisonjeros juicios 
de S. S. despiertan en mi espíritu. Su señoría ha esta-
do injusto en el elogio de mi persona, porque yo no he 
hecho absolutamente nada que merezca elogios de 
nadie. Yo llegué al Ministerio de Hacienda y no me pro-
puse otra cosa que cumplir con mi deber; no he hecho 
más que estudiar, que poner al servicio de mi país 
lo poco que sé y mi grandísima voluntad para servirle. 
De manera que ni he hecho nada que merezca gratitud, 
ni aun habiéndolo hecho podría derivarse de ello la gra-
titud del país, ya que sólo se trataba del cumplimiento 
de mi deber. No obstante, le agradezco mucho á S- S. 
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la bondad y la benevolencia que conmigo ha tenido. 
No tengo por qué ocultar que estoy conforme 
con muchísimas de las cosas que ha dicho S. S. Lo que 
hay, Sr. Gómez Acebo, es que precisa que asente-
mos la planta en el terreno de la realidad, en el terreno 
de los hechos. Por lo demás, ¿quién duda que muchas 
de las afirmaciones que ha hecho S. S. han me-
recido casi la unanimidad de asentimiento del Parla-
mento-
Y á proposito de esto, S- S. nos citaba aquí el caso 
de Inglaterra y de otros países respecto de las herencias, 
respecto de. los capitales; ¿no es esto? Yo ya en otra 
ocasión, discutiendo sobre otro proyecto de ley, decía 
que era necesario, cuando se discutían estas cosas, que 
tuviésemos en cuenta la realidad, que no olvidásemos 
que nosotros somos españoles y estamos en España, 
Y que la estratificación social de España no es la in-
glesa, porque en Inglaterra hay muchísimos archimillo-
narios, muchos millonarios y una gran clase media; y en 
cambio aquí hay unas cuantas grandes fortunas, muy es-
caso número de buenas fortunas, una clase media, muy 
reducida, y, en cambio, una masa enorme de prole-
tarios. De suerte que por no tener en cuenta esto, 
se echa de menos la justificación de esas diferencias 
que con tanta elocuencia exponía S. S. á la conside-
ración del Parlamento. 
En un punto estamos completa y totalmente dis-
tanciados; en la cuestión del superávit. Yo, Sr. Gómez 
Acebo, lo he declarado no una, sino tantas cuantas ve-
ces he tenido ocasión para ello; yo sostengo que es ne-
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cesario á toda costa, por encima de todo, mantener, no 
solo la nivelación, sino los sobrantes en los presupues-
tos. Porque yo estimo que sin eso no se podrá llegar á 
la consolidación del crédito, porque creo que sin eso no 
podrá entrar España en la corriente del crédito europeo; 
será, en una palabra, un pueblo moderno. 
Decía el Sr. Gómez Acebo: «¿Qué importa que pa-
sen dos o tres años con déficit?» ¡Ah, Sr. Gómez Ace-
bo, importa! Eso—decía yo en una interrupción—es pe-
ligroso, porque sin querer nos puede volver á aquellos 
tiempos anteriores á 1900, á aquellos tiempos en que de 
cincuenta presupuestos sólo cuatro se liquidaron con su-
perávit, y con superávit, pequeño: y en cambio, los 
cuarenta y seis restantes, con déficit, cuyo promedio 
fué, durante aquellos cincuenta años, de 79 millones 
anuales. 
Eso me espanta., eso me produce una impresión ex-
traordinaria, y por eso yo trabajo con ahinco, trabajo 
con fe, con la mira puesta siempre en el superávit, por 
evitar el déficit; y no me contento con la mera nivela-
ción, sino que quiero superávit. Si es mucho, si es gran-
de, mejor; si no puede ser grande, me contentaré 
con uno modesto. 5 
El Sr. Gómez Acebo hacía cuentas para demostrar 
que yo no necesito apretar tanto al contribuyente. ¿Por 
qué? Porque, decía, y repito, mi gratitud por los elogios 
inmerecidos que con motivo de esto ha tenido la bon-
dad de dirigirme S. S., gracias á la acción de S. S. se 
aumentó la recaudación en lo que llevamos de año 
en 30 millones con relación al anterior. 
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Es verdad; pero no confundamos los factores, no in-
volucremos esto con el presupuesto de 1911. 
Los Sres. Diputados recordarán, porque yo tuve es-
pecial cuidado de hacerlo constar así tantas cuantas ve-
ces se me ha presentado la oportunidad, que el partido 
liberal, cuando vino al Poder, se encontró con que es-
taba rigiendo por autorización el presupuesto de 1909, 
el cual se había liquidado con 33 360.000 pesetas de dé-
ficit, no por culpa ciertamente de la gestión del partido 
conservador, sino por culpa de sucesos que ni pudo 
preverlos ni evitarlos: por la guerra de Melilla, que 
costo unos 54 millones de pesetas; y siendo el déficit de 
35.360.000 pesetas, es claro que de no hacerse tal 
gasto el superávit hubiera sido mayor de 18 millones de 
pesetas. 
Pero, en fin, el hecho, sea por lo que quiera, el he-
cho doloroso, el hecho triste para el crédito de España 
es que el presupuesto de 1909 se ha liquidado con dé-
ficit, lo que no quería yo que volviera á ocurrir en 1910, 
por lo que antes indicaba á S. S.; porque estimaba que 
eso era peligroso, peligrosísimo para el porvenir, y por 
ello me presenté á la Cámara y con toda sinceridad, 
como debe hablarse siempre, sin ocultar nada, con 
la cabeza levantada, dije al Parlamento: con cargo 
al presupuesto de 1910 hay que pagar 12 millones 
de pesetas contraídos y no pagados en 1909 con motivo 
de la guerra; con cargo al presupuesto de 1910 hay que 
abonar otros 7.500.000 pesetas como consecuencia de 
las leyes de reforma de Correos y Telégrafos y Comu-
nicaciones marítimas votadas en 1908; hay asimismo 
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que satisfacer lo que significa el aumento del contin-
gente de 85.000 á 115.000 hombres; aumento que fué 
preciso, absolutamente necesario, que se hizo impres-
cindible, no sólo por los sucesos de Melilla, sino por-
que era y es necesario que nuestro ejército tenga las 
unidades orgánicas precisas, y que todas ellas estén de-
bidamente nutridas para que sea una verdad y resulte 
eficaz la instrucción militar. Había, además,, en el presu-
puesto de 1910 que pagar los gastos ocasionados con 
motivo de la nueva organización que fué preciso dar á 
nuestro ejército en Melilla y á la policía indígena, para 
asegurar, no solo los territorios ocupados, sino también 
nuestras propias posesiones, hasta tanto que un acuerdo 
con el Majzen suministrara las garantías adecuadas; era 
preciso asimismo satisfacer con cargo á 1910 los gastos 
derivados de la compra del material de campaña, de la 
reconstrucción del antiguo,, de las fortificaciones, etc., 
etc.; y, en fin, había que abonar con cargo al repetido 
presupuesto en ejercicio, 17.978.000 pesetas, por no 
ser suficiente el crédito de 17.972.000 consignado 
en el presupuesto de 1909, para el cumplimiento de 
la ley de 1908, relativa á construcciones navales, civiles 
é hidráulicas. 
Es decir, que los gastos militares y los de estas 
construcciones venían á formar un total de unos 81 mi-
llones. Y yo decía: ¿es procedimiento financiero de sin-
ceridad el que estos 81 millones que proceden y derivan 
de gastos de carácter extraordinario, de guerra y de 
construcciones navales y civiles, vayan á pesar sobre 
el presupuesto ordinario de 1910, rompiendo el equili-
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brio entre los ingresos y los gastos, y haciendo apare-
cer el déficit en proporciones mucho más alarmantes 
y graves que las del año 1899? 
Eso á mi juicio produciría graves perturbaciones, 
haría despertar en todos, nacionales y extranjeros, 
la duda, la sospecha de que rectificábamos la conducta 
seguida desde 1900 acá y volvíamos á sistemas anterio-
res á esa fecha, en que empezó la reconstitución de 
nuestra Hacienda. 
Y pedí al Parlamento que autorizara la emisión 
de obligaciones del Tesoro por 81 millones de pesetas, 
como en efecto lo hizo; pero yo, Sres. Diputados, no 
he necesitado negociar de esa suma más que 45 millo-
nes, y me esfuerzo por recaudar lo más posible en 
este año, para ver si libro al país de los nuevos gravá-
menes que necesariamente determinaría la negociación 
del resto de aquellas obligaciones, con la carga de inte-
reses de bastante importancia. Van recaudados 30 millo-
nes más que el año anterior, y si tenemos la fortuna de 
obtener en el mes de Diciembre más aumento todavía, 
se aplicará todo ello, Sr. Marqués de Cortina, á liqui-
dar el presupuesto de 1910. 
No hablemos de la cantidad mayor y menor que 
vaya á producir el proyecto de derechos reales, porque 
esto lo discutiremos cuando se trate de los ingresos; 
pero sí he de decir á la Cámara, y con esto termi-
no, que me importa recordar que el Sr. Presidente del 
Consejo, no una, sino repetidas veces, siempre, ha de-
clarado que él y que este Gobierno, sobre todo él, 
que claro es que puede continuar con otros Minis-
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tros que no sean los actuales, es incompatible con 
el déficit; y esto que el Sr. Presidente del Consejo 
ha dicho constantemente, está en contradicción con 
lo que S. S. le atribuye; y yo, como él, sostengo la ab-
soluta necesidad de asegurar por todos los medios, 
y cueste lo que cueste, la nivelación. Es claro que 
al país toca hacer el sacrificio; pero crea el Sr. Mar-
qués de Cortina que entre el esfuerzo que de la Nación 
se solicita para que no haya déficit, y las venta-
jas enormes que para ella representa la consolida-
ción del crédito, yo estimo que la elección no es du-
dosa. (May bien.) 
DISCURSO 
del día 1.° de Diciembre de 1910. 

DISCURSO 
pronunciado en el Congreso pop el 
Cxcmo. Sr. TTíinistro de Hacienda 
el día 1° de Diciembre de 1910. 
Resumiendo el debate 
totalidad sobre el dictamen referente a l provecto 
de ley de reforma del impuesto de transportes. 
— < ) 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): ¡Qué si-
tuación tan crítica, tan difícil y tan triste es la del Mi-
nistro de Hacienda! De un lado, requerimientos impe-
rativos del deber, de la necesidad de velar por la nive-
lación del presupuesto; de otra parte, reclamaciones de 
una porción de intereses que se creen lesionados injus-
tamente. Yo quisiera que la Cámara se hiciese cargo de 
la situación del Ministro de Hacienda. 
No es que el Ministro de Hacienda tenga un empe-
ño de amor propio gusto y complacencia de estrujar al 
contribuyente como decía la otra tarde el Sr. Marqués 
de Cortina, no; el Ministro de Hacienda se encuentra 
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frente á un problema que necesariamente ha de resolver. 
Todos os levantáis, Sres Diputados, á defender los in-
tereses de vuestras respectivas comarcas; todos recla-
máis contra las reformas del Ministro de Hacienda; 
llegáis algunos á decir que no os importaría que á 
condición de que se atendieran vuestras peticiones se 
liquidara el presupuesto con déficit. Pero jqué pronto 
pasarían estas impresiones!; cuando transcurrido el año 
viérais que el déficit era una realidad, ¿qué no diríais, 
y con razón, del Ministro de Hacienda? 
Yo os lo confieso con toda sinceridad; nadie siente 
más que yo el tener que recurrir á los medios que la 
imperiosa necesidad me ha obligado á emplear. Yo 
quisiera poder complacer á todos, poder atender todas 
las reclamaciones; pero me hallo constreñido por la ne-
cesidad absoluta de mantener la nivelación del presu-
puesto; y para mantenerla, estoy dispuesto á todo, ab-
solutamente á todo; sino lo consigo, no será por falta 
de voluntad ni porque haya dejado de hacer cuanto á 
mi alcance estaba. 
Y dicho esto, vamos á concretarnos á la materia ob-
jeto de este debate: impuesto de transportes. 
He dicho en otra ocasión que la prodigalidad en las 
exenciones de tributos es perjudicial; lo es por varias 
razones; porque merma los ingresos del Tesoro; porque 
desnaturaliza el impuesto; porque lo desacredita. Ese 
descrédito nace de que no hay nadie que pueda creer 
en la justicia de un impuesto del que se exime á una 
gran masa de ciudadanos. Y es un hecho de evidencia 
notoria, que las leyes de 1904 y de 1907 han estable-
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cido un sin numero de exenciones, ya absolutas, ya re-
lativas en el impuesto de transportes. 
No es que yo censure la obra de aquel Ministro, al 
contrario, creo que hizo bien, yo, en su caso hubiera 
hecho lo mismo. Pero es que las circunstancias por que 
atravesaba la Hacienda en aquellos momentos no son 
las circunstancias presentes. Por otra parte, no hay que 
relegar al olvido sobre todo por lo que se refiere á los 
transportes marítimos que en algunas de las disposi-
ciones que establecieron esas exenciones se dijo que 
estas serían transitorias, lo cual revela claramente que 
el Gobierno se proponía estudiar la forma, el sistema, 
el medio más adecuado y eficaz de conseguir el fomen-
to de la exportación y del tráfico directo. 
Después las Cámaras votaron, el Rey sancionó y la 
Gaceta publicó la ley de Comunicaciones marítimas. 
En esa ley se conceden primas de construcción, primas 
y subvenciones de navegación, se suprime el impuesto 
de transportes en la descarga de mercancías en cierto 
tráfico, se rebajan los derechos sanitarios, se disminu-
yen los derechos obvencionales de los cónsules, y se 
otorgan, en fin, otra porción de concesiones y de bene-
fios á la navegación. Y yo creo que es un principio al 
que no se puede faltar, el de la justicia distributiva del 
impuesto, y este principio se opone á que la navegación 
continúe disfrutando de este doble trato de favor que 
hoy tiene. 
Dicho esto, vuelvo á lo que antes indicaba de que 
el Sr. Osma, cuando estableció, por las leyes de 1904 
y de 1907, las exenciones en el impuesto de transpor-
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tes, hizo muy bien, procedió con el criterio de un buen 
Ministro de Hacienda. Porque yo reconozco que todo 
lo que sea evitar las dificultades del transporte, que to-
do lo que sea aliviar de gravámenes, favorece la pro-
ducción y el consumo, Hizo bien el Sr. O sin a porque las 
circunstancias en que se encontraba el Tesoro no 
eran las actuales. 
Entonces los presupuestos se liquidaban con impor-
tantes sobrantes, era natural que el Sr. Osma se preo-
cupara, en primer término, de lo que se refiere á los 
transportes, pero hoy la situación de la Hacienda es 
muy distinta, hoy necesita acudir al contribuyente y 
exigirle un nuevo sacrificio á fin de mantener la nivela-
ción de el próximo presupuesto. 
Y al pedirle sacrificios al contribuyente, yo tuve que 
llamar también á las puertas del impuesto de transportes, 
con tanta más razón, cuanto que este impuesto llegó áren-
dir 23 millones de pesetas sin que jamás haya habido ni 
controversias ni reclamaciones, ni expedientes. Y es-
to, Sres. Diputados, era muy natural, porque cuando se 
adeuda por toneladas, ya lo comprenderéis, el grava-
men es muy llevadero, poco duro, ligero, poco sensible; 
en realidad, viene atener las apariencias de mero dere-
cho de estadística. 
Más aún: dentro de la necesidad imprescindible de 
acudir á este recurso, no restablezco íntegramente to-
dos los gravámenes, puesto que continúan las exencio-
nes de las leyes de 5 de Abril y 6 de Diciembre de 1904 
que suprimieron el impuesto en el comercio de cabotaje 
á los carbones minerales y cok, á los trigos y demás 
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cereales y sus harinas, ganados, patatas, garbanzos y 
legumbres secas, carbones vegetales, leñas y abonos, 
conservo estas excepciones para favorecer el tráfico de 
abastecimiento de las poblaciones de nuestro litoral. 
Aparte de esto, aún no se restablecen íntegramente 
las tarifas para los aceites, vinos, cereales y frutas que 
que se exportan tanto á Europa como á los pueblos de 
América. El impuesto que en la ley de 1900 era de 5, 
2,50 y 2 pesetas respectivamente, quedará reducido á 
1 peseta. 
Ahora bien; es necesario que nos hagamos cargo de 
la realidad; es preciso que el país sepa la significación 
efectiva de ese gravamen, porque después de oir el dis-
curso elocuente del Sr. Santa Cruz, se podría creer 
se trata de una carga insoportable. ¿Y sabéis cuanto 
importa? Cero diez por hectólitro de vino, ó quintal mé-
trico de aceites ó de frutas. Los barriles de uvas, que 
generalmente pesan 25 kilogramos se gravarán con dos 
y medio céntimos, las cajas de naranjas, que por térmi-
no medio pesan 85 kilogramos, con 8 céntimos. 
Ahora la Cámara juzgará si este tipo de gravamen 
es o no llevadero, si püede perjudicar la exportación de 
esos productos en la forma que ha indicado el Sr. San-
ta Cruz {Muy bien muy bien.) Yo, que desde el fondo 
de mi alma aplaudo al Sr. Santa Cruz por el entusias-
mo con que defendió los legítimos intereses del país 
que le vió nacer, no puedo menos de rogar al propio 
tiempo á los Sres. Diputados que no se dejen arrastrar 
por la elocuencia imponderable del Sr. Santa Cruz, que 
vean la cuestión que se debate á través del prisma ilu-
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sorio y siempre engañoso de los apasionamientos, sino 
que por el contrario procuren examinarla á través del 
prisma acromatizado de la razón y de la realidad. 
Y voy ahora á tratar de los kilométricos señor Gó-
mez Acebo. 
Yo agradezco á S. S. con toda mi alma, como á todos 
los Sres. Diputados á quienes se les ocurran solu-
ciones prácticas que proporcionen recursos al Tesoro, 
las indicaciones que ha tenido la bondad de hacer. Pero 
no exageremos, Sr. Gómez Acebo; pongamos las co-
sas en su punto. 
Más antes he de referirme á otra indicación hecha por 
el Sr. Espada. Parecía desprenderse del discurso de 
S. S. que la elevación del gravamen de los billetes por 
kilórnetros perjudicará el tráfico á distancia. No, no está 
en lo cierto S. S. 
¿Cual es la base, Sr. Espada, para pedir el impues-
to de que se trata? El precio del billete kilométrico co-
mo del ordinario. Pues bien; en un mismo viaje por la mis-
ma línea, en el mismo tren y en el mismo coche, con 
kilométrico y con billete ordinario, el titular del kilomé-
trico paga la mitad del impuesto de transporte que el 
portador del billete ordinario {E l Sr. Marqués de Cor-
tina: ¡Naturalmente!) Así por ejemplo, el Sr. Gómez 
Acebo y yo hacemos un viaje á Barcelona S. S. lleva 
un kilométrico y yo un billete ordinario; S. S. paga por 
su kilométrico por impuesto de transporte 10 pesetas, 
y yo por el mío 20 próximamente. 
¿Por qué he rectificado lo que consigné en el pro-
yecto respecto al recargo sobre los kilométricos de 
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primera y segunda clase, y respecto la exención de él á 
los de tercera á diferencia de lo que se propone en el 
dictamen? Este cambio se funda en la consideración de 
los efectos conexos dentro de la economía nacional. 
A las compañías de ferrocarriles que tienen material 
moderno de tercera clase, ¿no es verdad que al no im-
poner el gravamen á los kilométricos de tercera clase 
se les coloca en unas condiciones de desigualdad ex-
traordinaria, á que no hay derecho? Eso equivaldría á 
cruzar las relaciones de medición de sus tarifas, si se 
estableciera el gravamen para los billetes de primera y 
segunda clase y no para los de tercera, se rompería la 
relación de los precios de los de esta clase y de los de 
{El Sr. Marqués de Cortina: Yo no le he censurado á 
S. S. por eso.) 
Cierto; pero contesto al Sr. Espada, que se extraña-
ba de que en el proyecto no se extendiera á los billetes 
de tercera el gravamen, y en el dictamen sí. Voy ahora 
á contestarle á S. S. ¿Es ó no cierto Sr. Gómez Acebo, 
que el billete ordinario de tercera clase paga por im-
puesto de transporte el 25 por 100? ¿Y le parece bien á 
S. S. que el pobre obrero que, en busca, de trabajo va 
de un punto á otro, y necesita comprar un billete de ter-
cera pague el 25 por 100 de impuesto { E l Sr. Marqués 
de Cortina: ¡que me ha de parecer bien!) Está bien; pe-
ro no ha dicho S. S. nada contra ello. Pues mientras 
ese obrero paga el 25 por 100, el rico por su kilométrico 
de primera, clase para viajar y para divertirse, paga 
sólo el 10 por 100. 
Esto es evidentemente injusto. E l Sr. Marqués de 
n 
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Cortina: si el obrero trae familia?) ¿Dejará, Sr. Gómez 
Acebo, de resultar una enorme injusticia? El hecho no-
torio es que el billete de tercera clase ordinario paga 
25 por 100, y el kilométrico de primera 10, y esto, re-
pito, no es justo. 
Creo, además, que S. S. está equivocado, y que 
no por eso se venderá menor número de billetes kilo-
métricos { E l Sr. Marqués de Cortina-. No los habrá,) 
¡Ya lo veremos! Pero comprenda S. S. que cuando he 
traído este proyecto, es por que lo he estudiado y he 
tenido á la vista los datos; y claro es que debo dar ma-
yor autoridad á esos y perdóneme S. S., que á las su-
posiciones de S. S. 
Tiene razón el Sr. Gómez Acebo; según los cálcu-
los, eso significa 2 millones de pesetas; y yo pregunto, 
Sres. Diputados: si por. un lado rebajo del proyecto 
2 millones de pesetas; si por otro prescindo del millón 
y pico que representa la concesión hecha á la exporta-
ción de los aceites, vinos y frutas, y al mantenimiento 
de las exenciones del cabotaje, ¿á que queda reducido 
el proyecto?, qué recursos voy á obtener? Yo pido á la 
Cámara que tenga esto en cuenta; que reflexione, que 
tenga siempre por norma y criterio la casi seguridad de 
que si se siguen regateando los ingresos, el presupues-
to se liquidará con déficit. {Muy bien.) 
PRINCIPALES MANIFESTACIONES 
del día 2 de Diciembre de 1910. 

P^inCIP^LES MATílFE5T(ñCI0nE5 
hechas en el Congpeso pop el 
Cxctno. 5r . TTlinistro de Hacienda 
el día 2 de Diciembre de 1910. 
Con motivo de la discusión del 
articulado del proyecto de ley, de reforma del 
impuesto de transportes. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Antes de 
contestar concretamente á la pregunta que ha tenido la 
bondad de dirigirme el Sr. Marqués de Cortina, me im-
porta, para justificar una vez más cuanto en la tarde de 
ayer he tenido el honor de exponer á la Cámara, leer 
los siguientes datos para que los señores Diputados 
juzguen. 
«Mientras los valores de los billetes suben rápida-
mente de 77,4 millones en 1903 á 82,3 en 1905 y 84,3 
en 1906, el impuesto ha bajado de 13,7 millones en 
1903 á 12,9 en 1907, y á 13 escasos en 1906. Es decir, 
que sin alterar los tipos de gravamen, el importe me-
dio del impuesto respectivo del valor del billete ha ba-
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jado desde 17,6 por 100 en 1003, á 15,7 en 1905 y á 15,3 
escasos en 1906. Como se ve, el año de 1904 es de 
crisis para el impuesto, ¿porqué? por la implantación de 
billetes kilométricos. En 1903 se liquidaron por la cuo-
ta general próximamente 77.3 % total del valor de los 
billetes, y solo 22.4 por la tarifa de excepción; en 1905 
los billetes de excepción habían subido á 42 2 /3 por 100 
los del tipo general habían bajado á 57 xk por 100, y 
el descenso continúa, amenazando gravemente los ren-
dimientos del impuesto.» 
Por lo que veis, Sres. Diputados, lo que resulta de. 
estos datos, es que lo que perjudica muy notablemente 
al rendimiento del impuesto de transportes son los bi-
lletes kilométricos. 
Y dicho esto, y como yo lo único que quiero es que 
las concesiones que se hagan no lleven aparejado el 
peligro de la desnivelación del presupuesto, no tengo el 
menor inconveniente en aceptar la segunda propuesta 
del Sr. Marqués de Cortina, esto es, que los billetes 
kilométricos y circulares se graven con el 15 por 100 en 
vez del 25 que se establece en el dictamen, y que se 
autorice al Gobierno para que en el caso de que de la 
liquidación del primer trimestre del ejercicio económico 
no resulte recaudada la cantidad proporcional á la que 
se calcula como ingreso por este tributo, eleve dicho 
impuesto de 15 por 100 hasta el 25. 
¿Es esto? Pues queda aceptado. Ya veis, Sres. Di-
putados, que yo no estrujo al contribuyente por el solo 
placer de hacerlo, como decía el Sr. Gómez Acebo. 
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El Sr. Ministro de HACIENDA: (Cobián): Nada 
más que para hacerme cargo de la última indicación del 
Sr. Marqués de Cortina, la cual justifica que esos bille-
tes son de lujo, que el impuesto sobre ellos debe ele-
varse al 25 por 100. {E l Señor Marqués de Corti-
na: No.) 
Además no hay que perder de vista que más del 50 por 
100 de los billetes kilométricos que se expenden son 
de primera {E l Sr. Marqués de Cortina'. Los pordiose-
ros de levita.) Serán los pordioseros de levita; pero 
crea S. S. que ese es un dato muy elocuente. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Al empe-
zar ayer mi discurso, tuve el honor de afirmar que es-
taba plenamente convencido de que todo lo que sea 
atenuar las dificultades para el tráfico y rebajar los gra-
vámenes es conveniente para el desarrollo de la pro-
ducción, del tráfico y del consumo. 
Quise dar á entender con ello que este proyecto es 
de los que no tienen otro fundamento que la ley de la 
necesidad fiscal, y lo he dicho sinceramente, s;n amba-
jes ni rodeos. El impuesto de transportes, en el cual 
hizo el Sr. Osma reducciones grandes, por los años 
1904 y 1907 {E l Sr. Osma: El Sr. Osma, no; las 
Cortes con el Rey.) 
Es natural, Sr. Osma; pero ya sabe S. S. que es 
frecuente, cuando se trata de una ley, citarla por el nom-
bre del Ministro que presentó el proyecto de la misma. 
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Pues bien; en ¡a tarde de ayer afirmé, yenello me ratifico 
hoy, que S. S. hizo bien realizando entonces desgrava -
clones en el impuesto de transportes; pero yo tengo la 
seguridad de que si S. S. no fuera el autor de esas re-
bajas de 1904 y 1907, y se encontrara actual nente en 
este banco, no las propusiera hoy ¿Por qué? Porque 
aquellas circunstancias déla Hacienda eran muy distintas 
de la situación presente. Entonces no tenía necesidad 
S. S., como decía con gráfica frase el Sr. Gómez Ace-
bo, de apretar los tornillos al contribuyente; porque 
aquellos presupuestos se liquidaban, por fortuna, con 
grandes excedentes. Pero ¿es este el caso actual, señor 
Osma? ¿Son esas las presentes circunstancias? ¡No! 
Por eso, aun estimando yo que es convenientísima pa-
ra la producción, para el tráfico y para el consumo la 
supresión del impuesto de transportes, no he tenido más 
remedio que traer á la consideración y aprobación del 
Parlamento este proyecto. Yo declaro que he transigido 
en todo aquello que he podido; pero ya no puedo más, 
y comprenderá el Sr. Osma que como he transigido 
hasta ahora, transigiría en este otro punt), si me fuera 
posible, con gran satisfacción; pero créame S. S., 
no puedo. 
Lo que decía el Sr. Osma es exactísimo; aquí van 
á quedar perjudicadas las hortalizas. Pero yo digo, se-
ñor Osma, que no puedo sacrificar .de los ingresos que 
calculo obtener por este proyecto más que la cantidad 
que representan las modificaciones introducidas por el 
dictamen de la Comisión y por la parte aceptada de la 
enmienda de S. S. Que todos los interesados se pon-
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gan de acuerdo, que como buenos hermanos procuren 
que ese beneficio se extienda á todos, que yo en eso 
no tengo inconveniente alguno; lo que yo no puedo es, 
después de haber llegado al límite de las concesiones, 
traspasar ese límite, y por ello tengo que declarar con 
pena con grandísima amargura, que no me es posible 
aceptar la enmienda de S. S. por lo que se refiere á las 
hortalizas. 
Esto, Sres. Diputados, no es un capricho; es que 
este extremo representa cerca 400.000 pesetas, y yo no 
puedo prescindir de ese ingreso. He renunciado ya á 
unos 2 millones de pesetas, y dejo á la consideración de 
la Cámara si es posible pedir más transigencia y sacri-
ficio al Ministro de Hacienda. Pero eso no obsta para 
que yo me preocupe hondamente de buscar la forma de 
que el beneficio que se otorga á los demás artículos á 
que aquí nos hemos referido alcance también á las 
hortalizas. 
Yo le aseguro al Sr. Osma, yo empeño mi palabra an-
te el Parlamento, que en el próximo presupuesto para 
1912, que tengo el proposito de hacer, Dios mediante, 
reduciré o suprimiré, si puedo, el impuesto de transpor-
tes para las hortalizas. 
Decía el Sr. Osma que el impuesto de transportes 
es antieconómico. Ya sabe S. S. cómo yo pienso. Lo he 
dicho ayer; lo acabo de repetir, pero es necesario tener 
en cuenta que, en general, no hay ningún impuesto que 
no sea antieconómico contra la economía particular; 
porque todos disminuyen la fortuna del contribuyente y 
todos restringen el consumo. 
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El Sr. Osma se lamentaba también en la forma adop-
tada, primero en el proyecto, y más tarde en el dicta-
men, en lo tocante al restablecimiento de las exencio-
nes del impuesto de transportes. No crea el Sr. Osma 
que esto se ha hecho por habilidad. ¡Qué habilidad, se-
ñores, si el proyecto de ley no se presenta á personas 
indoctas; si se hace para traerlo al Parlamento! Se ha 
hecho porque son tantas (S. S. lo decía hace un mo-
mento), son tantas las exenciones, que su enumeración 
completa en el proyecto llenaría varios pliegos de 
papel. 
Esta es la sencilla explicación, el por qué de la for-
ma del proyecto y del dictamen de la Comisión. 
Y nada más Sr. Osma. pues yo confieso que la si-
tuación del Ministro de Hacienda defendiendo este pro-
yecto es difícil —ya ve S. S. si hablo con toda lealtad— 
esto no tiene más defensa que la ley de la necesidad; 
y termino rogando al Sr. Osma que se dé por satisfecho 
con la admisión de la enmienda en la forma que la Co-
misión ha expuesto. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián:) Insisto en 
el ofrecimiento que ayer he hecho, y que he repetido 
esta tarde, refiriéndome al próximo presupuesto; pero 
como no tengo ningún interés en que si no son precisos 
para la nivelación del presupuesto se exijan esos ingre-
sos, propongo á la Cámara una resolución análoga á la 
que le propuse al Marqués de Cortina: una autorización 
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al Gobierno para que si durante el primer trimestre del 
ejercicio de 1911 se confirman los cálculos relativos á 
la posible recaudación por dicho tributo, el Ministro de 
Hacienda pueda suprimir el impuesto de transportes 
sobre las hortalizas que se exporten, tanto á Europa 
corno á los puertos de América. {Muy bien.—Apro-
bación de todos los lados de la Cámara.) ¡Yo no 
puedo hacer más, señores! 
Esa autorización al Ministro puede consignarse en 
la ley misma. Porque yo, Sres. Diputados, ¿que persi-
go? ¿Asegurar la nivelación? ¿No me hacen falta esos 
ingresos? Pues con alma y vida los renuncio porque 
creo que, en efecto, es, no conveniente, sino necesario 
y el argumento que hacía el Sr. Azcárate es tan lógico, 
que sobre él no cabe discutir. La misma cifra que repre-
senta el impuesto de transporte de las hortalizas, y que 
se eleva á cerca de 400.000 pesetas, demuestra la enor-
me suma de toneladas que se exportan al año. 
Si á la Cámara, pues, le parece bien mi propuesta, 
tendré una gran complacencia en ello. (May bien.) 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Como yo 
Sr. Crespo Azorín, estoy dispuesto á cumplir lo que 
ofrezco, y por eso procedo siempre con gran cautela 
para no ofrecer lo que no puedo cumplir, me veo en la 
necesidad de no aceptar la propuesta de S. S. 
Acepté lo de la autorización relativa á las hortalizas, 
porque alimento la esperanza, que creo no he de 
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sufrir la dolorosa decepción de ver frustrada, de que las 
circunstancias me permitirán realizarlo; y como estoy 
seguro, dados los cálculos hechos, de que las reduccio-
nes que propone S. S. no será posible hacerlas, tengo 
el sentimiento de no poder aceptar esa propuesta. {E l 
Sr. Crespo Ázorin: Es que en este caso era para man-
tener el statu quo.) 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Nada más 
que dos palabras. Es necesario que la Cámara sepa que 
la excepción que se establece en el dictamen respecto 
de los tapones, es una excepción que se consigna por 
primera vez, es decir, que no se trata de restablecer lo 
que estaba prohibido. { E l Sr. Albert: Pero que debía ha-
berse hecho.) Por ello á pesar de las circunstancias en 
que se encuentra el Ministerio de Hacienda, y que le 
obligan á recargar á todos los contribuyentes, ha acce-
dido á la pretensión de S. S. {E l Sr. Albert: Lo que 
agradezco mucho.) ¿Que más puede desear S. S.? Creo 
que ya es bastante concederle la exención respecto de 
los tapones y de los residuos. En cuanto á la relativa 
al cuadradillo no puedo aceptarla por afectar grande-
mente á los términos de otro problema, planteado des-
de hace tiempo, y que no es este el momento oportuno 
de abordar.» 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Ese ar-
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íículo tiene una explicación muy lógica y muy justa. 
Sabe el Sr. Gandarias que el valor del mineral, que 
forma la base del impuesto, es una diferencia entre el 
que tiene en el punto de destino y los gastos de trans-
porte desde el almacén hasta aquel punto. Pues bien; 
si para estimar el valor sobre el que ha de pesar el tri-
buto no se le computan al minero los, gastos de trans-
porte, si estos valores quedan libres y exentos del im-
puesto, ¿no será una injusticia, Sr. Gandarias, que el 
minero que tiene un ferrocarril no pague el impuesto de 
transportes? Nada más. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Crea el 
Sr. Azcárate que si las circunstancias por que atravesa-
mos no fuesen tan críticas ni apremiantes, habría inten-
tado alguna reducción en el impuesto de transportes 
de los minerales, repito que no he podido realizarlo por 
las circunstancias difíciles en que me encuentro; pero 
yo opino como el Sr. Azcárate, estoy conforme con 
S. S. y tenga la seguridad de que inmediatamente que 
los tiempos varíen realizaré lo que ahora he tenido el 
proposito de hacer. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Ruego al 
Sr. Garriga que retire la enmienda. Ya estudiaremos 
eso, es un aplazamiento, ya veremos lo que se puede 
hacer más adelante. 
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del día 6 de Diciembre de 1910. 

DISCURSO 
pponurieiado en el Congreso por el 
Cxcmo. 5r . TTlinistro de Hacienda 
el día 6 de Diciembre de 1910. 
— . 
Resumiendo el debate sobre la totalidad 
del proyecto de ley, de reforma de la 
contribución territorial. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Mi propó-
sito, Sres. Diputados, es hacer el resumen del debate 
sobre la totalidad del dictamen que se está discutiendo; 
pero antes me creo en la necesidad imprescindible 
de decir algunas palabras sobre la grave cuestión que 
se ha suscitado incidentalmente, con motivo de la cues-
tión del voto particular del Sr. Bergamín. 
Si el Catastro es la descripción completa, detallada 
y valorada de toda la propiedad territorial de la Nación, 
y es la carta geográfica de su superficie, es innega-
ble, Sres. Diputados, que tiene una grandísima impor-
tancia la realización de ese trabajo. 
Por medio de interrupciones, me parece haber ex-
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presado mi opinión de que, en efecto, conforme en un 
todo con la del Sr. Azcárate y con la de otros Sres. Di-
putados, entiendo que esa es función privativa de la so-
beranía del Estado; pero creo también necesario que 
esta .cuestión se debata en forma. 
Estimo que después de haber sido alegada por 
el señor presidente de la Comisión, en la tarde de ayer, 
la excepción dilatoria, ya no debíamos haber insistido 
en este debate. El señor presidente de la Comisión 
lo dijo claramente: promuévase el debate en forma re-
glamentaria, en términos en que puedan aportarse to-
dos aquellos elementos, todos aquellos medios precisos, 
para formar cabal juicio acerca de punto de tal impor-
tancia y de tan grande interés para la Nación española, 
y entonces la Cámara examinará y resolverá. Sobre 
esto no tengo más que decir. 
Con el proyecto que se discute yo me he propuesto 
cuatro fines: primero, el dar á la contribución territorial 
la elasticidad de que hoy carece; segundo, procurar po-
ner término á la injusticia que actualmente impera, 
y merced á la cual se beneficia el defraudador á costa 
del que no lo es; tercero, dar unidad á los tipos de gra-
vamen, hoy tan diversos, y, por último, estimular 
la comprobación de los Registros fiscales. He aquí 
la cuádruple finalidad que persigue el proyecto que se 
discute. 
Dar la elasticidad de que hoy carece á la contri-
bución territorial. 
¿Quién duda que la contribución territorial está 
estancada? ¿Quién duda que está apresada, férrea-
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mente sujeta por el cupo fijo, y que por virtud de este 
cupo fijo no puede, á medida que aumenta 6 disminuye 
la capacidad contributiva, aumentar ó disminuir la con-
tribución? Romper de una vez esas ligaduras es el pri-
mer fin de mi proyecto. 
El cupo fijo. Lo decía el Sr. Rodés; lo decía el se-
ñor Carner: Desde la ley de 1845 que estableció 
la contribución territorial, viene ésta siendo contribución 
de cupo. Es decir, que la cantidad que debe contraerse 
es fija, y que los tipos varían, como cocientes que 
son de dividir el cupo por la riqueza imponible. En esa 
misma ley de 1845 se preceptuaba que el cupo se fijaría 
anualmente por las Cortes. 
La ley de Presupuestos del 88 al 89 fijó el cupo en 
166.757.000 pesetas, cantidad que invariablemente 
ha venido figurando en todos los presupuestos hasta el 
de 1893-94, en que se dispuso que tributara fuera 
de cupo la riqueza oculta descubierta por virtud y 
á consecuencia de lo dispuesto en el Real decreto de 9 
de Febrero de 1893; pero vino la Real orden de 1.° de 
Abril de 1896, y esa Real orden mandó que se incorpo-
rara á las respectivas secciones la riqueza oculta descu-
bierta, modificando de esta suerte lo dispuesto en la ley 
de Presupuestos de 1893-94. E hizo más esa Real or-
den: fijar el cupo en 170 millones. ¿Cómo se ha forma-
do ese cupo que no ha votado el Parlamento? Esto es lo 
que yo necesito exponer á la consideración de la 
Cámara. 
Se ha formado del siguiente modo: Cupo fijo de la 
ley de Presupuestos del 88-89, 166.757.000 pesetas; al-
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tas por registros fiscales aprobados, 981.072; suma to-
tal comprendida en los estados de repartimiento, 
167.738 072, riqueza urbana tributando fuera de cupo 
por virtud de b dispuesto en la ley de Presupues-
tos del 93-94, y reintegrada al repartimiento á tenor de 
la Real orden de 1896, 1.418.297, total, 16). 156.369. 
La Real orden redondeando sin duda la cifra, fija 170 
millones. Era necesario que el Parlamento conociera el 
por qué de ese cupo fijo, cuya aprobación se propone 
ahora á la Cámara, para que sea en lo sucesivo el cupo 
fijo del Reino. 
Y esto me lleva como de la mano á tratar de 
otra cuestión importantísima y transcendental de que se 
ha ocupado el Sr. Rodés y también el Sr. Carncr: de 
los repartimientos. ¡Es verdad! ¿Por qué no decirlo, si 
á ella nos debemos? ¡Es cierto que en los repartimien-
tos se cometen injusticias, é injusticias evidentes! Inde-
pendientemente de las arbitrariedades que se realizan 
en los pueblos, está en la propia constitución y mecanis-
mo del repartimiento la causa de su injusticia fun-
damental. Por eso yo quiero recordaros corno se hacen 
los repartimientos. 
Cupo fijo, 170 millones. De esta cantidad hay que 
deducir la correspondiente á la parte del concierto 
con las provincias Vascongadas y los dos millones 
de Navarra. Por la cantidad que resta tienen que 
contribuir las provincias no aforadas., en esta forma: Se 
rebaja primero la suina de las cuotas de los Registros 
fiscales al tipo de 17,50, después la de la primera sec-
ción de urbana, al mismo tipo, y la primera sección 
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de territorial al de 15,50; y quedan dos secciones: 
la segunda de urbana y la segunda de rústica. Se dedu-
ce el importe de la segunda de urbana al tipo de 21,50, 
y el resto es lo que en realidad se reparte, en la segun-
da sección de rústica, allí es adonde va lodo lo indecli-
nable. He ahí explicada la razón de cómo está aprisio-
nada la contribución por el cupo fijo, de cómo está es-
tancada y no puede crecer. Pero como mis opiniones 
particulares nada valen y carezco de autoridad para 
imponerlas, voy á limitarme, por lo que á punto tan im-
portante se refiere, á recordar lo que un distinguido pu-
blicista dice de nuestro repartimiento de la contri-
bución. 
Los registros fiscales de urbana se aprueban y 
ofrecen un aumento que sube hoy á unos 40 millo-
nes de pesetas. Se comprueban estos registros y ofre-
cen nuevos aumentos que exceden hoy de 13 millones 
de pesetas, el avance catastral, consumiendo millones, 
estima la riqueza rústica de un pueblo, la de una pro-
vincia. . . todo inútil. 
Los registros fiscales aprobados y los comprobados 
producen un aumento de ingresos desde que se dan las 
altas correspondientes hasta que empieza á regir un 
nuevo repartimiento, pues entonces el aumento que de 
allí se obtiene, se pierde en el cupo; es á restar de 
la carga de los demás pueblos ó riquezas. El avance ca-
tastral de un pueblo tampoco surte efecto, más que 
de contribuyente á contribuyente en el mismo pueblo; 
pues con arreglo á las leyes de 1900 y de 1906, el cupo 
de ese pueblo no se altera, sea cualquiera la cantidad 
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de riqueza descubierta, produciéndose de este modo 
enormes diferencias de tributación; el avance catastral 
de toda una provincia iguala á los contribuyentes de la 
misma y lleva consigo un tipo de equidad, pero so-
lamente para esos contribuyentes; pues los que pagan 
por reparto son aligerados de sus cargas, si hay 
aumento en el avance catastral de los demás pueblos, y 
al contrario, todo ello con arreglo al texto terminante de 
la ley de 1900 y al lamentable olvido padecido por el 
legislador en 1906. Como la ocultación es inmensa, 
pues los avances catastrales aprobados arrojan una 
cifra media de ocultación de 31,26 por 100, á saber: 
75.709.731 amillaradas, de 110.139.824 estimadas en 
los avances; esto es, un aumento medio de 45,48 
por 100; cada vez será menor la cantidad á repartir en-
tre los que no han querido descubrir su riqueza, ó sea 
que el régimen vigente representa la recompensa de los 
defraudadores, legalmente organizada. 
Y es verdad; aquí está pintado con toda fidelidad el 
cuadro, sin que se hayan recargado sus negras tintas. Y 
precisamente es uno de los fines esenciales del pro-
yecto el de romper ese cerco, el acabar con esa injusti-
cia legal apoyando el tributo en su base natural y 
propia, y dejándole moverse libremente á compás de la 
riqueza de que se paga. 
Vamos al tercer punto. Hay un número considerable 
de tipos de gravamen. La ley del 45. lo sabéis todos, 
había fijado un tipo máximo y único para toda la propie-
dad territorial y para todos los pueblos, sin distinción de 
rústica y urbana: el 12 por 100. Ese tipo se fué paulati-
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ñámente elevando por las leyes del 56, del 64, del 69, 
del 70 y del 72, hasta el 20, y uno más para gastos de 
recaudación y partidas fallidas, 
Pero siempre, como dije, para toda la propiedad te-
rritorial de España, para todos los pueblos. Mas vino en 
el año 1881 la reforma del Sr. Camacho, y estableció 
dos tipos: uno de 15 por 100 para los que decla-
ren su riqueza, más 1 por 100 para gastos de cobranza, 
y otro tipo, el de 21, para los pueblos que no presenta-
ran la declaración de su riqueza. El año 85 se suprime 
el equivalente de la sal, cuyo importe se refunde con 
la contribución territorial, y aquellos tipos se elevan á 
17,50 y á 23, respectivamente. La ley dijo que este 
arreglo tendría solamente carácter provisional, y que la 
Administración se preparaba para ir á la unificación de 
los tipos. Lejos de eso, la ley de 1887 aumentó el 
número de ellos, separando la riqueza rústica de una 
parte, y la pecuaria y la urbana de otra; para la riqueza 
rústica establece dos tipos* el de 17 y el de 22 para la 
primera y segunda sección, respectivamente, y para la 
urbana y la pecuaria otros dos: el de 17,50 y el de 23. 
La ley del 88 equipara la propiedad pecuaria á la rústi-
ca, y establece también dos tipos, el mínimum de 15,50 
y el máximum de 20,25, dejando subsistir para la urbana 
los antiguos. 
Iba á decir que estos son los tipos vigentes; es ver-
dad, pero no en número, porque aun hay más: el 
de 17,50 para el registro fiscal de urbana y el de 
14 para el avance catastral de rústica cuando está 
terminado en toda una provincia, y los innúmeros 
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tipos para aquellos pueblos pertenecientes á pro-
vincias en que no está terminado el avance catas-
tral, para esos, señores Diputados, asombraos, el 
tipo de gravamen varía entre el 1,72 y el 33 por 100. 
Dejo á vuestra consideración el número enorme 
de tipos de gravamen que tenemos, el cual produce 
confusiones é injusticias, y por lo cual en este proyecto 
se pretende unificarlos. 
La ley de 1906 dispuso que hasta tanto no se termi-
nara el avance catastral de toda una provincia, el 
Catastro no surtía efecto para ella en cuanto al cupo; 
de suerte que su efecto queda reducido á la mejor dis-
tribución del cupo entre los propietarios del Municipio, 
Y nada más; pues ni el Estado se beneficia con el au-
mento de riqueza descubierta, ni el contribuyente de un 
Municipio cuya riqueza es realmente inferior á la ami-
llarada viene á pagar el tipo justo. Y hasta cuando se 
termine el avance de una provincia, esos efectos 
son los que pudieran esperarse, porque el incremento de 
contracción en esas provincias se pierde totalmente 
para el Estado en las demás. 
Se realizó el avance catastral de rústica en la 
provincia de Albacete; resulto el tipo aproximado de 14 
por 100... {E l Sr. Martín Sánchez: Se hace para favo-
recer al propietario el Catastro.) Pues ¿qué duda cabe? 
No se puede poner en tela de juicio tal cosa. { E l señor 
Martín Sánchez: Lo digo en apoyo de lo que dice 
S. S.) No se había de hacer para favorecer al contribu-
yente y para favorecer al Estado, para que se pudiera 
descubrir la riqueza que había oculta y que oculta con-
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tinúa, y cuyo descubrimiento favorece al contribuyente 
de buena fe, puesto que tiene que pagar un tipo menor 
de gravamen. 
Decía. Sres. Diputados, que la ley de 1906 dispuso 
eso, y que en el proyecto se propone que no haya ne-
cesidad de esperar á que esté catastrada toda una pro-
vincia, para que surta efecto el catastro de aquél pue-
blo; y se dice, que todo pueblo que el 31 de Agosto 
tenga hecho su avance catastral de rústica, disfrutará de 
los beneficios que la ley le otorga, y pagará el 14. 
Pero decían los Sres. Rodés y Carner, «no es justo 
que no se lleve la cuota á los demás contribuyentes», y 
yo digo á SS. SS., no se lleva porque ese sería un sal. 
to en las tinieblas, por una razón sencillísima. ¿No de-
cía el Sr. Carner que hay muchos Ayuntamientos, 
y es rigurosamente exacto, que no tienen amillaramien-
to? Pues si no tienen amillaramiento, claro está que no 
constan de una manera fehaciente ni la riqueza que ha 
de tributar, ni la persona que ha de pagar el tributo. 
Más aún, hay Ayuntamientos que tienen amillaramien-
to, pero esos amillaramientos están plagados de false-
dades, falsedades en el nombre de las personas que en 
él figuran, falsedades en las fincas, falsedades en la to-
talidad de los líquidos imponibles, y yo digo; ¿qué me-
dios puede tener la Administración para llevar la cuota 
á todos esos pueblos que no tengan el avance catastral? 
No hay más que uno; decir: el líquido imponible para la 
cuota será en ese caso el que resulte del último repar-
timiento; pero yo dejo á la consideración del Sr. Car-
ner si sería lógico, si no resultaría una contradic-
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cion flagrante que se fuera á establecer el régimen 
de cuota asentándolo sobre el líquido imponible del re-
partimiento, que reconoce S. S. que está plagado 
de falsedades. { E l Sr. Carner. El medio que daba 
el proyecto del Sr. Besada.) A eso voy. ¿Por qué no se 
faculta á los Ayuntamientos para que puedan presentar 
las declaraciones de riqueza? Pues muy sencillo; es ne-
cesario que hablemos con claridad, porque resultaría 
una de estas dos cosas: o que tendría que pasar la Ad-
ministración por lo que dijeran esas declaraciones, 
y tenga S. S. la seguridad de que resultarían inferiores 
á lo amillarado, o habría de hacerse la comprobación 
por la Administración, gastando muchísimo dinero, dis-
trayendo el personal que tiene dedicado al avance ca-
tastral y desorganizando lo que hoy tiene organizado; 
aparte la perturbación que ocasionaría el que en un 
mismo Ayuntamiento en un mismo término municipal 
hubiera dos clases de contribuyentes. Estas son las ra-
zones que yo he tenido para no andar ese camino. 
Pero, además, me he inspirado en las lecciones 
del pasado, que deben servir á todo gobernante de 
provechosa enseñanza para el presente y para el porve-
nir. El año 1881 ya se hizo eso, el Sr. Camacho llevó la 
contribución de cuota á la sección primera de la contri-
bución urbana; y á pesar de haberlo circunscrito sólo 
á esa primera sección, ¿qué resultó? El más tremendo 
de los fracasos, y la ley de 1885 tuvo que volver otra 
vez á implantar el régimen de cupo fijo. 
Y vamos ahora, Sr. Martín Sánchez, á discutir 
el único punto que S. S. ha impugnado del proyecto, 
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que es el contenido en el art. 9.° del dictamen. 
La ley del Catastro dispone que la oficina encarga-
da de la conservación del Catastro se establezca donde 
estén los Registros de la propiedad que hoy, como to-
dos sabéis, se hallan en las cabezas de los partidos 
judiciales. 
El art. 9.° del dictamen dice que esas oficinas se es-
tablecerán en la capital de la provincia mientras no esté 
toda ella catastrada. Decía S. S., ¿á qué derogar eso? 
Tiene razón el Sr. Martin Sánchez. Yo discuto siempre 
con toda lealtad y con toda sinceridad. No se me ocul-
tó, al redactar este proyecto, que era" mucho mejor lo 
de la ley de 1906, pero me he encontrado con una gra-
ve dificultad, con la imposibilidad de realizarlo, y yo 
creo que á la ley hay que llevar lo que es de posible 
realización, no aquello que se sabe de antemano que no 
se puede ejecutar, por eso he puesto ese artículo en el 
proyecto que discutimos. 
El cumplimiento de ese precepto de la ley de 1906 
llevaría aparejado un gasto de importancia, no como 
decía el Sr. Martín Sánchez dejándose guiar de su buen 
proposito y de un gran optimismo, de unos 10 ó 12 pe-
ritos, ¡no!; piense S. S. en el número de partidos judi-
ciales que hay en España, que son 509, fíjese S. S. en 
que en cada una de estas oficinas ha de haber, cuando 
menos, el empleado principal, que lia de tener 1.500 pe-
setas de sueldo, y además un conserje o portero. Pues 
multiplique S. S. y verá el número extraordinario de 
miles de pesetas á que asciende. Y esto, suponiendo 
que un perito agrícola haya de tener á su cargo la con-
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servación del registro de urbana. {E l Sr. Martín Sán-
chez. En tres provincias nada más.) ¡Si no es eso! Su 
señoría no se ha fijado bien en la ley de 1906, porque 
no se refiere solo á cuando esté terminado el avance de 
rústica, sino que se incluye también el registro fiscal, y 
hasta que no estén los dos no se puede hablar de 
avance catastral; son los dos factores que lo integran, 
y en esas cuatro provincias no hay más que lo relativo 
á rústica, más no lo referente al registro de urbana. 
¿No es exacto? Por esto no se lleva á los partidos judi-
ciales, con arreglo á la ley, en esas cuatro provincias 
catastradas, la oficina de conservación, sino que se deja 
en la capital de las respectivas provincias. No se lleva 
á los partidos judiciales, porque aun faltan por hacer los 
trabajos del registro fiscal de urbana, y hasta que estén 
terminados no está hecho el avance catastral, que es á 
lo que se refiere la ley de 1906 en su art. 28. { E l señor 
Martín Sánchez, El 27.) 
El 27 dice que han de estar en las capitales de 
los partidos judiciales, y el 28 precisa y determina los 
documentos del avance catastral, y comprende los rela-
tivos á esos dos factores, de rústica y de urbana. 
Pero, además, aun cuando pudiéramos salvar esta 
dificultad, que yo creo grande, nos encontraríamos con 
otra mayor, ¿donde tenemos el personal práctico para 
esto, Sr. Martín Sánchez? No habría más remedio que 
distraerlo de las operaciones de realización del avance 
catastral, y entonces podría decirse que en vez de de-
terminarse en diez años como cálculo, se determinaría 
en quince ó diez y seis. 
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Pero, en fin, yo declaro que estoy convencido de la 
eficacia de esas oficinas de conservación, que la ley de 
1906 ordena que se establezca en las capitales de los 
partidos judiciales no tan sólo por lo que se refiere 
al avance catastral y aun al catastro parcelario, esto es, 
desde el punto de vista fiscal y jurídico del catastro, 
sino también y principalísimamente porque aspiro á que 
esas oficinas sean los verdaderos núcleos de la Admi-
nistración de Hacienda pública española para extender-
la y llevarla fuera de las capitales de provincia, porque 
hay que afirmar que la Administración no está hoy más 
que en las capitales de provincia, siendo necesario lle-
varla á los pueblos, y por eso precisamente me parece 
muy bien utilizar tales oficinas como núcleos para este 
propósito, porque sólo de esa manera podrá ser España 
un pueblo moderno. Ya lo decía hace un momento inte-
rrumpiendo al Sr. Rodés, lo que está fuera de toda 
duda es que la Administración municipal ha fracasado. 
¿Quién puede poner eso en tela de juicio? ¿No estamos 
viendo que no hay amillamientos, ni padrones de cédu-
las, ni matrículas de industrial ni ninguno de los docu-
mentos de la Administración? { E l Sr. Azcára te : ¡Ha 
sido la tutela de cincuenta años tan beneficiosa!) Señor 
Azcárate, yo no hago más que establecer el hecho, ha 
fracasado y no tengo más remedio que ver la manera 
de salvar esa situación, y el único medio que estimo efi-
caz es constituir esas oficinas, para que sean los nú-
cleos de la Administración de la Hacienda pública. 
(El Sr. Santa Cruz pronincia palabras que no 
se perciben.) Pero el Sr. Carner ¿no censuraba los re-
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partimientos? ¿No decía que no había amillaramientos? 
¿No decía que no había padrones de cédulas? Pues eso 
es lo que digo ahora, no digo más. 
De suerte que no aventuro ninguna opinión. (E l se-
ñor Carner: Y el Estado no tiene Catastro ni estadísti-
cas.) Está bien; como estoy tan penetrado de la impor-
tancia de esas oficinas, voy á proponerle á S. S., señor 
Martín Sánchez, una transacción. La ley que se discute 
dice: «las oficinas se constituirán ó establecerán en la 
capital de la provincia». Pues que diga la ley, «podrá 
el Ministro de Hacienda establecer en la capital de la 
provincia la oficina para la conservación del Catastro»; 
y de ese modo quedará el Ministro en plena libertad 
para si lo cree conveniente y tiene personal hacer 
lo que dispone la ley de 1903, llevándola á las cabezas 
de los partidos judiciales, y si el Ministro, por el con-
trario, estima que no es necesario ó conveniente ó ca-
rece de bastante personal, llevarla á la capital de la pro-
vincia. {E l Sr. Martín Sánchez: Conforme. Tengo 
la seguridad de que S. S. la llevará al Registro de 
la propiedad.) ¿Ve S. S. cómo discutiendo con sinceri-
dad y buena fe se llega pronto á un acuerdo? (El señor 
Martín Sánchez: Se convencerá S. S. de que esa es la 
clave de la ley de 1906: la conservación de los trabajos 
que se hagan.) 
Comprendo que estoy molestando demasiado la 
atención de la Cámara, y termino, Sres. Diputados, 
haciendo estas afirmaciones: con el proyecto que. se dis-
cute se da por primera vez elasticidad á la contribución 
territorial, en la mayor parte de los casos habrá mayo-
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res rendimientos, en otros bajará, pero será siempre 
inspirándose en una razón de justicia, no se favorecerá 
á un contribuyente en perjuicio de otro, no se benefi-
ciará al defraudador á costa de quien declara su rique-
za, y, por último, se estimulará la comprobación de los 
registros fiscales, pues no olvidéis que si el regis-
tro fiscal para el tipo de 17,50, que es el mismo tipo 
que paga la urbana de la primera sección, luego ¿qué 
interés han de tener los propietarios que están en 
la primera sección de urbana por que se forme, ni menos 
por que se compruebe el registro fiscal? Ninguno, por-
que pagan lo mismo. 
Para que haya un estímulo que facilite la comproba-
ción de los registros fiscales, que desgraciadamente 
ofrece dificultades, se establece en el proyecto el 17,50 
para los aprobados y comprobados, y el 18,50 para los 
que no están comprobados. Estimo que esto es un me-
dio de estimular la comprobación de los registros fis-
cales. 
Y no tengo más que decir, por lo que termino, 
pidiendo perdón á la Cámara por el tiempo que he 
molestado su atención. (May bien, muy bien.) 
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El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Ya sé yo 
que el Sr. Espada, al hacer la pregunta que acaba de 
formular, no perseguía más finalidad, ni tenía otro ob-
jetivo que realizar, que el de que las cosas constaran 
de una manera clara y terminante. Está muy bien. 
Es cosa rara lo que viene ocurriendo en la discusión de 
este presupuesto con la minoría conservadora, y ya es 
necesario que restablezcamos bien los hechos y que 
pongamos los puntos sobre las íes. 
Un día se levanta el Sr. Espada y hace creer á 
la opinión que aquí se han presentado distintos proyec-
tos de ley reformando los tributos y exigiendo un gran-
dísimo sacrificio al contribuyente para pagar la enorme 
cifra en que este Gobierno eleva los gastos del presu-
puesto; y es claro, esto para el Gobierno es de grave-
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dad suma, porque el país contribuyente, que no está en 
los pormenores de la cuestión, podrá creer fácilmente 
que esos 79 millones que hay de diferencia entre el pre-
supuesto de 1911 y el de 1909 son producidos por accio-
nes ó por hechos del partido liberal, y que para 
eso acudimos al país contribuyente, para que pague 
esos 79 millones; y no es así, Sres. Diputados, no 
es así. 
Nosotros hemos aumentado los gastos en unos 
9 millones de pesetas, y vamos á hacer la cuenta. 
{E l Sr. Espada: Es al contrario.) ¿Que no es eso, señor 
Espada? Pues oiga S. S. En el presupuesto de 1911 im-
portan los gastos, con los aumentos del Senado, 1.123 
millones. Y en el presupuesto de 1910, que rige por au-
torización y con el cual compara S. S. los gastos, 
suman 1.036 millones. Pero, ¡ah, Sr. Espada!, no es esa 
la cantidad; porque á esos 1.036 millones, cifra prevista 
en ese presupuesto, hay que añadir los 2 millones 
de pesetas que para cumplir una ley de SS. SS., la de 
reformas en Correos y Telégrafos, he tenido que pedir 
al Parlamento mediante un proyecto de crédito extraor-
dinario para el presupuesto de 1910; y para cum-
plir otra ley, la de Comunicaciones marítimas, tuve que 
solicitar del Parlamento otro crédito de 5 500.000 pese-
tas; es decir, 7.500.000 pesetas que hacen subir los 
1.036 millones á 1.043.711.000; 1.044 millones en cifras 
redondas. ¿Cuál es, pues, la diferencia efectiva del pro-
yecto de presupuestos respecto del presupuesto vigen-
te? De 1.044 millones á 1.123 van 79 millones en cifras 
redondas. 
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Pues vamos á ver cómo se descompone ese au-
mento. 
Primero, 20 millones que hay que llevar á este pre-
supuesto en cumplimiento de la ley de Construcciones 
navales, civiles é hidraúlicas. 
Segundo, 7 y medio millones para cumplir la ley de 
Comunicaciones marítimas, y 2 millones para la de re-
forma de servicios en Correos y Telégrafos. {E l Sr. Es-
pada:. Pero ha descontado antes S. S. 5 millones ) 
Pero, Sr. Espada, si estoy refiriéndome á los pre-
supuestos de 1911 y al de 1910. Es natural.. . { E l se-
ñor Espada pronuncia palabras que no se perciben.— 
E l Sr. Espada: ¿Me permite S. S. una interrupción?) 
Sí, señor. { E l Sr. Espada: Su señoría sostiene que no 
hay más que 81 millones de diferencia entre el presu-
puesto de 1910, prorrogado el de 1909 con los créditos 
adicionales, y el proyecto de 1911. ¿Por qué? Porque 
dice, 7 y medio millones de reducción. . . ) No; por los 
aumentos al actual. {El Sr. Espada: De aumentos hoy 
vigentes, que es reducción en el aumento positivo del 
proyecto. Esos 7 y medio millones se descomponen del 
modo siguiente: 5 y medio millones por la ley de Comu-
nicaciones marítimas, y 2 millones para Correos y Te-
légrafos, y ahora quiere S. S, descontar de los 81 mi-
llones otra vez siete millones y pico; es decir los 5 y 
medio millones de Comunicaciones y los 2 de Correos 
y Telégrafos. Por eso yo, empleando una locución vul-
gar, le decía á S. S. que son dos de la vela y de la vela 
dos.) No; no son dos de la vela y de la vela dos. 
¿Quiere S. S. hacer otro cálculo? Pues tomemos 
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como término de comprobación, no el presupuesto que 
está rigiendo por autorización, sino el presupuesto de 
1909 que han hecho SS. SS. Y resulta que el pre-
supuesto de 1909 importa también 1.044 millones; com-
parando con él el proyecto para 1911, resultan 79 millo-
nes de aumentos; y entraba yo en el análisis de las can-
tidades que integran esa diferencia, y decía: veinte mi-
llones de la ley de Escuadra. Dos millones de la refor-
ma de Correos y Telégrafos { E l Sr. Espada pronuncia 
palabras que no se perciben.) ¡Pero si para que 
no haya equivocaciones estoy haciendo la comparación 
con el presupuesto de 1909, en el que no existían esas 
partidas! De suerte que son 2 millones para la reforma 
de Correos y Telégrafos y 7 y medio millones, cifra 
que daba S. S. la otra tarde, para el cumplimiento de la 
ley de Comunicaciones marítimas; en suma, 30 millones 
próximamente. Pero S. S. se olvidaba de otra disposi-
ción legislativa también de aquel tiempo y que es el ar-
tículo 11 de la ley de Presupuestos de 1909, donde se 
dispuso que se elevase al presupuesto el crédito nece-
sario para el pago del personal de primera, con destino 
en las preventivas y correccionales, crédito que ascien-
de á cerca de 3 millones de pesetas. Ese es el art. 11 
de la ley de Presupuestos de 1909, y precisamente 
cuando yo hace días me ocupaba de este asunto, el se-
ñor Marqués de Figueroa me dijo: esa es cosa nuestra; 
eso se ordena por el art. 11 de la ley de Presupuestos 
de 1909, y á eso es á lo que voy. De modo que son por 
todos estos conceptos 33 millones próximamente. { E l 
señor Espada: Esa era una autorización). También era 
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una autorización la de los 2 millones para Correos 
y Telégrafos. 
Vamos ahora á la segunda parte. Yo no culpo á 
SS. SS. de la guerra de Mejilla, pero menos pueden 
SS. SS. culparnos á nosotros. De manera que SS. SS. 
no serán responsables de las consecuencias de esa gue-
rra, pero menos lo es este Gobierno. Y ¿qué resulta? 
Que el aumento del contingente, la nueva organización 
que fué preciso dar á las guarniciones de Melilla y á la 
policía indígena para asegurar no sólo los territorios 
ocupados, sino también nuestras propias posesiones, 
hasta tanto que un arreglo con el Majzen facilite las ga-
rantías adecuadas, determinan otro aumento de unos 34 
millones. 
Estos conceptos ascienden, corno digo, á unos 
34 millones, que sumados á los 33 millones anteriores 
forman un total de 67 millones de pesetas que son obli-
gaciones heredadas, no contraídas por nosotros, y esos 
67 millones son los que nos obligan á acudir al contri-
buyente, y á exigirle el grandísimo sacrificio que 
le pedimos, para evitar la desnivelación del presupues-
to. {Muy bien, muy bien). 
De. 67 millones á 79, ¿cuántos van? Doce. Va-
mos ahora á ver los conceptos á que responden. 
Un millón trescientas mil pesetas se destinan á satis-
facer los intereses de la deuda del 4 por 100 inte-
rior, emitida en los años 1908 y 1909, y el mayor 
importe de las declaraciones de haberes pasivos; 
800.000 pesetas, á que asciende el crédito para la con-
fección de los nuevos títulos de la deuda perpetua inte-
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ríor al 4 por 100, y de las hojas de cupones de la deuda 
amortizable al 5 por 100; un millón de pesetas para 
el pago de los intereses de los 45 millones de Obliga-
ciones del Tesoro que han sido negociadas. Suman es-
tas partidas más de 3 millones; 3 millones de cuyo au-
mento no es tampoco responsable este Gobierno; res-
tan, por tanto, uros 9 millones. 
Y en éstos es preciso recordar que están comprendi-
dos los créditos para el aumento de la Guardia ci-
vil y del haber del referido instituto y del Cuerpo 
de carabineros, para mejora de los sueldos de los coro-
neles, tenientes coroneles y comandantes del ejérci-
to; aumento de escuelas y adquisición de material cien-
tífico, mejora de jornal de los mineros de Alma-
dén, etc., etc. Véase si es ó no exacto lo que dije 
la otra tarde en una interrupción; que nosotros, en rea-
lidad, no habíamos aumentado el presupuesto en más de 
10 millones. Pues ahora rectifico, y digo que ni aun en 
eso, porque no pasan de 9. 
Y por ello puedo decir que para pagar esos 9 millo-
nes que constituyen en realidad nuestros aumentos, no 
habríamos necesitado poner mano en ninguno de los 
tributos, porque con sólo haber estimulado un tanto la 
gestión recaudatoria, se habrían conseguido esos millo-
nes, y no hubiera sido preciso venir á las Cortes en de-
manda de todas esas reformas de impuestos, y á exigir-
le al país el gran sacrificio que se le pide. Y como 
yo buscaba el puntualizar bien las cosas, para evitar 
que la opinión pública sea inducida á error, me he visto 
precisado á molestar la atención de la Cámara con 
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el recuerdo de estos hechos y de estas cifras. 
La segunda pregunta cuya contestación deseaba 
el Sr. Espada es la relativa á las obligaciones del Te-
soro. Teniendo en cuenta que se ha aumentado la 
recaudación este año respecto del anterior en cerca 
de 33 millones, aliento la esperanza de no tener que 
negociar más. { E l Sr. Espada; En este año.) Natu-
ralmente; en este ejercicio. {E l Sr. Saá rez Inclán, 
D. Félix: Pero nos pedía el Sr. Espada que consigná-
ramos los intereses de los 81 millones.) 
Podrán notar los Sres. Diputados la finalidad que 
persigue el Sr. Espada, que aparezca una gran cifra de 
gastos. Y es extraño, afán de abultar los gastos y afán 
de discutir los proyectos de reforma de los tributos mer-
mando los ingresos, ¿Qué queréis? ¿Adonde vais? ¿Qué 
os proponéis? {Muy bien, en la mayoría.) 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián); Necesita-
ría ser adivino para contestar á S. S., por una razón muy 
sencilla. En primer, lugar es necesario que tenga 
S. S. en cuenta que yo no sé si en el ejercicio que vie-
ne habrá necesidad ó no de negociar el resto. Yo des-
de luego estoy en el firmísimo propósito de que no se 
negocie ni un millón más. No sé si lo podré rea-
lizar, pero este es mi propósito por hoy. 
Además, hay otra cosa. Sabe S. S. que esas 
obligaciones son renovables, yo no sé si cuando llegue 
el término de las obligaciones se renovarán ó no, 
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no puedo decir á S. S., por tanto, á cuánto pueden as-
cender esos intereses. Por eso, á mi juicio,, el procedi-
miento más adecuado es el que ha seguido la Co-
misión, consignar en el presupuesto la cifra indispensa-
ble para el pago de los tres trimestres y ampliarla, por-
que no se sabe á qué cifra podrá luego extenderse 
el crédito. Creo, pues, que he contestado, no ahora, 
sino antes, con toda congruencia, precisión y cla-
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DISCURSO 
pfonuiieiado en el Congreso pov el 
Cxcmo. 5r . TTÍinistro de Hacienda 
el día 3 de Noviembre de 1910. 
«»>X<5«5> • 
Relativos á la transformación del impuesto 
de consumos. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): El Sr. Ar-
masa ha tenido la bondad de dirigirme en la sesión del 
viernes último varias preguntas que voy á tener el ho-
nor de contestar. 
Desea S. S. saber si el Gobierno está dispuesto 
á dictar un Real decreto declarando que el reparto veci-
nal es medio legal para la exacción del impuesto de 
consumos en las capitales de provincia, y facultando á 
los Ayuntamientos para crear todos los arbitrios que es-
timen justos y que tengan por única finalidad la sustitu-
ción del impuesto de consumos. 
En cuanto á lo primero, tengo el gusto de contestar 
á S. S. que no hace falta semejante declaración 
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por decreto, toda vez que ya está hecha de un modo 
expreso y terminante en el art. 6.° de la ley de Presu-
puestos de 1909. Por virtud de ese precepto todos 
los Ayuntamientos pueden utilizar como medio legal 
para la exacción del impuesto de consumos el reparto 
vecinal, si bien con un límite infranqueable; que no po-
drá pasar el repartimiento de la cantidad total á que as-
cienda el impuesto de consumos. Este impuesto repre-
senta la suma de estos cuatro factores: el cupo para el 
Tesoro, el recargo municipal que no puede, según la 
ley de 1904, pasar del 120 por 100 de los derechos de 
tarifa de consumos de todas las especies en general, ex-
cepto la sal que no tiene recargo, la cerveza, en que 
puede llegar el recargo hasta el 150 por 100 según la 
ley de desgravación de vinos de 1907, y los alcoholes 
en los que no puede pasar aquél de 20 pesetas por hec-
tolitro conforme á la ley de 10 de Diciembre de 1908; el 
5 por 100 para partidas fallidas, y el 3 por 100 para co-
branza. Para mayor claridad pongamos un ejemplo. 
Supongamos que se trata del Ayuntamiento de Ma-
drid: cupo para el Tesoro, 3.948.088 pesetas, de cuya 
cantidad sólo ingresa en las arcas del Estado 2.783.518, 
en razón á que la diferencia de pesetas 1.164.570 le fué 
otorgada como auxilio en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 4.° de la ley de 3 de Agosto de 1907 sobre des-
gravación de la especie «vinos», recargo municipal, 
suponiendo el máximum de 120 por 100 sobre todas las 
especies, excepto la sal que no lo tiene, 4.413.418 pe-
setas; 5 por 100 para partidas fallidas, 418.075, y 3 por 
100 para cobranza, 250.845. Total repartible, 9.030.427; 
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es decir, que si el Ayuntamiento de Madrid utilizara el 
medio del repartimiento vecinal para la exacción del im-
puesto de consumos no podría rebasar, so pena de nu-
lidad, la indicada cifra de pesetas 9.030.427. 
Y con esto creo que queda contestada la primer3 
pregunta que S. S. se ha servido dirigirme. 
En cuanto á autorizar por decreto á los Ayunta-
mientos para que puedan establecer todos los arbitrios 
que tengan por conveniente y con el solo fin de susti-
tuir el impuesto de consumos, me limitaré á decir 
á S. S. que eso no es materia de la competencia 
del Poder ejecutivo y sí del legislativo. 
Desea también S. S. conocer el criterio del Go-
bierno acerca del importante problema de los consumos, 
y así como cuándo se va á presentar el proyecto 
de exacciones municipales. 
Cuando he tenido el honor de presentar al Par-
lamento en el mes de Julio ultimo el proyecto de ley de 
Presupuestos y demás proyectos complementarios, 
declaré paladinamente, sin ambages ni rodeos, que el 
Gobierno bien hubiera querido, haciendo honor á sus 
convicciones, proponer en el presupuesto para 1911 
la completa y total transformación del impuesto de con-
sumos, acabando así para siempre con los fielatos, ver-
daderas aduanas interiores que impiden la libre circula-
ción, con daño grave de los intereses del comercio y 
aun del país en general; pero que razones de alta pru-
dencia, á que no puede ni debe sustraerse ningún go-
bernante; las atenciones extraordinarias que en los pre-
sentes momentos pesa sobre el presupuesto del Estado, 
14 
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hasta el extremo de exigir grandes miramientos para 
afianzar su nivelación, y, sobre todo, el fundado temor 
de comprometer con la reforma, si de un solo golpe se 
llevase á efecto, las Haciendas municipales, como 
aconteció en 1854 y 1868, obligaban al Gobierno á pro-
ceder sin precipitaciones ni apresuramientos en la eje-
cución de su pensamiento, en la realización de su deci-
dido proposito de llegar cuanto antes á la completa 
y total transformación del impuesto de consumos. 
¿Quién no recuerda, Sres. Diputados, que la revolu-
ción del 54 abolió el impuesto de consumos y que la si-
tuación precaria de las Haciendas municipales impuso la 
necesidad de su restablecimiento? ¿Quién no recuerda 
que la revolución del 68 volvió á suprimir el impuesto 
de consumos, que al poco tiempo, en la ley de Febrero 
de 1870 sobre organización de las Haciendas municipa-
les, se autorizo á los Ayuntamientos para imponer arbi-
trios sobre los artículos de comer,, beber y arder, y, en 
fin, que en 1874 el Sr. Camacho, Ministro de Hacienda, 
volvió á incorporar dicho impuesto al Estado? Es decir, 
que la revolución suprimió los consumos y que la revo-
lución comprendió la necesidad absoluta que había de 
restablecerlos y los restableció. ¿Es que se puede infe-
rir el agravio á aquellos hombres del 54 y del 68 de que 
no han querido de verdad la abolición de los consumos? 
¡No! Lo que hay es que, á pesar de los grandes esfuer-
zos, que seguramente hicieron, no les fué posible 
encontrar la formula de la sustitución; esto mismo reve-
la, por modo eficaz y elocuente, que no es obra tan fá-
cil, que no es tarea tan sencilla, como vulgarmente 
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se cree, la transformación del impuesto de consumos. 
Y recuerdo todo esto, Sres. Diputados, porque esti-
mo que nuestra conducta debe inspirarse en esas prove-
chosas enseñanzas del pasado. 
Todos ó casi todos estamos conformes en que 
el impuesto de consumos es odioso, por la forma veja-
toria y costosa de su exacción y por su desigualdad; to-
dos estamos conformes en que cuanto antes debe irse á 
la sustitución de dicho impuesto. Pero, ¿cómo, por qué 
medio, con qué procedimiento? 
Hasta ahora no se han dibujado más que dos crite-
rios: el de las desgravaciones parciales, inspiradas 
en cada caso en particulares conveniencias del consumo 
y de la producción, y el que se basa fundamentalmente 
en la supresión del tributo, sustituyéndole por nuevos 
gravámenes. 
En cuanto al sistema de la desgravación por espe-
cies, es notorio que con tal procedimiento no se remedie 
el mal que se trata de evitar. Mientras tanto que exista 
una sola especia sin desgravar, la forma de la exacción 
del impuesto seguirá siendo vejatoria y costosa. Recor-
demos lo ocurrido cuando las desgravaciones de los tri-
gos, harinas y vinos, desgravaciones que produjeron 
una pérdida de millones al Estado, y poco ó ningún 
provecho al productor y consumidor. 
En cuanto al otro sistema que tiene por fundamento 
la supresión total del tributo y su sustitución por otros 
impuestos, me limitaré á recordar que el importe del de 
consumos asciende en total a l35 millones de, pesetas, 
en esta forma: 55 para el Estado por su cupo, y 80 á los 
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Municipios por sus recargos. ¿Es posible, Sres. Diputa-
dos, que en estas circunstancias pueda lanzarse sobre 
las actuales contribuciones una carga adicional de 135 
millones líquidos? 
¿Por qué, decía la otra tarde el Sr. Armasa, no 
renuncia el Estado al importe de los cupos de con-
sumos? Pues, sencillamente, porque no puede, porque 
de renunciar á esos 55 millones iríamos derechamente 
al déficit, y lo primero y más importante es mantener la 
nivelación del presupuesto, porque sólo así se consoli-
dará nuestro crédito y España será un pueblo moderno 
y entrará en la corriente del crédito europeo. 
Pero además debo decir á S. S. que aun en la hipo-
tesis de que el Estado pudiera renunciar y renunciara á 
esos 55 millones, ningún beneficio obtendría por ello el 
consumidor. Seguramente que éste continuaría pagando 
los 55 millones, juntamente con los recargos municipa-
les, sin más diferencia que la de hacerlo el Ayuntamiento 
en vez de realizarlo el Estado. Y para demostrar, se-
ñor Armasa, la exactitud de mi afirmación, recuerdo 
á S. S. lo que actualmente sucede con los Ayun-
tamientos de Burgos, La Coruña, La Unión y Vigo, que 
no obstante no pagar cupo para el Tesoro, continúan 
administrando el impuesto por medio de fielatos en pro-
vecho exclusivo de sus Municipios. 
Y nada he de decir de la imposibilidad absoluta 
en que se encuentran los Ayuntamientos de prescindir 
de los 80 millones que vienen recaudando por el con-
cepto de recargo de consumos. Unicamente diré que di-
chos recargos constituyen el nervio de las Hacien-
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das municipales, que éstas se nutren principalmente 
con el producto del impuesto de consumos. 
Así, pues, Sres. Diputados, sólo cerrando los ojos á 
la evidencia y empeñándose en no querer ver la reali-
dad, se puede desconocer que la única, lógica, eficaz y 
no perturbadora solución para conseguir la transforma-
ción en el impuesto de consumos, descansa en la base 
de la constitución de las Haciendas locales. 
Los recursos patrimoniales de los Ayuntamientos 
son escasos y su actual sistema de ingresos insuficiente 
para subvenir á las elementales atenciones de los mis-
mos, de tal modo, que apenas los Ayuntamientos tras-
pasan en su desarrollo el límite de las Comunidades ru-
rales, el déficit efectivo es crónico en sus presupuestos. 
Si ¡as grandes capitales pueden sufragar sus gastos se 
debe á que el Estado, con una fijación enteramente ar-
bitraria de los cupos voluntarios de consumos, renuncia 
de hecho á una parte considerable de sus ingresos que 
no baja actualmente de 17 millones de pesetas, ocu-
rriendo por esta circunstancia que los servicios munici-
pales de gran número de poblaciones están en realidad 
costeados por contribuyentes extraños al Mutiicipio, 
que acaso no poseen ni jamás poseyeron fuente alguna 
de riqueza en el mismo, ni gozaron directa ni indirecta-
mente de los servicios municipales. Y como esa situa-
ción es tanto más aguda cuanto mayores son los Muni-
cipios, hay que contar que en el desenvolvimiento gene-
ral de éstos se llegue á un punto en que todo el sistema 
se derrumbe, si antes no se provee á remediarlo refor-
mando fundamentalmente el régimen económico local. 
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El Ayuntamiento de Madrid, por ejemplo, tenía se-
ñalado en 1904 antes de las desgravaciones del trigo y 
sus harinas en cupo de consumos de cerca de 9 millo-
nes de pesetas; hoy no llega á 3 millones; y por cierto 
que cuando en 1885 se le redujo dicho cupo en más de 
un millón de pesetas, se hizo con la condición expresa y 
aceptada por dicho Ayuntamiento de- que había de ad-
quirir una dehesa, de construir un matadero para el ga-
nado de cerda, establecer un mercado general de gana-
dos y construir una nueva nave en el matadero, á fin de 
que los ganaderos pudieran matar libremente; y nada 
de eso se realizó, nada de eso se hizo. 
Hoy á las Haciendas municipales les pasa lo contra-
rio de lo que sucede con la general del Estado. Esta 
tiene exceso de impuestos directos; es la Nación de Eu-
ropa que con relación á las que le son comparables 
tiene mayor proporción de contribuciones directas en el 
conjunto del sistema impositivo del Estado, y en cam-
bio tiene un gran vacío de impuestos indirectos. Las 
Haciendas municipales tienen exceso de impuestos in-
directos y escasez de directos. Hay, pues, como dice la 
Comisión extraparlamentaria nombrada para el estudio 
del problema de los consumos, que reintegrar al Estado 
de una parte de la imposición sobre ciertos artículos de 
consumo y entregar recíprocamente á las Corporaciones 
municipales una parte de los ingresos generales sobre 
el producto. 
Los impuestos personales no pueden ni deben 
ser base de las Haciendas municipales, excepción de 
aquellos formados por una masa de propietarios territo-
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riales que cultivan por sí mismos, residiendo en el 
Ayuntamiento: este es el caso de algunos Municipios 
suizos. Y no puede ni debe ser apoyo principal de las 
Haciendas municipales el impuesto personal, ya sobre 
el patrimonio, ya sobre la renta, porque este impuesto, 
para que no produzca funestas consecuencias, ha de ser 
muy suave. 
Así, pues, para que los Municipios puedan tener im-
puestos personales es necesario que tengan en bastante 
número impuestos directos reales o da de producto, 
y excepcionales condiciones de moralidad. 
No olvidemos que uno de los más importantes argu-
mentos que se esgrimen contra el impuesto de con-
sumos es el de las grandes iniquidades que realizan los 
Ayuntamientos por medio de los repartos. 
Los utilizan como arma política para arruinar á 
los adversarios y favorecer á los amigos, del pro-
pio modo que los Médicis, por medio de la décima 
scalato, sumieron en la miseria á familias poderosas 
por el solo delito de ser sus enemigas, y abatieron las 
libertades políticas. ¿Qué no sucedería, Sres. Dipu-
tados, si se entregase á los Ayuntamientos el impuesto 
sobre el patrimonio y la renta de los ciudadanos? 
En resúmen, hay que constituir las Haciendas muni-
cipales desarrollando los impuestos directos, especial-
mente los reales, los de producto, y á eso se encamina 
el proyecto ya presentado por el Gobierno sobre con-
sumos y Haciendas locales, y el que muy en breve 
leerá el Sr. Presidente del Consejo de Ministros sobre 
exacciones municipales. 
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Este último proyecto no reforma, como hacía el 
de Administración local, los organismos y funciones 
municipales, y se limita á establecer las normas de la 
imposición y de la administración económica. 
Se afirma en él que se va á la supresión del cupo de 
consumos, aunque no de un golpe, aunque no rápida y 
brutalmente; se establece que en lo sucesivo no podrán 
revisarse los cupos para elevarlos, y sí únicamente para 
reducirlos hasta su extinción; que cuando esté en vigor 
el censo de población de 1910 no se harán más nuevos 
señalamientos de cupos que los que sean inferiores 
á los actuales; se suprime el reparto de consumos y la 
venta á la exclusiva; se regula en otra forma el reparto 
general; se declara que el cupo de consumos es una 
mera carga del presupuesto municipal, con lo que se le 
quita el carácter de impuesto del Estado, y, en su con-
secuencia, los Ayuntamientos que quieran y tengan 
medios puedan sustituir dicho impuesto; y, en fin, se 
determinan las exacciones que los Ayuntamientos pue-
den establecer para atender á sus necesidades, exaccio-
nes que se fijan por este orden: 
1. ° Contribuciones especiales para cubrir el coste 
de las obras que hagan los Ayuntamientos y en que es-
tén especialmente interesados particulares. 
2. ° Derechos y tasas por los servicios en que 
también especialmente estén interesados particulares. 
3. ° Participaciones de los Ayuntamientos en los 
aumentos de valor que obtengan los terrenos sitos 
en su término municipal é independientemente de la 
acción del propietario; y 
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4.° Impuestos que podrán consistir en los recargos 
sobre las contribuciones directas del Estado; arbitrios 
sobre carruajes de lujo y pompas fúnebres; imposición 
municipal sobre los billetes de espectáculos públi-
cos, juegos permitidos, casinos, círculos y otras Socie-
dades de recreo; imposición sobre el consumo de gas y 
electricidad; arbitrios sobre consumos é inquilinatos; 
repartimiento general y prestación personal. 
En cuanto á los arbitrios sobre consumos, ha de ser 
por este riguroso orden: sobre los artículos de lujo, cuyo 
arbitrio no pasará del 20 por 100 del valor del artículo; 
sobre los artículos de lujo de masa, ó sean los de consu-
mo general, que no podrá exceder del 10 por 100, 
y sobre los artículos de primera necesidad, que no podrá 
pasar del 5 por 100. 
Los Ayuntamientos podrán establecer, hasta que no 
se suprima el cupo, el arbitrio de consumo á todos 
los artículos de primera necesidad, exceptuando el 
maíz, trigo, centeno, frutas, hortalizas, materiales de 
construcción y materias primeras para la industria, por-
que es indudable que el arbitrio sobre dichos materiales 
y primeras materias no es en realidad de consumo, y sí 
de circulación, que grava el capital y que produce gra-
ves perturbaciones. 
Y en cuanto al arbitrio sobre los inquilinatos, se es-
tablece que solamente tendrá lugar en las poblaciones 
mayores de 30 000 almas y cuando se haya agotado 
todo el recargo máximo de las cédulas. 
Y dicho esto, Sres. Diputados, y á fin de evitar que 
la opinión pública pueda ser inducida á error por los ma-
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quiavelismos y predicaciones de quienes no se inspiran 
en otros propósitos ni persiguen más objetivo que con-
citar las pasiones y perturbar el orden, impórtame de-
clarar, para que conste: 
1.0 Que el Gobierno tiene el deliberado y firmísimo 
propósito, como lo revelan los dos proyectos de ley 
á que acabo de referirme, de ir cuanto antes á la trans-
formación del impuesto de consumos; pero no rápida y 
brutalmente como por algunos se pretende, y sí con 
método, con orden, con prudencia, gradual y consecuti-
vamente, asentando la planta en el terreno de la reali-
dad y atento siempre á la defensa de los intereses, así 
de la Hacienda general como de las municipales. 
2. ° Que la Comisión informadora de Consumos, 
presidida por el ilustre Sr. Navarro Reverter, y de que 
forman parte individuos representantes de todos los 
partidos políticos, incluso el Sr. Moya, después de tres 
años de extraordinario trabajo y de haber escrito cuatro 
tomos tan voluminosos como interesantes, ha propuesto 
por unanimidad que se vaya á la transformación del im-
puesto de consumos por etapas, gradual y consecutiva-
mente, según así se consigna en la cuarta de sus con-
clusiones. 
3. ° Que el Gobierno está dispuesto desde luego 
á aceptar cualquier fórmula para la sustitución del 
impuesto de consumos, siempre y cuando que sea prác-
tica, eficaz, que no comprometa ni la nivelación del pre-
supuesto del Estado ni las Haciendas municipales, y que 
no imponga al contribuyente mayor gravamen del 
representado por el impuesto de consumos. 
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4.° Que aun abolido el impuesto de consumos, 
no hay que forjarse la ilusión de que se abaraten las sub-
sistencias. Tened en cuenta el principio de la reper-
cusión del impuesto. 
El problema de las subsistencias lo integran múl-
tiples y complejos factores, uno de ellos los consumos; 
pero hay otros, como la organización de los mercados, 
de los mataderos, la reducción del número de despachos 
de carnes, etc., etc. 
Y que por la supresión de los consumos no se abara-
tarían las subsistencias no lo digo yo, lo dicen los 
hechos que hablan con grande elocuencia y tienen irre-
sistible y extraordinario poder. 
En efecto; las carnes en canal, por ejemplo, se pa-
gan en el matadero de esta Corte al precio medio 
de 18 pesetas la arroba, esto es, á 1,61 el kilogramo. 
Al detalle, el precio de las clases corrientes oscila 
entre 2 y 3 pesetas el kilogramo; es decir, un sobrepre-
cio de una peseta el kilogramo, término medio, ó lo que 
es lo mismo, un 50 por 100 de recargo. 
Pero, ¿qué más, si la carne de buey, procedente de 
España, se vende en Gibraltar el kilo á 1,41 pesetas? Y 
no se diga que es que allí no se paga derechos de con-
sumos, porque añadiendo los 25 céntimos que aquí 
se abona por dicho concepto, resultaría el kilo á 1,66 pe-
setas. 
En el año 1866 el abastecimiento de carnes en 
Madrid se recargó por los intermediarios en pese-
tas 18.700.000, que, unidas á los 3.300.000 pesetas 
importe de las pieles de las reses sacrificadas y que 
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quedaron en manos de dichos intermediarios, da un to-
tal de 22 millones de pesetas, cuando es así que 
la recaudación de consumos por la especie «carne» 
representó aquel año solamente 7 millones. De donde 
resulta que los intermediarios ganaron, á costa del con-
sumidor, 15 millones de pesetas. 
Encarecimiento análogo al que sufren las carnes 
grava los demás artículos de necesario consumo. Las 
patatas se expenden al por mayor al precio de 11 
á 15 céntimos kilogramo, y el que rige al detalle oscila 
entre 18 y 20 céntimos, á pesar de estar gravadas 
con menos de medio céntimo por derecho de consumo. 
El encarecimiento por las reventas de artículos tan ne-
cesarios como son la carne y la patata para las clases 
más modestas, representa 50 y 33 céntimos por 100 res-
pectivamente. 
Si se examinan otros artículos de consumo, y perdo-
nadme que sea tan pesado (Voces: No, no.—El señor 
Puial, D. Manuel: Esa cuestión de las subsisten-
cias está bien que se traiga y discuta en el Parlamento. 
Oímos á S. S. con muchísimo gusto.) Decía, Sres. Di-
putados, que si se examinan otros artículos de con-
sumo, se llega á idénticas conclusiones. El arroz de 
buena clase se vende en la Albóndiga á 55 céntimos el 
kilogramo, y siendo el precio al detalle por la mis-
ma unidad 80 céntimos y los derechos de consumos 
4 céntimos, resulta un aumento de reventa de 21 cénti-
mos, ó sea un sobreprecio de 38 por 100. El vino 
de Valdepeñas se cotiza en la Albóndiga á 25 céntimos 
el litro; no está gravado con impuesto de consumos, y 
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se vende al detalle á 40 céntimos; diferencia 15 cénti-
mos, equivalente á un recargo de 60 por 100 sobre 
el precio de la Albóndiga. 
Con estos datos, Sres. Diputados, de cuya exactitud 
respondo, pues son rigurosamente ciertos—y dispuesto 
estoy á traerlos á la Cámara mañana mismo si alguien 
duda de ello—, se demuestra, de modo que no deja lu-
gar á duda, que no es verdad, que no es cierto que con 
la supresión del impuesto de consumos por sí sola 
se abaraten los precios de las subsistencias en la medi-
da deseada y se alcance la solución de este importante 
problema. 
Y 5.° Que el Gobierno está dispuesto á que la ley 
se cumpla, á que ningún Ayuntamiento, por importante 
que sea, se coloque fuera de ella, porque esto sería la 
anarquía, y con la anarquía no puede transiguir ni este 
ni ningún Gobierno; á dictar las disposiciones ne-
cesarias, á adoptar cuantas medidas sean precisas para 
que, sin excepción, todos los Ayuntamientos cum-
plan la ley sin pretexto ni excusa alguna y á fin de ase-
gurar para el año 1911 los cupos del Tesoro, y si fuese 
preciso y lo exigiesen los intereses de la Hacienda, lle-
gar hasta la incautación por el Estado de la renta de los 
consumos en Madrid. {Aprobación en la mayoría.) 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): No hay, 
Sr. Azcárate, en ninguna de mis palabras y conceptos 
nada que tenga sabor á amenaza. Me he limitado á 
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afirmar que el Gobierno está dispuesto á hacer que la 
ley se cumpla, á no tolerar que ningún Ayuntamiento, 
por importante que sea, se coloque fuera de la legali-
dad, á adoptar todas las medidas y á dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias á fin de asegurar el cupo 
de consumos para el Tesoro, y á llegar en este camino, 
si fuese preciso y lo exigieren los intereses del Estado, 
hasta la incautación por éste de la renta de los consu-
mos de Madrid. ¿Qué hay en esto de amenaza? Sólo 
hay la sincera declaración de que el Gobierno está dis-
puesto á cumplir con su deber. ¡Pues no faltaba más 
que porque un Ayuntamiento adopte acuerdos ilegales 
y aun apele á dilaciones dejáramos llegar el 31 de Di-
ciembre y el Estado no pudiera hacer efectivo el cupo 
de consumos! ¿Cree S. S. lícito que el Gobierno per-
manezca impasible ante esta peligrosa actitud? 
El Sr. Azcárate decía: «Está bien pero, ¿quién es el 
responsable de esta situación que se ha creado? El Go-
bierno, por sus indecisiones, por su indiferencia ante 
este problema de los consumos.» No, Sr. Azcárate; S.S. 
que tiene un espíritu tan justiciero, estoy seguro que es 
el primero en reconocer que el Gobierno ha hecho todo 
lo que ha podido y debido hacer; que el Gobierno tiene 
el deliberado y firmísimo proposito de ir cuanto antes 
á la transformación del impuesto de consumos; pero que 
no va, que no le es lícito ir con precipitación, con frenesí 
rayando en la locura, como por alguien se pretende. El 
Gobierno va á la transformación del impuesto con toda 
prudencia, con método, con orden: y buena prueba de 
ello son los dos proyectos á que en mi discurso me he re-
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ferido: al ya presentado sobre consumos y Haciendas 
locales, y al que muy en breve se presentará sobre 
exacciones municipales. 
No olvide S. S. que el Gobierno, después de todo, 
en la solución del problema de que se trata, no hace 
otra cosa que seguir el criterio unánimemente sustenta-
do por la Comisión extraparlamentaria de consumos en 
su conclusión tercera, que dice así: «Supresión gradual 
y consecutiva de los cupos de consumos, sal y alcoho-
les del Estado; de los fielatos, encabezamientos, arrien-
dos y demás medios para la cobranza del impuesto de 
consumos. . .» 
Si S.S., Sr. Azcárate, me hubiera hecho el honor de f i -
jar su atención en el proyecto que presenté en Julio últi-
mo sobre consumos y Haciendas locales, no hubiera 
ciertamente hecho las afirmaciones que acaba de 
consignar. 
Las Haciendas municipales se forman ya reduciendo 
sus gastos, ya aumentando sus ingresos, y por eso se 
propone en dicho proyecto la supresión del cupo dé la 
sal, sin que en esto resulte contradicción con mi criterio 
opuesto á las desgravaciones por especies; toda vez 
que la supresión del cupo de la sal responde en puridad 
á reducir los gastos de los Ayuntamientos, en el senti-
do de que como en la especie sal es enorme la defrau-
dación, razón por la que jamás se hace efectivo el cupo 
en su totalidad, necesitan los Ayuntamientos, suplir con 
los fondos de sus arcas municipales la diferencia entre 
el importe del cupo ó lo recaudado; diferencia que casi 
siempre asciende al 40 ó 50 por 100, resultando así que 
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con la supresión de dicho cupo obtienen los Ayunta-
mientos una economía que, aproximadamente, es de 
cuatro millones de pesetas. 
También se propone que se releve á los municipios 
y á las Diputaciones provinciales déla obligación de rein-
tegrar al Estado los haberes del personal de prisiones, 
obligación que hoy corre á cargo de aquéllos y que re-
presenta una economía para los mismos de cerca de 
tres millones de pesetas. 
Por otra parte se propone la cesión á favor de los 
Ayuntamientos del 20 por 100 de la renta de propios 
del 10 por 100 de aprovechamientos forestales en los 
montes á cargo del Ministerio de Hacienda, y no de 
los demás por ser de utilidad pública, y del 10 por 100 
sobre el arbitrio de pesas y medidas; se autoriza á los 
Ayuntamientos de las poblaciones donde tuvo aplica-
ción la ley de Desgravación de vinos para establecer 
patentes sobre la venta de dicho artículo, para la cual 
conste que hoy no están autorizados, y que, por lo tanto 
si por algún Ayuntamiento se cobrasen, habría una exac-
ción ilegal; se extiende á todos los Ayuntamientos, ex-
cepto á los de las provincias Vascongadas y Navarra, la 
facultad concedida á los de las capitales de provincia y 
poblaciones mayores de 30.000 habitantes, de recargar 
hasta un 40 por 100 las cuotas de la contribución indus-
trial y de comercio; se ceden á los Ayuntamientos los 
impuestos de carruajes de lujo y Círculos de recreo, 
con la amplitud necesaria para que puedan determinar 
las bases y tarifas de dicha imposición, y se les autoriza, 
en fin, para establecer arbitrios sobre los solares en re-
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lación con el aumento de valor obtenido entre dos ena-
jenaciones consecutivas de los mismos. Este arbitrio 
claro que es para lo futuro, y no para el aumento de 
valor que los solares hayan alcanzado en tiempos pasa-
dos, pues otra cosa sería dar efecto retroactivo á la 
nueva exacción, lo cual sería injusto. 
Y además se les autoriza para poner un arbitrio 
sobre el inquilinato. ¡Este es el proyecto, Sr. Azcárate!. 
En cuanto al de las exacciones municipales que muy 
en breve se presentará, á fin de demostrar la sinceridad 
con que procede el Gobierno al afirmar que es el pri-
mer interesado, haciendo honor á sus convicciones, en 
que cuanto antes se transforme el impuesto de consumos 
se consigna claramente que se suprime el cupo, si bien 
no de golpe, y sí paulatinamente, por etapas. Porque, 
señores, ¿cómo se va á suprimir tan rápida y radical-
mente dicho cupo? ¡Hay que buscar antes la forma de 
sustituirlo! 
Pero, en fin, y ya que SS. SS. han debido estudiar 
profundamente el problema, puesto que con tanta auto-
ridad y constancia hablan de él, les ruego encarecida-
mente que presenten una fórmula que sea práctica, 
eficaz y que no comprometa ni la nivelación del pre-
supuesto del Estado ni la normalidad de las Haciendas 
municipales, en la seguridad absoluta de que el Gobier-
no en el acto, ahora mismo, la acepta; y así se demos-
trará por modo eficaz y elocuente que no es el Gobier-
no, como se pretende hacer creer á las gentes, el que 
tiene empeño en la no transformación del impuesto de 
consumos. 
15 
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Y en cuanto á si los impuestos indirectos son ó no 
el principal apoyo de las grandes Haciendas, me limi-
taté á poner á la afirmación del Sr. Azcárate, contraria 
á dichos impuestos indirectos, la mía favorable, que 
seguramente no tendría autoridad alguna si estuviese 
fundada en la doctrina casi unánime de todos los 
grandes maestros de la ciencia de la Hacienda. Todos, 
Cohn, Magner, Flora, etc., etc., sostienen y defienden 
la justicia, conveniencia y necesidad de la imposición 
indirecta. 
Pero hay más; S. S. Azcárate, sabe muy bien que 
la única Nación europea que tiene más impuestos indi-
rectos que España es Turquía, y que en la primera 
Memoria del Gobierno alemán sobre la reforma tributa-
ria del Reino de Wurtemberg, y que seguramente 
habrá leído S. S., se reconoce la preponderancia de 
los impuestos indirectos en todas las grandes 
Haciendas. 
Yo no sé si habré dejado por contestar alguna de 
las indicaciones de S. S., si así fuera, créame que es 
por olvido. {Aprobación en la mayoría). 
PRINCIPALES MANIFESTACIONES 
del día 29 de Noviembre de 1910. 

h e c h a s en el Congreso pot» el 
Cxcmo. Sr. TTíinistro de Hacienda 
el día 29 de Noviembre de 1910. 
A l discutirse el articulado del proyecto de ley 
reformando la contribución de utilidades. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Com-
prenderá el Sr. Urzáiz que entre su autorizada opinión 
y lo que el voto particular propone no hay diferen-
cia sustancial. { E l Sr. Urzáiz: He empezado por decir 
que no lo he oído.) A eso voy. La propuesta de S. S. 
y el voto particular coinciden en que se autorice al Go-
bierno para que á propuesta del Ministro de Hacienda, 
fije el capital que las Sociedades extranjeras dedican en 
España á sus negocios. {E l Sr. Urzáiz: Publicándolo 
en \a Gaceta). Clarees que, siendo acuerdo del Con-
sejo de Ministros, traducido en Real decreto, la Gaceta 
tiene que encargarse de publicarlo.(Zf/ Sr. Urzáiz: Eso 
no lo dice el voto particular). Perdone el Sr. Urzáiz: no 
hay inconveniente en que lo diga, aunque se sobreen-
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tiende; porque si el Gobierno es el que ha de resolver, 
será por acuerdo del Consejo de Ministros. Ya sé 
yo que puede hacerse por Real orden, más no tengo in-
conveniente en que se diga; por Real decreto publicado 
en la Gaceta. 
El voto particular añade otro requisito que á mí 
me parece bien, y es que se oiga al Consejo de Estado 
en pleno; S. S. lo estima innecesario, y yo mismo, toda 
vez que en las facultades del Gobierno está siem-
pre el oir á dicho alto Cuerpo. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): ¿Para qué 
vamos á seguir discutiendo acerca de un punto tan sen-
cillo y que está tan claro? Conste que el Gobierno desea 
que esa autorización esté condicionada, como aparece 
en el voto. El Sr. Urzáiz propone la autorización abso-
luta, ilimitada, sin duda para que, pesando toda la res-
ponsabilidad sobre el Gobierno, pueda haber pretexto, 
llegado el caso, de censurarle. Está bien: pongamos tér-
mino á esto. Yo, aun prefiriendo la fórmula del voto, 
ruego á la Comisión acepte la propuesta del Sr. Ur-
záiz. { E l Sr. Pedregal-, Eso no, pido la palabra). 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Yo rue-
go á los Sres. Diputados que si les parece ya llegado el 
momento de que pongamos término á esta discusión, lo 
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hagamos, porque después de todo estamos discutiendo 
sobre un juego de palabras. {Aprobación). 
Ahí está el voto. Resulta que todos, menos el 
Sr. Urzáiz, están conformes con él. {E l Sr. Urzáiz: Y 
S. S. antes). 
Ya he dicho que prefería el voto á lo que propo-
ne S. S.: porque yo prefiero que esa autorización 
esté fuertemente limitada, que no que sea amplia. Eso 
es lo que he dicho; pero no quería hacer cuestión de 
ello. 
Su señoría se empeñaba en que la autorización 
fuera en los términos que S. S. expresó, y yo rogaba á 
la Comisión, para acabar el debate, pues llevamos 
ya tres cuartos de hora discutiendo, rogaba á la Comi-
sión que aceptara esa solución; pero veo que inmedia-
tamente se levantan de los demás lados de la Cámara 
las representaciones de los distintos partidos y di-
cen: «Ño estamos conformes con esa fórmula y sí con 
la del voto.» 
Ellos piden limitaciones, restricciones al arbitrio gu-
bernamental; ¿qué he de hacer yo más que levantarme 
á decir: pues yo también quiero esas limitaciones. {Muy 
bien, muy bien). 
El Sr. Pedregal dijo: «En el voto hay un inci-
so, y ese inciso pq^de dar lugar á interpretaciones 
no conformes con el espíritu de la ley.» Y basta que 
lo diga un Sr. Diputado para que el Gobierno se crea 
en el caso y en el déber de decir, pues que se suprima 
ese inciso, para evitar todo linaje de dudas, de suspica-
cias y de sospechas. {Muy bien, muy bien). 
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¿Es esto? Pues si es esto, ruego á los Sres. Di-
putados que con esa ligera modificación lo voten y 
den por terminada la discusión. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): La ley 
está clara. No creo que sobre eso puedan suscitar-
se controversias. Lo que única y exclusivamente ha de 
segregarse para no computarlo en el capital son las 
amortizaciones ordinarias que se refieren al desgaste, al 
demérito, á la pérdida de los elementos de producción; 
porque es claro que estos elementos de producción hay 
que amortizarlos, y esa amortización que es ordinaria no 
puede computarse en el capital, porque representa una 
disminución de valor de los distintos elementos que in-
tegran el capital; pero es que esta misma amortización 
de carácter ordinario se computa en el capital si rebasa 
los límites marcados en el Reglamento de 1906 y en 
el Real decreto de 1908, esto es, el 15 por 100 del mate-
rial industrial y el 5 por 100 de lo demás. 
Y cité un caso, el de una Sociedad cuyo capital estu-
viese formado por varios elementos, entre ellos una 
mina; esta mina se amortiza con los beneficios sociales; 
¿es que ya no forma parte del capital? Ciertamente; y 
por esta razón es preciso computar la amortización, 
so pena de dejar fuera de cuenta esa mina que si-
gue explotándose por la Sociedad y produciéndole be-
neficios . 
Habló también S. S. de la amortización de obli-
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gaciones. Ya tengo dicho que hay que computarla; 
como debe computarse la amortización de acciones; sal-
vo el caso, á que también aludía el otro día, de re-
ducción del capital; pues es claro, según el texto 
del dictamen, que esta reducción no se computa; lo 
contrario sería absurdo. Pero esa reducción del capital, 
sabe muy bien el Sr. Garriga que ha de ajustarse á 
las prescripciones del art. 168 del Código de Comercio, 
y que para que surta efectos contra tercero es condición 
precisa, según los artículos 24 y 25 de aquel Cuerpo le-
gal, que se inscriba en el Registro mercantil. Creo, 
pues, Sres. Diputados, que el artículo del dictamen 
á que acaba de referirse el Sr. Garriga está claro; 
que no puede dar fundadamente ocasión á dudas. 

PRINCIPALES MANMACIOMS 
del día 30 de Noviembre de 1910. 

PRINCIPALES TTÍñNiPE5TAC!0NE5 
h e c h a s en el Congfeso pof el 
Excmo. 5r . TTlinistro de Hacienda 
el día 30 de Noviembre de 1910. 
: >^r< 
A l discutirse el articulado del proyecto de ley 
reformando el impuesto sobre las utilidades 
— — < H B 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobíán): Cuando he 
tenido el honor de hacer el resumen del debate de tota-
lidad del proyecto que se discute, cuidé muy especial-
mente, contestando á una afirmación del Sr. Bargamín, 
de demostrar que no se había rectificado en nada el 
principio que inspiraba el proyecto; que ese mismo 
principio es el que informa el dictamen de la Comi-
sión. 
Para demostrarlo me referí á un hecho indiscutible, 
perfectamente cierto, el de que, á consecuencia de ha-
ber pasado á tributar por utilidades las Sociedades anó-
nimas y comanditarias por acciones, Sociedades grava-
das antes con la contribución industrial, se daba el caso 
de que un sin número de ellas se sustraían al tributo; 
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no pagaban por industrial, porque no estaban sometidas 
á esa contribución, y no pagaban por utilidades, o pa-
gaban una cuota insignificante, porque en sus balances 
ó aparecían solamente pérdidas ó muy exiguas ganan-
cias y añadía yo que, no era posible que esta situación 
perdurase; que era necesario adoptar disposiciones 
para evitar que estos casos pudieran reproducirse, ó 
mejor dicho, pudieran continuar/y que era de absoluta 
necesidad, y este es el principio que informa el proyec-
to, dotar á la Hacienda de algún medio para imponer 
una cuota mínima, anticipo de la de utilidades. 
Yo nunca he creído que la contribución industrial 
fuera el medio más adecuado para realizar ese fin, y esti-
mo que no lo es, primero porque como sabe muy bien el 
Sr. Azcárate, la contribución industrial descansa en 
signos externos, y por consecuencia, tratándose de 
grandes empresas, representadas principalmente por las 
Compañías anónimas, es claro que el de los signos exter-
nos no es el método propio y adecuado para gravarlas; 
y segundo, porque yo jamás he creido que la contribu-
ción de utilidades y la contribución industrial se corres-
pondan, sino que siempre he sostenido y sostengo que 
entre la contribución industrial y la de utilidades hay una 
grande, una esencial diferencia, la cual se pone bien de 
manifiesto y de relieve con solo recordar que en la con-
tribución de utilidades hay que descontar los intereses 
de los capitales prestados, y en la contribución indus-
trial, no. 
Cuando mi proyecto fué conocido del público, se 
me presentó una Comisión que ostentaba la represen-
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tación de todas las Compañías anónimas y comandita-
rias por acciones, eso se lo afirmo á S. S. y esos inte-
resados , con la representación que ostentaban, me 
propusieron la fórmula que yo no tuve inconveniente 
en rogar á la Comisión que consignara en su dictamen; 
porque dado mi modo de apreciar la diferencia que hay 
entre la contribución industrial y la de utilidades, estaba 
y estoy convencido que el principio que informaba mi 
proyecto quedaba en todo su vigor, y la solución prác-
tica propuesta por los interesados estaba más en armo-
nía con mi modo de pensar. 
El Sr. Azcárate decía: «Bien; pero esto se puede lo-
grar dejando en completa libertad á las Sociedades para 
que cada una pague por industrial ó por utilidades, según 
les plazca.» (£7 ^ r . Azoár ¡te: No es eso; O que pa-
guen por el proyecto de S. S. ó por el dictamen de la 
Comisión.) 
A eso voy. Lo que dice S. S. es que las Compañías 
tengan absoluta libertad para pagar, ó sea cuota por 
industrial que como anticipación consignaba yo en mi 
proyecto, o esta otra del 3 y del 6 por 1.000 que se es-
tablece en el dictamen. 
Pues yo le digo á S. S. que no creo que haya ningún 
Ministro de Hacienda que acepte esa proposición. Yo 
comprendo que se adopte uno de esos métodos; pero 
nunca ese sistema mixto, porque eso crearía una serie 
de perturbaciones en la administración é investigación 
del tributo, de que apenas se puede formar idea; y, 
además cada contribuyente examinaría y aquilataría qué 
cuota le convenía más, y tratándose de impuestos que 
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ambos á dos gravan rendimientos medios presuntos, to-
das las desviaciones posibles respecto del rendimiento 
efectivo serían aprovechadas por los interesados en uso 
de perfectísimo derecho; y en último término, la aplica-
ción simultánea de ambas contribuciones cubriría una se-
rie indefinida de errores tributarios que pagaría el Teso-
ro, y á eso yo no puedo asentir; eso no puedo aceptarlo. 
Si se presenta una enmienda suscrita por todas las re-
presentaciones políticas de la Cámara^ pidiendo que se 
vuelva al primitivo proyecto, venga esa enmienda, que 
servirá de orientación al Gobierno para ulteriores re-
soluciones. Lo que no puedo hacer, repito, es acep-
tar el sistema mixto que propone S. S.: ó lo uno ó 
lo otro. 
No sé si el Sr. Azcárate desea alguna otra aclaración 
ó declaración. { E l Sr. Cañáis : Contestar á la enmien-
da.) No, perdone el Sr. Canals; el Sr. Azcárate, antes 
de apoyar la enmienda, limitóse á hacer, las observa-
ciones que acabo de contestar. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Me im-
porta únicamente rectificar una afirmación que acaba 
de hacer el Sr. Azcárate. Estima S. S. que esa cuota 
anticipada del 3 y de 6 por 100 es un impuesto sobre el 
capital. ¿No es esto? Pues yo le digo á S. S. que no; 
y fundo negación tan rotunda, en que los impuestos, 
como sabe S. S. mejor que yo, puesto que es maestro 
en todas estas materias {E l Sr. Azcárate: Nada de eso; 
— 241 — 
y cada día menos), me fundo, digo, en que los impues-
tos se dividen en nominales y reales; impuestos nomi-
nales son aquellos en que la base por que se mide el 
tributo y la fuente de que se paga son distintas, y rea-
les son los que tienen idéntica base y fuente, y de aquí 
que este impuesto es un impuesto nominal sobre el ca-
pital, ya que la base para medir el impuesto es el capi-
tal, y la fuente de que se paga es el rendimiento. { E l 
St\ Azcdrate: ¿Y si no lo hay? ¿Lo va á devolver el 
Tesoro?) Se trata Sr. Azcárate, de rendimientos me-
dios anuales, que unas veces exceden y otras no al-
canzan . 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Nada más 
que para llamar la atención sobre este hecho. 
El principio está admitido por la Cámara, es el del ar-
ticulo 2.°, y ahora ya lo veis, por todos lados se levan-
tan propuestas de excepciones. Yo declaro que si vamos 
por este camino, el impuesto de utilidades será nulo. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Sólo para 
recoger una indicación que al rectificar ha tenido la 
bondad dé hacer el Sr. Bergamín, en nombre de la mi-
noría conservadora. Me importa recogerla, para fines 
ulteriores del Gobierno; así como también necesito co-
nocer la opinión respecto á ese particular de las demás 
16 
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minorías. El Sr. Bergamín ha dicho que la minoría con-
servadora aceptó la fórmula que aparece en el dicta-
men de la Comisión, distinto en ese punto del proyec-
to, ó sea lo que hace referencia al 3 y al 6 por 1.000 
sobre el capital, fué partiendo del hecho de que las So-
ciedades anónimas y comanditarias estaban conformes, 
y, por consecuencia SS. SS., como era lógico y natural 
prestaban también su asentimiento. El Sr. Suárez Inclán 
manifiestó que, en efecto, los señores que recurrieron 
á la Comisión, los que conferenciaron con su presiden-
te, los que visitaron al Sr. Ministro de Hacienda, for-
maban una Comisión que ostentaba la representación 
absoluta y completa de las Sociedades anónimas y co-
manditarias por acciones; y á consecuencia de ello no 
tuve inconveniente en entrar en negociaciones. Ya 
comprenderán los Sres. Diputados que yo no podía exi-
girles el poder, fié en la afirmación de todos aquellos 
señores que estimaba y estimo como cumplidos caba-
lleros incapaces de faltar á la verdad. 
Entré en negociaciones para llegar á la formula que 
ha cristalizado en el dictamen de la Comisión, y cedí en 
unas 300.000 pesetas, que es lo que representa la re-
baja de la media décima; y cedí asimismo en tres millo-
nes y pico de pesetas, por la rebaja del ^ por 1.000 en 
el impuesto del timbre. Hasta ahora no tenemos la 
prueba de que aquellos señores hayan ostentado una 
representación ficticia; pero aceptamos como verdad 
demostrada la hipótesis de que así lo hubieran hecho, 
hipótesis que, repito, es absurda á mi juicio, y de que 
por tanto, falte la base que ha inspirado el dictamen y 
- 2 4 3 — 
la conformidad del partido conservador, pues esto es lo 
que quiero recoger. Si se demuestra y se acredita que 
aquellos señores no ostentaban la representación de las 
Sociedades anónimas y comanditarias, todo aquel pac-
to quedará sin efecto, lo mismo la rebaja de la media 
décima que la del - f por 1.000 en el impuesto del tim-
bre, y volveremos al proyecto, es decir, á la cuota por 
industrial ¿Está claro? Por ello, pues agradecería que 
así como el Sr. Bergamín, en nombre de la minoría 
conservadora, ha expuesto su opinión la expresaran 
también los jefes de todas las demás minorías, la que, 
como he dicho, puede servir al Gobierno como elemen-
to de juicio para sus ulteriores resoluciones. 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Yo roga-
ría al Sr. Azcárate que tuviera la bondad de fijarse en 
lo que voy á decir. 
Yo no opino como el Sr. Iglesias; creo que hay con-
gruencia entre la enmienda y el artículo. Lo que si me 
parece es que hay deficiencia en el último extremo de 
la enmienda, porque el artículo, tal y como aparece 
ahora redactado, se refiere también á los espectáculos 
públicos, y la enmienda no se extiende más que á las 
Sociedades de enseñanza y á los periódicos. ¿No le 
parece á S. S. oportuno, por si esa enmienda fuera to-
mada en consideración, y á fin de que luego no surjan 
dificultades, el añadir ahora, aunque no sea más que 
de palabra, para los efectos de la votación, que se entien-
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de sólo para la primera parte, pero no para los espec-
táculos públicos? 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Si el se-
ñor Quejana se hubiera tomado la molestia de fijarse 
en las firmas de la enmienda, encontrarla en ellas la 
contestación á su pregunta. 
A mí me dijo la Comisión: «Presentan una enmien-
da en estos términos» Pregunta mía: ¿La firma sólo la 
mayoría?» «No señor; la firman republicanos y carlis-
tas.» (i?/ Sr. Iglesias García pide ¡a palabra.) «¡Ah!, 
en ese caso, es claro que la razón que yo he tenido 
para rogar que se retirara el artículo ha desapare-
cido.» 
Yo esperé á la unanimidad para la retirada del ar-
tículo; en ella la inspiré; pero como aquella unanimidad 
ya aparecía rota en la enmienda, no he tenido inconve-
niente en decir á la Comisión que la aceptara. Ahí esta 
la explicación de mi conducta. {Aprobación en la ma-
yoría.) 
El Sr. Ministro de HACIENDA (Cobián): Son dos 
extremos á los que quiere S. S. que yo conteste: pri-
mero, á qué criterio respondió la redacción del art. 6.° 
antes de ser retirado; segundo, por qué después de ha-
berlo retirado, se ha admitido una enmienda que dice 
- 2 4 5 — 
al pié dé la letra, según S. S., lo mismo que el articulo 
retirado. 
Primer punto. Yo he traído ese art. 6.°, no por el 
deseo de favorecer á nadie, ni de excusar á nadie del pago 
del tributo; he traído ese artículo precisamente para lo 
contrario: para que nadie deje de contribuir á la Hacien-
da. Porque, señores Diputados, no olvidemos que no se 
puede legislar para Madrid sólo, sino para toda España 
y que hay muchísimos periódicos que no pagan, ni por 
industrial ni por utilidades; y yo estimaba que en la for-
ma en que venía redactado el artículo, se podia evitar 
esto, obligándoles á pagar por industrial. 
Segundo punto. No hay contradicción en mi con-
ducta; yo oí las opiniones de las minorías y me levanté 
y (si no me es frágil la memoria) me dirigí en estos tér-
minos á la Comisión: «En vista de la unanimidad que al 
parecer existe entre las minorías, el Gobierno ruega á la 
Comisión que retire ese artículo.» Mas al día siguien-
te ó á los dos días, se me hizo saber que estaba pre-
sentada esa enmienda, y como yo estimé que, ó los que 
firmaron esa enmienda habían roto la disciplina del par-
tido á que pertenecen, o que dentro de esas minorías 
se les había dejado en completa libertad, ya no existía, 
por tanto, la unanimidad que sirvió de base para reti-
rar el artículo. (May bien, muy bien en la mayoría.) 
¿Donde hay, pues, contradicción entre la conducta 
del Ministro de Hacienda retirando el artículo y la con-
ducta del Ministro de Hacienda rogando á la Comisión 
que aceptara la enmienda?. 
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